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Este trabajo pretende analizar el proceso paramilitar en el municipio de Tarazá en el 
Bajo Cauca Antioqueño entre los años 1997 y 2010. El desarrollo de trabajos 
regionales sobre el fenómeno del paramilitarismo en Colombia permite encontrar 
claves explicativas a la incidencia de este en las esferas locales, sociales, políticas y 
económicas. Se establece que la dinámica paramilitar en la región se consolidó tras 
una fuerte disputa con las FARC y el ELN, logrando establecer a partir de 1997 un 
orden social que se caracteriza por la regulación violenta de las relaciones sociales y 
la economía del narcotráfico que termina por vincular a través de incentivos perversos 
a varias capas de la población, a través de la captación de sentimientos primordiales, 
estableciendo normas sociales y un tipo ideal de sociedad, frente a los cuales se dan 
formas de resistencia. El trabajo se pregunta por las alianzas entre paramilitares y 
política explorando la manera en que se dan estos pactos y la manera en que el 
Estado se desarrolla en las regiones articulado a una serie de prácticas donde la 
violencia y el clientelismo son parte del ejercicio político. Tras la consolidación del 
orden paramilitar entre 1997 y 2006 se da el proceso de desmovilización colectiva de 
las AUC el cual marca un punto de inflexión en las dinámicas de la violencia en la 
región, el trabajo explora el proceso de desmovilización y el advenimiento de nuevos 
ciclos de violencia relacionados con las estructuras de poder establecidas por el 
paramilitarismo entre los años 2008 y 2010, la persistencia de fenómenos como el 
desplazamiento forzado y nuevos procesos de movilización social campesina.   
 
Palabras Clave: Paramilitarismo, sentimientos primordiales, narcotráfico, orden social, 










This research seeks to analyze the paramilitary process in Tarazá, a village in the Bajo 
Cauca Antioqueño, in the period of 1997 to 2010. Regional perspectives allow the 
researcher to explore the incidence of the paramilitary Colombian phenomenon in 
economic, social, political and local spheres, showing how the paramilitary dynamics in 
the region was consolidated after 1997 - when they defeated the FARC and ELN in the 
zone – establishing a social order based on violent regulations of social relationships 
and the drug trafficking economy.  Through these elements, the paramilitary groups 
constrain the population using economic incentives, as well as their primordial ties, 
instituting social behaviors and norms. This study explores the alliances between the 
paramilitary armies and the State, showing how violence and clientelism became major 
components of political exercise in the region. Finally, the research explores the 
impacts of the process of demobilization that took place in 2006, showing how the 
power structures the paramilitary established, are related to new violence cycles and 
the persistence of phenomenon such as forced displacement and peasants 
mobilizations during 2008 and 2010.  
 
Key words: Paramilitarism, primordial ties, drug trafficking, social order, paramilitary 
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El objetivo principal de este trabajo es conocer el devenir del proceso paramilitar en el 
municipio de Tarazá en el Bajo Cauca Antioqueño, desde la consolidación del Bloque 
Mineros de las Autodefensas Unidas de Colombia entre 1997 y el 2006, y el continuo 
fenómeno de violencia que surge tras el proceso de desmovilización hasta el año 
2010. Esto nos permitirá dar cuenta de la forma en que se forma el paramilitarismo en 
las regiones, con lo cual buscamos aportar elementos de análisis sobre las dinámicas 
políticas, económicas y socio-culturales a los estudios sobre el fenómeno paramilitar 
en el país.  
 
Para comenzar a desarrollar un trabajo sobre el proceso paramilitar en Colombia, es 
necesario reconocer las dinámicas de este en su dimensión regional y local, de modo 
que sea posible comprender como se entrecruzan diferentes factores que determinan 
el curso de la vida cotidiana en medio de la violencia y el conflicto. Este tipo de 
ejercicios investigativos sobre la violencia en las regiones se han realizado en diversos 
momentos y los estudios sociales de la violencia han encontrado en los estudios 
regionales y locales las claves explicativas –y paradójicas en muchos casos- sobre los 
ciclos del conflicto, los actores armados, los modelos y prácticas de coerción y la 
manera en que estos están relacionados dialécticamente con factores económicos, 
políticos y socioculturales.  
 
El acercamiento a una región dentro de unas coordenadas temporales especificas nos 
permite además conocer aspectos trascendentales de la economía, la política y la 
manera en que estas operan en la definición de formas de identidad (ROLDAN, 1998). 
En las regiones es posible estudiar a fondo el fenómeno de la constitución del Estado 
y al mismo tiempo de la violencia y su desarrollo particular dentro de unos márgenes 
que Mary Roldan llama “factores geo-culturales”, estos se manifiestan como complejas 
tramas sociales estructuradas por la economía (diversidad de economías extractivas, 
minería, madera, agricultura, narcotráfico), la política (bipartidismo, clientelismo, elites 
regionales), la identidad configurada por representaciones y prácticas de dominación 
sexual y racial, así como por conflictos por la tenencia de la tierra y el acceso a 
recursos naturales, factores que terminan por constituir formas particulares de 
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identidad regional y de relaciones con el Estado, elementos también estudiados a 
profundidad por la profesora Clara Inés García a lo largo de su obra pero en este caso 
particularmente en su trabajo sobre el Bajo Cauca (Ibíd.: 5; GARCIA, 1994). 
 
Por esta razón es conveniente que los estudios sobre la violencia en Colombia y en 
particular sobre el proceso paramilitar se enfoquen en estudios de caso y trabajos de 
corte regional y local. Este tipo de iniciativas investigativas están marcando una 
tendencia de los estudios sobre el paramilitarismo como lo advierte Cruz Rodríguez: 
“algunos estudios empiezan a fijar su atención en sus dinámicas regionales, se ocupan 
de aspectos como la congelación de la estrategia paramilitar, su reacción frente a los 
procesos democratizadores, las alianzas con actores locales y regionales, su 
presencia y expansión territorial, y su papel en el proceso de formación del Estado” 
(CRUZ, 2007: 121).  
 
Los trabajos regionales no se centran en divisiones político-administrativas de los 
territorios (como los departamentos), este tipo de estudios tratan principalmente de 
divisiones socio-espaciales que rara vez coinciden con representaciones cartográficas. 
Las regiones son espacios dinámicos que no están constituidos, que no guardan 
dentro de sí características homogéneas, son realidades cambiantes y al mismo 
tiempo son construcciones sociales, tanto de quienes las habitan como de quienes las 
estudiamos (GARCIA, 2007: 2). Es así que definir sus límites y fronteras  fijas resulta 
un ejercicio improbable en tanto los territorios se “deslocalizan” (física y socialmente) 
sus límites se mueven y al mismo tiempo los espacios constantemente se redefinen.  
Con esta forma de entender la región es que definimos el espacio en el cual queremos 
indagar sobre el proceso de la violencia y el control paramilitar y también es como 
entendemos que lo han caracterizado los estudios que sobre la violencia y la guerra en 
Colombia se han realizado por diferentes autores y autoras.  
 
Ejemplos  de trabajos regionales que develan las lógicas y formas particulares en que 
el paramilitarismo funciona y ejerce su poder se pueden apreciar en las obras de 
Carlos Medina Gallego (1990) sobre la génesis en el caso Puerto Boyacá, Mauricio 
Romero sobre el Urabá antioqueño y Córdoba (2003), Mauricio Barón (2004) junto con 
Francisco Gutiérrez (2006) y su revisión al proceso en el Magdalena medio y el 
occidente de Boyacá; y María Victoria Uribe (1992) con su trabajo sobre la guerra de 
las esmeraldas. 
Tomamos como referentes  a estos trabajos los cuales nos dan herramientas para 
comprender algunos aportes que los estudios regionales y locales brindan al estudio 
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de la violencia en general y del paramilitarismo en particular. Por una parte el texto: 
"Limpiar la tierra: guerra y poder entre esmeralderos" de María Victoria Uribe (1992), 
describe el mundo de la violencia en la zona esmeraldífera del occidente de Boyacá, 
recorriendo los significados de la violencia, el poder, la muerte y la riqueza, ligados a la 
aparición de organizaciones privadas que guardan relación con la aparición del 
fenómeno paramilitar.  
 
En este trabajo María Victoria Uribe nos da los elementos iníciales para comprender 
los procesos de la violencia en un espacio concreto, gracias a que muestra una 
articulación entre aspectos estructurales e históricos de larga duración que inciden 
sobre la economía, la cultura y los procesos sociopolíticos y el uso de la violencia en la 
región esmeraldífera de Boyacá. En esta medida se analizan las dinámicas de los 
procesos de poblamiento, la acumulación de capital por la economía  de las 
esmeraldas, la configuración de poderes locales y personales que terminan 
construyendo ordenes sociales, ejércitos privados, legitimidad y límites entre lo público 
y lo privado difuminados, así como valores, lealtades y formas especificas de justicia 
ligadas al grupo que tiene la capacidad de ejercer violencia.   
 
El objetivo del trabajo de la autora es dilucidar la naturaleza de la violencia y de la 
“guerra verde” en la región, elementos que pueden ser rastreados desde la época 
colonial, pasando por el gamonalismo bipartidista de las guerras civiles del siglo XIX y 
de las confrontaciones de la primera mitad del siglo XX hasta las cuadrillas que 
servían de ejércitos protectores de los esmeralderos en la segunda mitad del siglo XX. 
Es así que procesos como las dinámicas de poblamiento, el desarraigo de la población 
y el uso de la violencia como fuente de legitimidad y poder determinan la manera en 
que se ha desarrollado el Estado en las periferias1, las formas de violencia y los 
ordenes sociales, políticos y económicos (URIBE, 1992). 
 
                                                 
1 En el caso estudiado por Uribe se establecen por ejemplo las oleadas de poblamiento y 
colonización del territorio desde comienzos del siglo XX con campesinos y trabajadores que 
buscan fortuna en las minas de esmeraldas, esto ha hecho que la falta de arraigo y la 
economía agrícola de subsistencia, así como el uso de la violencia como parte de los medios 
sociales de interacción y de resolución conflictos sean factores comunes. Además de  la 
inoperancia de instituciones reguladoras del Estado y en menor medida la iglesia, hayan sido 
elementos que permitieron la construcción de poderes y autoridades locales y la privatización 
de la seguridad. Por otra parte Mary Roldan (2002) explica la forma en que el Estado y el 
ejercicio político se desarrolla en las periferias de Antioquia ligado a los procesos de la 
violencia bipartidista entre 1946 y 1953, y limitado a las decisiones e intereses de las clases 
políticas del centro del país y principalmente de los principales centros urbanos y ejes político-
económicos del país donde se establecían las elites nacionales.  
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También es importante ver como estos poderes suplantan la infraestructura estatal y 
regulan la economía, la justicia y la autoridad, lo que hace posible que el ámbito 
público este dominado y dependa del poder privado, en la medida en que la actuación 
de los ejércitos privados y las empresas privadas inciden en la vida social, política y 
económica de diferentes sectores sociales de los pueblos que viven de la economía de 
las esmeraldas y en general dentro de economías que oscilan entre lo legal y lo 
criminal,  como el caso del narcotráfico, la minería ilegal, el contrabando, etc. 
(GUTIERREZ & BARON, 2006). 
 
Esto deja ver la manera en que se constituye el Estado en los niveles regionales y 
locales. Los trabajos de María Victoria Uribe y de Mauricio Barón muestran como el 
sistema político y la participación democrática no son en sí mismas fuente de 
legitimidad y poder2 ya que la violencia en Colombia desbordó el conflicto político  
partidista creando nuevas formas de interacción entre las regiones, la institucionalidad 
y el Estado (Ibíd.).  
 
Este recorrido por los procesos históricos y la manera en que en una región minera, la 
economía extractiva, la acumulación de capital, el poder armado y la violencia privada 
han definido elementos particulares de la constitución del Estado en lo regional y local, 
y además dan cuenta de cómo la violencia se ha constituido como un medio de 
interacción y de configuración del poder, el aporte principal de estos trabajos es la 
comprensión sobre la manera en que las empresas económicas y militares privadas 
inciden y construyen espacios sociales en lo público, definiendo formas de actuación, 
de inserción en la economía y de acceso a servicios e infraestructura.  
Mauricio Barón profundiza y actualiza lo que conocemos como el caso Puerto Boyacá, 
su estudio se basa en la comparación del paramilitarismo que se desarrolla en la 
región entre 1982-1996 (estudiado en profundidad por Carlos Medina Gallego) y 1997-
2003, identificando cuatro momentos que determinan el curso del proceso paramilitar 
en la región, primero la fundación de la Asociación Campesina de Ganaderos y 
Agricultores del Magdalena Medio -ACDEGAM  y el establecimiento de los primeros 
                                                 
2 Es interesante el análisis de Uribe sobre el bipartidismo y la incidencia de este en la violencia 
de la región. Las filiación partidistas (liberal-conservador) han definido las confrontaciones en la 
segunda mitad del siglo XX por los procesos de liberalización que posteriormente determinaron 
la venganza y los procesos de ‘godificación’ de las poblaciones afectadas por la arremetida 
liberal, pero se han resignificado, no necesariamente se inscriben en los ordenes lógicos de los 
partidos sino que han generado ordenes sociales, normas y valores como la lealtad, la 
cooperación y la definición del mundo en lógicas binarias, lo bueno-lo malo, lealtad-traición a 
partir de la matriz liberal-conservador. Valores que también se resignifican cuando es necesario 
definir y ubicar al enemigo y que trascienden también a los complejos procesos que se dan con 
la lucha contrainsurgente y el surgimiento del paramilitarismo 
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grupos de autodefensa instituidos en una lógica contrainsurgente que se apoya, en 
parte, en políticas estatales y colaboración de la fuerza pública; segundo, la entrada 
del narcotráfico en la región que se caracteriza por el crecimiento y subordinación de 
los grupos de autodefensa al narcotráfico; tercero, un distanciamiento entre 
narcotraficantes y paramilitares y por último la autonomía de los grupos paramilitares 
caracterizada por la reorganización territorial y el interés de algunos jefes de la región 
por el control de la economía y la política locales (BARON,  2004; GUTIERREZ & 
BARON, 2006:285-295).    
 
Otro conjunto importante de trabajos que muestra las dinámicas locales de la violencia 
han sido desarrollados por el CINEP y publicados en la Revista Noche y Niebla, entre 
estos destacamos los trabajos sobre los modelos paramilitares en los casos de San 
Vicente y El Carmen de Chucuri y el caso de Trujillo en el Valle del Cauca, estos 
advertían la necesidad de un análisis particular de un proceso que se extendió por el 
país con una estrategia muy clara de exterminio y de uso sistemático de la violencia, 
pero que se acomodaba a los diferentes intereses y estructuras económicas, políticas 
y criminales que varían por región, de allí se desprenden aportes significativos sobre 
los desarrollos regionales del paramilitarismo. 
 
Así mismo se pueden nombrar los trabajos que han sido compilados en dos libros 
editados por Mauricio Romero y Claudia López, “Parapolítica: la ruta de la expansión 
paramilitar” (2007) y el reciente “Y refundaron la Patria. De cómo mafiosos y políticos 
reconfiguraron el Estado colombiano” (2010). Allí se realizaron investigaciones 
enfocadas en las dinámicas de departamentos como Antioquia, Magdalena, 
Cundinamarca y Casanare. Estos dos trabajos muestran la importancia de un enfoque 
regional y en el tema concreto de la incidencia en el campo político, fue así como 
casos específicos de parapolítica fueron develados y fue posible establecer el 
funcionamiento de las complejas redes que existían a nivel electoral y la incidencia del 
paramilitarismo en la democracia y la institucionalidad.   
 
Es así como la premisa fundamental de este trabajo es aportar al debate y a la 
comprensión del fenómeno paramilitar en Colombia advirtiendo las dinámicas 
regionales y la manera en que factores económicos y políticos particulares inciden 
conformando modelos e impactos diferenciales. Estas diferencias entre procesos 
paramilitares regionales paradójicamente se dan a través de elementos que son 
estructurales en la historia del paramilitarismo: la lucha contrainsurgente, el 
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narcotráfico, la relación entre paramilitarismo y Estado, y el reconocimiento del 
establecimiento de órdenes sociales y políticos por parte del poder paramilitar.  
 
Esta paradoja es mucho más compleja, ya que estos rasgos descritos como 
estructurales también son diferenciales de acuerdo a cada región o si se quiere a cada 
bloque paramilitar. Respecto al primer punto sobre la lucha contrainsurgente no todas 
las organizaciones paramilitares surgen por este motivo, las fuerzas públicas y el 
estado colombiano, en diferentes momentos, son los únicos que pueden atribuirse un 
real carácter contrainsurgente, lo que amplia aun mas nuestro espectro con las 
relaciones entre estado, fuerza pública y paramilitares. Además el caso del 
narcotráfico es mucho más complejo ya que como lo expresara Gustavo Duncan “no 
todos los narcos son paras, sin embargo todos los paras son narcos” (Notas 
personales, 17 de Octubre de 2007 [Foro: Mafia, Ilegalidad y Confianza: El negocio de 
la protección privada]). Estas complejidades nos impulsan cada vez más a buscar las 
respuestas en las dinámicas regionales y especialmente en el caso del Bajo Cauca 
Antioqueño y las dinámicas que estableció allí el Bloque Mineros. Creemos que a 
través de trazar el proceso paramilitar en esta región y en particular el poder ejercido 
por esta organización armada podemos encontrar elementos significativos que 
muestran la complejidad del paramilitarismo en Colombia. 
 
Sin embargo, me parece importante reconocer algunas precisiones generales, ciertos 
rasgos que resultan estructurales y de los cuales se desprenden en cierta forma todo 
el proceso paramilitar y su extensión en todas las regiones del país. Las experiencias 
del Magdalena Medio y de Córdoba y Urabá son las que definen y determinan el curso 
del paramilitarismo3. Es en estas dos regiones en donde a partir de la década de los 
80 se configura el paramilitarismo; en el Magdalena Medio se dan dos procesos 
fundamentales: por una parte los movimientos de autodefensa alentados por elites 
ganaderas y sectores de la Fuerza Pública para contener el avance de las FARC; y 
por otra parte el surgimiento de una elite narcotraficante propietaria de tierras y con el 
poder económico suficiente para mantener un ejército irregular (CAMACHO, 2005; 
MEDINA, 1990).   
 
                                                 
3Así por ejemplo de una organización como las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá 
se desprendieron Bloques que actuaron  por todo el territorio nacional: Bloque Catatumbo, 
Bloque Centauros, Bloque Mineros o el Bloque Norte (Ver: Observatorio de Procesos de 
Desarme, Desmovilización y Reintegración, 2009:7-8).  
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El desarrollo de la contrainsurgencia y el surgimiento de grupos de autodefensa se da 
en respuesta a la estrategia de las FARC que había surgido durante la VII Conferencia 
de la organización en el año de 1982 en donde se pretendía tomar una actitud más 
ofensiva;  “lo anterior se expresaba en metas de crecimiento de los frentes, 
desdoblamientos de los más numerosos [frentes] e incursiones en nuevas regiones, y 
lo que sería crucial en adelante: un nuevo tipo de finanzas.” (GONZALEZ et. al, 2002: 
55). Es así como el Magdalena Medio cobra importancia para las FARC, quienes al 
moverse a zonas donde hay más acumulación y flujo de capital y con economías 
legales relativamente consolidadas como la ganadería y con economías fuertes como 
la del narcotráfico, comienzan a financiar sus actividades a través de mecanismos 
económicos como el secuestro y el impuesto de guerra, además de iniciar sus 
participaciones en el narcotráfico (DUNCAN, 2005).  
 
De esta manera entre el año de 1982 y 1983 surgió una organización liderada por los 
ganaderos, ACDEGAM, que bajo el auspicio de algunos militares y cobijados por la 
Ley 48 de 19684, que permitía que los militares llamaran a civiles armados a participar 
en actividades conjuntas, comenzó actividades para su protección (MEDINA, 1990).  
 
ACDEGAM, tenía como propósito la seguridad de los campesinos e industriales 
ganaderos y agricultores que estuvieran siendo ‘hostigados’ por la guerrilla. La 
existencia de esta organización de Autodefensa y su origen fundado en la 
contrainsurgencia fue utilizado por parte de las AUC y especialmente por Carlos 
Castaño5, como parte de un discurso que intentaba articular y vincular a todos los 
bloques de esta organización con un pensamiento político concreto. Sin embargo, lo 
que queremos mostrar con este trabajo es la complejidad del paramilitarismo en 
Colombia, el cual tiene diversos orígenes y al mismo tiempo diferentes formas 
                                                 
4 Esta ley seria declarada inconstitucional en 1989, por el Presidente Virgilio Barco, dadas las 
múltiples demandas asociadas a la violación de Derechos Humanos. Los grupos que se 
fundaron bajo esta ley fueron denominados autodefensas ilegales, y “se tipifico como delito la 
promoción y participación en estos grupos”. (GONZALEZ, etal., 2002:60)  
 
5 “Por esos días, a finales de 1982, se dio la primera reunión de ganaderos, agricultores y 
comerciantes de la región. Cerca de doscientos cincuenta empresarios se organizaron para 
defenderse de los atropellos de la guerrilla. Con base en las imposiciones legales de 1965 y 
1968, que permitían a los ciudadanos portar armas con salvoconductos. El espíritu de la ley 
pretendía que los ciudadanos se organizaran y cuidaran sus predios con colaboración de las 
fuerzas armadas. Como era algo legal, surgió la primera asociación de autodefensa colectiva. 
ACDEGAM…Las FARC nunca se imaginaron que esta agremiación de damnificados de la 
guerrilla se convertiría en el cimiento de las autodefensas. De calcularlo nos habrían aplastado” 
(ARANGUREN, 2001: 96). 
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evolutivas y que por tanto las AUC no son  ni el origen ni el culmen del proceso sino 
una parte de este.  
 
La asociación ACDEGAM se había planteado no solo desarrollar actividades militares 
sino también comenzó a ‘modernizar’ la región, construyendo escuelas, centros de 
atención básica, y  consolidando un parque automotor de gran escala financiado por 
dineros del narcotráfico (Ibídem: 96; MEDINA, 1990). Bajo la dirección de Pablo 
Guarín, el ACDEGAM alcanzó a llegar a la Cámara de representantes y a trazar los 
primeros argumentos políticos de las autodefensas, el derecho a la seguridad y la 
invocación de las leyes que permitiesen que civiles armados retomaran el control 
militar de sus zonas. 
 
Estas proyecciones políticas de las autodefensas estaban acompañadas también de 
un crecimiento en el poder militar. El ACDEGAM, no solo adoctrinaba a la población 
sino que la convertía en parte indivisible de una organizada estructura militar, en 
donde los civiles constituían una especie de red de informantes para las 
organizaciones paramilitares, cuando estas emprendían acciones contraguerrillas 
(MEDINA, 1990).  
 
Estos grupos fueron entrenados en la estrategia de atacar bases sociales ciudadanas; 
las primeras masacres o limpiezas sociales y la eliminación de presuntos miembros 
civiles de las guerrillas, les merecieron múltiples denuncias por violaciones al Derecho 
Internacional Humanitario y a los Derechos Humanos. En la actualidad varios militares 
están sindicados de promover estas actividades, tal es el caso del general Faruck 
Yanine Díaz o de Oscar de Jesús Echandia Sánchez alcalde militar de Puerto Boyacá 
en 1984 (El Tiempo, 24 de Agosto de 2007, y 16 de Diciembre de 2006).  
 
La experiencia paramilitar en  Córdoba y Urabá, tiene matices similares al proceso del 
Magdalena Medio, con una diferencia sustancial y es que las organizaciones que 
actúan en esta región son las que “colonizan” otros territorios del país, un ejemplo 
claro de este fenómeno se puede ver con el proceso de “venta de bloques”6 y 
particularmente con el Bloque Central Bolívar que ocupo territorios en Putumayo, 
Caquetá, Vichada y Sur de Bolívar con combatientes originarios de Córdoba y Urabá, 
y también con la expansión de las ACCU (Autodefensas Campesinas de Córdoba y 
Urabá) hacia los departamentos del Casanare, Arauca y Norte de Santander, en 
                                                 
6 Para ampliar la información al respecto ver el capitulo 1. 
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donde el modelo paramilitar corresponde básicamente con ejércitos de ocupación a 
diferencia de nuestro estudio de caso, en donde el poder paramilitar se constituye a 
través de la creación de ordenes sociales y de la vinculación al proyecto paramilitar de 
diversas actividades sociales regionales regulándolas con el uso sistemático de la 
violencia (ROMERO, 2003: 123).     
 
Igual que en la zona del Magdalena Medio, las sabanas de Córdoba, eran territorios 
con un especial crecimiento económico y con problemáticas generalizadas 
principalemnte por la tenencia de la tierra y las experiencias de tomas de predios y de 
una posterior contrarreforma agraria, en donde los grandes propietarios invierten en la 
seguridad, la ampliación de sus predios y la tecnificación de sus actividades 
económicas. Este ambiente fue propicio para la guerrilla del EPL, que comenzó a 
financiarse por medios como el secuestro y el impuesto obligatorio, lo que generó el 
repudio hacia estas actividades ilegales y la consecuente decisión de buscar 
mecanismos de protección (ROMERO, 2003). 
 
En este caso particular existe un componente de tipo político en el surgimiento de las 
organizaciones paramilitares, las elites cordobesas se sentían traicionadas por el 
Estado ya que este había iniciado diálogos y permitido algunas amnistías a la guerrilla 
del EPL. El campo político hegemónico de las elites se vio de cierta manera 
amenazado y sumado a esto, el secuestro y la extorsión serian los detonantes para 
buscar la recuperación del orden social. La seguridad pasó a ser la preocupación 
primordial de esas elites en la cúspide de ese orden regional amenazado por la 
movilización de campesinos sin tierra y desempleados, las vías de hecho y la 
trasgresión social, además de la acumulación de poder armado de la guerrilla. La 
recuperación del orden empezó a ser la prioridad de esos grupos sociales intimidados, 
y además, casi la única respuesta a esas demandas por la justicia social (ROMERO, 
2003: 123). 
 
La incursión del narcotráfico marcaria una etapa que se caracteriza por la compra de 
propiedades, el establecimiento de centros de control del narcotráfico y la vinculación 
de estos, especialmente de Rodríguez Gacha y de Pablo Escobar al proceso de las 
autodefensas, lo que determina un cambio cualitativo de estas organizaciones, en 
tanto cuentan con una vasta financiación que se expresa en el crecimiento de los 
ejércitos, la dotación con armamento más sofisticado y una nueva resignificación de la 
lealtad y de las practicas del grupo que se enfocaban en salvaguardar los intereses de 
los narcotraficantes  (GUTIERREZ & BARON, 2006: 275).  




Se dio entonces un proceso de subordinación en que estos ejércitos quedaban bajo el 
mando de operación de los grupos de narcotraficantes, lo que les da otro carácter más 
allá de su pretendida función de autodefensas civiles amparadas por la ley, para ser 
ejércitos privados que controlaban los territorios y los intereses económicos y políticos 
propios del narcotráfico. Esta subordinación es explicada claramente por el profesor 
Gustavo Duncan:  
[Es] un rasgo particular de los grupos paramilitares, su subordinación 
inicial a los empresarios del narcotráfico de las grandes ciudades. El 
grupo paramilitar quizás más representativo de la década del ochenta, 
las autodefensas del Magdalena Medio de Henry Pérez y Pablo Guarín, 
no pudo mantener por mucho tiempo su proyecto contra-insurgente libre 
de la influencia de Rodríguez Gacha y de Pablo Escobar, quienes 
habían encontrado en la región un terreno propicio para refugiarse y 
dirigir sus transacciones criminales y su guerra contra el Estado… el 
volumen del dinero que provenía de las ciudades inclinó la balanza a 
favor de los empresarios urbanos, quienes reclutaron a los grupos 
paramilitares para cuidar las tierras que habían adquirido en las zonas 
rurales, para protegerse del acoso de las guerrillas y para satisfacer la 
demanda de violencia que implicaba el negocio (DUNCAN, 2005:46).  
 
Los grupos armados habían logrado imponerse pero a costo de su carácter político de 
autodefensa. Su horizonte político había desaparecido ya que solo eran subsidiarios 
del narcotráfico y de sus intereses, cada vez mas marcados por la competencia 
económica, la guerra contra el Estado y los grupos subversivos. El desdibujamiento de 
los argumentos políticos que incluían un elaborado discurso sobre la “autodefensa”, el 
derecho a la seguridad y el ejercicio pleno de la ciudadanía, contrasta con las 
reiteradas acciones que violan los derechos humanos y con el uso sistemático de la 
violencia y el terror.  
 
Las grandes organizaciones se desarticulan y comienzan una serie de negocios 
menos visibles, pero no por esto menos importantes. Se acaban las centralidades 
jerárquicas encabezadas por los capos, y comienzan ‘trayectorias empresariales 
delictivas’ mas individualizadas, que dan como resultado más organizaciones, más 
áreas de cultivo, mas confrontación entre grupos delictivos, mas procesos de 
enclasamiento y mas irrupción en las políticas locales, apoyados en el uso de la 
coerción. Esto determina la extensión del fenómeno por todo el territorio nacional y el 
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correlato entre narcotráfico y paramilitarismo en Colombia, el origen del fenómeno que 
Duncan describe como “Los señores de la guerra”  y donde aparece Ramiro Vanoy 
Murillo, jefe del Bloque Mineros de las AUC y protagonista en los procesos violentos 
del Bajo Cauca desde finales de la década del 90 (DUNCAN, 2006).  
 
Esta caracterización del fenómeno paramilitar es bastante acertada en tanto Duncan 
parte de la forma en que se consolida el poder en las regiones, a través de la 
regulación de la economía del narcotráfico, el control sobre redes políticas por medio 
del clientelismo, el control electoral local y la infiltración a nivel central de instituciones 
del Estado y el establecimiento de formas locales de administración de la justicia 
(Ibíd.).  
 
Estos elementos característicos de los señores de la guerra conjugan los fundamentos 
claves en el análisis de un proceso regional o de una organización particular, los 
cuales surgen de los procesos que hemos descrito en el Magdalena medio y Córdoba 
y Urabá. De esta matriz surgen las características que definen a las demás 
organizaciones paramilitares en el país y su máxima expresión representada en las 
Autodefensas Unidas de Colombia, el intento confederativo de alcance nacional y del 
que terminaron haciendo parte las principales figuras de la alianza narcotráfico-
paramilitarismo como los hermanos Castaño, Don Berna, Salvatore Mancuso, Carlos 
Mario Jiménez, Ramiro Vanoy, entre otros. Una desafortunada pléyade que definiría la 
consolidación y la crisis del paramilitarismo en Colombia, pero sobre todo la que 
representaría la exacerbación de los métodos violentos, los años más brutales del 
conflicto y sobre todo las secuelas de los actuales procesos violentos en el país.   
 
Este corto recorrido por dos procesos que marcan la historia del paramilitarismo, 
permite identificar las características que definen la manera en que el fenómeno 
paramilitar se desarrolla a nivel regional. Sin embargo, hemos visto que este tipo de 
acercamientos aunque nos brindan suficientes elementos de análisis sobre el contexto 
general, resultan insuficientes para ver las complejidades del proceso a nivel local y 
regional. En este caso hemos visto que el poder paramilitar se basa en el control de 
las economías y los procesos políticos a través del uso de la violencia y de prácticas 
como el clientelismo y las dinámicas organizacionales en donde el paramilitarismo 
tiene complejas redes que controlan todas las actividades de la vida social. Son estas 
instancias de la vida social las que deben ser estudiadas ya que nos permiten conocer 
la manera en que se dan procesos de desarticulación del tejido social por medio de la 
violencia, la reconstrucción de la vida cotidiana, las re acomodaciones de las prácticas, 
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las vinculaciones y sobre todo las resistencias que surgen en entornos dominados por 
actores armados.  
 
Además lo más importante no es conocer el fenómeno del paramilitarismo dentro de 
unas dimensiones generales sino la posibilidad de ver en profundidad la manera en 
que operan formas de dominación establecidas por éste y especialmente las 
relaciones que las personas establecen entre sí y con el poder de facto de una 
organización armada que cuenta con estrategias de violencia fundadas en el 
exterminio, es decir es posible ver la cotidianidad y el impacto de dichos ordenes 
sociales en diferentes capas de la población que vive bajo el dominio paramilitar.   
 
En este trabajo nos proponemos aportar al estudio del proceso paramilitar en 
Colombia desde el análisis de la incidencia de una organización en un sector 
particular, el caso del Bloque Mineros en el Bajo Cauca y especialmente el municipio 
de Tarazá, en el departamento de Antioquia entre 1997 y el 2010. Allí se conjugan los 
factores de dominación que hemos visto durante esta introducción, y en tanto es una 
zona estratégica en la confrontación armada y el control del narcotráfico esta se 
reviste de unas características especiales. En esta región minera, que se ha 
desarrollado de manera periférica y que paradójicamente, a pesar de ser una de las 
primeras regiones en soportar oleadas colonizadoras desde el siglo XVI es 
actualmente una zona no integrada al conjunto del Estado (GARCIA, 1994), se han 
dado procesos de violencia de grandes dimensiones, dado que ha sido el foco de 
desarrollo de organizaciones armadas como el ELN, las FARC, y los paramilitares, y 
es considerada un “santuario de inmunidad”, un lugar en el que las facciones armadas 
se garantizaban control social hegemónico y total (DUNCAN, 2006: 316). 
Consideraciones metodológicas 
 
La situación actual del Bajo Cauca y en general de otras latitudes del país, se 
caracteriza por una aguda ola de violencia, el asesinato de líderes comunales7, 
campesinos y ex combatientes (El Colombiano 10 de Diciembre de 2010, Revista 
Semana 23 de Mayo de 2009). Esto dificultó el desarrollo de este trabajo dado que 
durante los años 2009 y 2010 el Bajo Cauca ha sido un foco de violencia de grandes 
dimensiones en el país. Me había propuesto desarrollar una temporada de trabajo de 
campo  en el municipio de Tarazá en el mes de Agosto de 2010, que tenía por objetivo 
                                                 
7 El 2 de Julio de 2009 fue asesinado José Antonio Betancur López miembro de la Asociación 
Campesina del Bajo Cauca  y el 2 de Junio Joaquín Emilio García Lopera líder de la Asociación 
de Victimas del Bloque Mineros, los hechos fueron atribuidos a “Los Paisas”.  
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indagar sobre la historia del paramilitarismo con las autoridades civiles y militares, las 
Asociaciones Campesinas y los ex combatientes. Sin embargo, esta tuvo que 
cancelarse por los graves problemas de seguridad que se vivían en el municipio, así 
que funcionarios de la Asesoría de Paz de la Gobernación de Antioquia, quienes 
apoyaron mi iniciativa investigativa, me recomendaron no ir sin su compañía. 
 
Además, el Alcalde elegido para el periodo 2008-2011, Miguel Ángel Gómez, fue 
capturado por vínculos con Ramiro Vanoy el 12 de noviembre de 2008 (Semana, 13 
de Noviembre de 2008), dejando encargado al señor Carlos Mario Cuartas quien 
ejerció hasta el 10 de Noviembre de 2010  cuando fue designado como nuevo alcalde 
Yuan Andrés Restrepo Obando (Alcaldía de Tarazá, 10 de noviembre de 2010). Esta 
situación dentro de la Alcaldía impidió que hubiese una relación para la realización de 
una entrevista con algún funcionario de esta entidad. La imposibilidad para visitar la 
región impidió también el vínculo con los campesinos y mineros de la región y con 
alguna asociación de víctimas, ya que sus residencias estaban en el municipio.  
 
En vista de esto tuve que recurrir a la revisión de prensa y a la realización de varias 
entrevistas y conversaciones con tres ex combatientes desmovilizados del Bloque 
Mineros. Esto evidentemente le da un enfoque particular al trabajo ya que se basa en 
la percepción, descripción y conocimiento que de la zona tienen los ex combatientes. 
Sus testimonios nos permiten acercarnos al funcionamiento de la organización armada 
y la manera en que concebían e imponían su orden social. Los testimonios de los ex 
combatientes nos permiten tener referentes sobre el periodo de tiempo estudiado 
(1997-2010), con lo cual contamos con una mirada sobre el origen, consolidación y 
crisis del paramilitarismo, además de ver el proceso de reintegración, sus retos y 
posibilidades.  
 
Las entrevistas se realizaron a 3 hombres que estuvieron en el Bloque entre 3 y 5 
años, quienes eran combatientes “rasos”, es decir hombres armados que no tenían 
distinción ni jerarquía dentro de la organización y cuyas funciones se extendían a 
acciones de confrontación, control territorial y vigilancia. Conocer por dentro una 
estructura armada y sus dinámicas también propone retos investigativos interesantes, 
en este caso conocemos la experiencia de los hombres, desafortunadamente no 
conocemos en este trabajo la experiencia de las mujeres8, pero si la narrativa de los 
                                                 
8 El trabajo desarrollado por María Jimena López León “Las Mujeres imaginadas de la guerra: 
narraciones de Excombatientes paramilitares sobre las mujeres y el conflicto Armado” (2009) 
analiza en profundidad la manera en que dentro de las narraciones de los hombres de las AUC 
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hombres sobre estas, lo que devela también aspectos sobre la dominación y las 
implicaciones de la diferencia sexual dentro de la organización armada y la regulación 
del orden social de la población. 
 
 Sin embargo, este tema será objeto de futuros trabajos, dado que aquí nuestro 
principal foco esta en dar cuenta de elementos generales de la organización armada y 
sobre todo de cómo desde las dinámicas regionales es posible analizar el 
paramilitarismo y la manera en que este fenómeno vincula a la población a un 
proyecto fundado en economías ilegales, control político y la construcción de un 
Estado regional.  
 
 
Tabla 1 Excombatientes entrevistados.9 






Freddy 33 2001 Zaragoza 5 
Pedro 35 2001 Tarazá 5 
Miguel 29 2003 Caucasia 3 
 
Sin embargo, este proceso muestra la dificultad de desarrollar un trabajo sobre el 
paramilitarismo en las regiones del país en el marco de una violencia vigente. Los 
riesgos se manifiestan de diferentes maneras, tanto así que incluso fui advertido por 
uno de los ex combatientes: “usted ni llega al pueblo, la cosa esta muy caliente por 
allá, se baja del bus de una lo cogen, a preguntarle, aunque de pronto ya sabrán quien 
es y a qué va, lo único que quedaría suyo serian los zapatos (esto último en tono de 
chiste)”, lo que me permitía pensar en la permanencia de elaboradas redes de 
inteligencia que se mantenían desde la época de Vanoy de la cual este se jactaba: 
“Nosotros ya sabíamos que ustedes venían desde que salieron de Medellín” afirmo 
cuando un grupo de periodistas se dirigían a cubrir la desmovilización del Bloque 
Mineros (El Tiempo, 11 de Enero de 2006).  
 
                                                                                                                                               
se encuentra la manera en que operan formas de dominación contra las mujeres combatientes 
y de la población civil, como son imaginados sus cuerpos como territorios que pueden ser 
usurpados, y como se ciñen a regímenes y ordenes normativos (mujeres heterosexuales, 
madres, “civilizadas”) cuyas desviaciones son castigadas.   
9 Los nombres de los entrevistados fueron cambiados. 
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Que quedaran solo mis zapatos resultó ser un fuerte incentivo para seguirme 
preguntando por el proceso paramilitar en Tarazá, pero sobre todo por los retos que 
existen para desarrollar un trabajo sistemático desde las voces de la totalidad de las y 




En el Capitulo 1 nos encargaremos de argumentar la importancia de un trabajo 
enfocado en una región a través del análisis especifico del origen y la consolidación 
del paramilitarismo en el municipio de Tarazá en el Bajo Cauca Antioqueño, aquí 
respondemos a las preguntas fundamentales del trabajo: ¿Por qué Tarazá? ¿Por qué 
desde 1997?, para mostrar la importancia de Tarazá y el Bajo Cauca en la 
consolidación del paramilitarismo en Colombia; en este capitulo analizaremos el caso 
particular del Bloque Mineros y la manera en que operó logrando el control de este 
municipio.  
 
En ese sentido, también señalaremos la dimensión económica del paramilitarismo y su 
incidencia en la vida social. El narcotráfico y la minería se constituyen como las dos 
principales fuentes de ingresos de los actores armados y al mismo tiempo crean redes 
en las cuales queda vinculada la población, nos interesa analizar este fenómeno y la 
manera en que las regulaciones económicas y la precariedad institucional y de 
oportunidades en regiones periféricas permiten el ingreso de jóvenes y personas de la 
comunidad a las lógicas de la violencia y de los actores armados.  
 
Esto nos lleva a uno de los temas centrales de este trabajo y que analizamos en el 
capítulo 2, en donde profundizamos en las implicaciones de estas relaciones entre la 
población de una región determinada y un actor armado que impone un régimen 
alentado por la violencia. Estas diversas relaciones son sumamente interesantes y su 
exploración nos lleva a ver el surgimiento de formas de resistencia frente al orden 
establecido por los “operadores armados” (URIBE 2002: 66), e incluso a fenómenos 
mucho más complejos de orden subjetivo en donde algunas personas comulgan 
profundamente con los órdenes establecidos por la violencia. Esto nos conduce a la 
pregunta sobre la forma en que se construye sociedad y Estado dentro de los 
márgenes de un territorio dominado por el poder paramilitar. ¿Qué tipo de vínculos se 
crean y como inciden estos en la definición de una estructura más grande que 
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determina los procesos políticos, las preferencias políticas, la inclusión perversa y las 
normas de la vida cotidiana?  
 
Finalmente analizamos la manera en que tras la desmovilización paramilitar entre el 
2003 y el 2006 surgen nuevas dinámicas que mantienen la violencia en la región con 
altos índices de desplazamiento forzado, reclutamiento y asesinatos. Nos parece 
adecuado aportar al debate sobre las nuevas organizaciones armadas conocidas 
como las Bandas criminales -BACRIM ¿Cuál es su relación con el paramilitarismo que 
se desmovilizó? ¿Hay transformaciones, cambios, continuidades? ¿Cuál es la 
situación actual del Bajo Cauca?  
 
Con el desarrollo de este trabajo deseo aportar a los estudios del paramilitarismo en 
Colombia, y a la necesidad de estudiar este fenómeno en sus manifestaciones 
regionales y locales, dado que es allí donde a fondo conocemos las dinámicas de la 
organización armada pero sobre todo su incidencia en la vida social, política y 
económica de una población particular, esto permite además acercarnos a la vida de 
millones de personas que viven de manera subrepticia de la realidad mediática, 
preguntarnos sobre lo que pasa en la periferia nos conduce a intentar comprender la 
complejidad del conflicto armado y sobre todo tras conocer la violencia y su forma de 
operar poder construir memorias y tejidos sociales transformadores hacia escenarios 
de paz y no repetición.    
 
 
CAPITULO 1. Los Espacios de la Violencia 
en Colombia: El Bajo Cauca Antioqueño 
como una experiencia. 
 
Colombia ha sido históricamente un escenario de acciones violentas. Su historia está 
ligada implícitamente a fenómenos violentos, la Violencia bipartidista, la confrontación 
armada de las organizaciones guerrilleras, el desarrollo del narcotráfico, la 
delincuencia organizada, el paramilitarismo. Pero ¿Qué sucede cuando tras una 
aparente consolidación de instituciones estatales y mecanismos democráticos, la 
violencia sigue siendo un determinante? Colombia es una paradoja. 
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Colombia ha sido el escenario de un conflicto armado que ha involucrado diferentes 
actores armados, sociales y políticos en los últimos 40 años, el paramilitarismo es 
parte de esta compleja red en que aparecen la insurgencia, el narcotráfico y la guerra 
contrainsurgente promovida por el Estado (Corte Suprema de Justicia 6 de Mayo de 
2011: 4), unida a  procesos de colonización tardíos, desarrollo institucional precario en 
las periferias y altos índices de pobreza. El conjunto de problemáticas ha constituido lo 
que llamamos “espacios de la violencia” en varias regiones del país. Las regiones se 
caracterizan por ser “contextos sociales globales” (GARCIA, 1993)  que se desarrollan 
como ‘comunidades imaginadas’10 articuladas a un contexto nacional pero que 
desarrollan narrativas y nociones de identidad basadas en su otredad a través de lo 
que caracteriza a la región en términos económicos, políticos y también por la 
estructura de dominación sexual y racial11 que se constituye en lo que Aníbal Quijano 
ha denominado como la “colonialidad del poder” (QUIJANO). 
 
Las regiones son dimensiones socio-espaciales dinámicas y dentro de ellas por sus 
particularidades se presentan conflictos, solidaridades y rupturas que surgen por la 
búsqueda del control sobre recursos sociales, económicos, políticos y culturales 
(GARCIA, 1993). Por esta razón y apoyados en esta definición de Clara Inés García, 
donde las regiones se constituyen como lugares donde se entrecruzan identidades, 
formaciones económicas y políticas y desarrollos precarios de la institucionalidad 
estatal y donde surgen además conflictos de diversa índole, hay algunas regiones que 
se constituyen como “espacios de la violencia” es decir donde por la acción de actores 
armados (Estado, guerrilla, paramilitares, crimen organizado) la violencia se convierte 
en un elemento recurrente para la solución de conflictos, la consolidación del poder y 
la regulación de la vida social. Estos espacios se caracterizan por tener altos índices 
de homicidios relacionados principalmente por la confrontación armada entre diversos 
actores, desplazamiento forzado de población, procesos de captura y reconfiguración 
                                                 
10 El concepto de amplia difusión en el estudio sobre las formaciones nacionales acuñado por 
Benedict Anderson (1991) explica como en el contexto de la modernidad el sentido de nación 
surge a través de vínculos y discursos que en que la nación se imagina como una comunidad 
soberana y limitada, reforzando a través de narrativas el origen, las costumbres y lo que hace 
que en determinado contexto una persona pertenezca a una nación (ANDERSON, 1991: 24).   
 
11 Un análisis de la incidencia de la raza y la etnicidad en la construcción de la nación 
colombiana puede verse en el trabajo del 2008 editado por Peter Wade y Mara Viveros titulado 
“Raza, etnicidad y sexualidades. Ciudadanía y multiculturalismo en América Latina” el cual da 
cuenta de la manera en que a través de la interseccionalidad entre sexo, sexualidades e 
identidades étnicas, se configuran formas de desigualdad y exclusión las cuales se naturalizan 
dando origen también a discursos sobre la nación fundados en lo masculino, lo blanco, lo 
católico, y lo heterosexual.   
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cooptada del Estado (GARAY, 2010: 218-220), y la regulación de la economía legal e 
ilegal por parte de un actor armado irregular.    
 
Esto nos conduce a la respuesta de una pregunta principal de este trabajo ¿Por qué 
sobre el Bajo Cauca y Tarazá? Porque esta región se ha constituido como un real 
espacio de la violencia, que históricamente ha sufrido las consecuencias de la 
violencia política (GONZALEZ, 2003) y el narcotráfico. Porque allí el fenómeno del 
paramilitarismo logró como en otros lugares del país consolidarse y constituirse 
regulando la vida social, controlando las dinámicas electorales y políticas y  creando 
una compleja  red de control económico que incluía de manera perversa a varias 
capas de la población. De esta manera pretendemos dar cuenta del proceso de 
consolidación de la hegemonía paramilitar en Tarazá desde 1997 año en que se 
concreta la federación paramilitar de las AUC.  
 
Las AUC aparecen como una organización que aparentaba estar plenamente 
estructurada y con líneas de jerarquía definidas y que se mostrarían durante el 
proceso de negociación y desmovilización como una unidad; una organización que 
agrupaba a una diversidad de bloques que existían bajo la directriz de la 
contrainsurgencia, la legítima autodefensa y la coordinación entre comandantes y 
bloques, en ultimas como un proyecto nacional. Sin embargo esta “directriz” resulta ser 
mas una narrativa y no un pensamiento político concreto. La contrainsurgencia del 
discurso de nacimiento de las AUC, es producto de ingentes esfuerzos por la 
legitimidad y se puede ver con claridad en lo que expresan algunos comandantes, 
quizá los más representativos que comienzan a enunciarse a sí mismos como “el 
tercer actor”12 en el conflicto, con un interés de reconocimiento político, dadas las 
dimensiones que habían alcanzado en el control social y político de varias regiones del 
país.  
 
La noción de confederación que se da a la naciente agrupación, permite mostrar las 
patentes diferencias regionales de la consolidación y evolución del paramilitarismo en 
Colombia: “Agrupar a los diferentes frentes de autodefensas dentro de un movimiento 
                                                 
12 Es de anotar que el hecho de que se enunciaran como el ‘tercer actor’ esta directamente 
conectado  con las relaciones que en este momento estaban teniendo el Estado con las FARC-
EP, en los primeros encuentros de negociación de un proceso de paz, en este se le estaba 
dando un reconocimiento a la guerrilla como actor político, lo que les permitía tener cierto 
estatus y espacios políticos que representaban una cierta ganancia. Ahora bien, es en esta 
medida en que la naciente organización AUC ve la necesidad de legitimar y alcanzar el mismo 
reconocimiento para su proyecto político y militar. (Duncan, 2006) ( Gardeazabal, 2005) 
(Romero, 2003). 
El Proceso Paramilitar en Tarazá y el Bajo Cauca Antioqueño, 1997-2010. 26 
 
 
nacional con el nombre de Autodefensas Unidas de Colombia, integrado por las 
Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) con sus 20 frentes 
establecidos en la zona norte del país; las Autodefensas de los Llanos orientales que 
operan en el sur del país, las Autodefensas de Ramón Isaza y las Autodefensas de 
Puerto Boyacá que operan en el Magdalena Medio […] Definir a las Autodefensas 
Unidas de Colombia como un Movimiento Político-Militar de carácter antisubversivo en 
ejercicio del uso del derecho a la legítima defensa, que reclama transformaciones del 
Estado, pero no atenta contra él. ” (Constitución de las AUC 1997, 1). 
 
Cada una de estas estructuras estuvo conformada por una variedad de bloques y 
frentes independientes entre sí que tenían control militar y político sobre sus zonas de 
acción. Aparentemente todas las estructuras estaban adscritas al Estado Mayor 
Conjunto de las AUC, y según el Estatuto de Constitución de estas del año 1997, 
aunque tenían libertades en sus territorios, debían obedecer lineamientos de carácter 
político y estratégico emitidos por el mando central. 
   
Sin embargo y según lo ha dicho Salvatore Mancuso, “Las AUC una vez consolidadas, 
aproximadamente desde el año 99, eran una confederación de bloques o frentes que 
compartían una misma ideología, pero no una escala organizacional jerárquica” 
(MANCUSO, 2005). Las AUC buscaron constituirse como el eje central del 
paramilitarismo en el pais, pero las relaciones entre los diferentes grupos y 
organizaciones se caracterizaban principalmente por diferencias patentes sobre el 
territorio, la concepción de sus acciones y sobre todo por sus motivaciones. Así, “[…] 
cada vez que los grupos crecían en hombres, finanzas, territorios y poder militar, era 
imposible en la práctica imponer un mando sobre aquellos que se ganaban el control 
en la guerra a costa de sus propios esfuerzos bélicos” (Ibídem.). 
 
Las dinámicas regionales por tanto definían la naturaleza de los Bloques, sus 
posibilidades de incursión en el campo político, las alianzas con sectores de las 
fuerzas armadas, la confrontación con las guerrillas o con el Estado, el control de la 
economía legal e ilegal y los alcances de la regulación de la vida social. En el caso de 
Tarazá se cruza la historia de una región con un individuo y sus intereses. Veamos 
algunos aspectos de la región.    
 
El Bajo Cauca al igual que todo el departamento de Antioquia ha sido un foco regional 
de violencia. Mary Roldan explica en su libro del 2002 “A Sangre y Fuego: La Violencia 
en Antioquia 1946-1953” como las subregiones periféricas del Magdalena Medio, el 
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Urabá, el Bajo Cauca y el Suroeste del departamento de Antioquia fueron las más 
golpeadas por la violencia bipartidista y como se comienzan a gestar con este proceso 
oleadas de colonización y relaciones entre con el poder central que determinarían la 
forma del Estado en lo regional y la importancia de las diferencias entre estas regiones 
y el centro. Mary Roldan sienta las bases para comenzar a entender las dinámicas 
políticas y sociales de la violencia en las regiones de Antioquia, y es que las regiones 
han construido unas formas particulares del ejercicio político y del poder, es decir hay 
unas formas de hacer política y de participación vinculadas a elites locales; el Estado 
en lo regional se desarrolla de una manera distinta (ROLDAN, 2002).  
 
El Bajo Cauca (Ver Mapas 1 y 2) es una región estratégica conformada por los 
municipios de Caucasia, Cáceres, El Bagre, Nechí, Tarazá y Zaragoza, que limita con 
Córdoba y Sucre y es un corredor usado por la guerrilla y los paramilitares, tanto como 
zonas de retaguardia así como para los diferentes procesos de producción del 
narcotráfico (cultivo, procesamiento, producción y envío), por su cercanía con el Nudo 
de Paramillo y por su conexión directa con el Urabá antioqueño, así como por la 
facilidad de acceso al corredor de los Montes de María, y el Sur de Bolívar. 
 
Mapa 1. Subregiones de Antioquia 
 
 
Fuente: Gobernación de Antioquia. Mapa de subregiones departamento de Antioquia. 
Consultado en Internet: http://www.antioquia.gov.co/antioquia-
v1/organismos/planeacion/descargas/2011/sistemasdeindicadores/anuario2004/sitio_g
obernacion/anuario2004/mapas/indice-mapas.htm 





Nos centraremos en las dinámicas generales de la subregión y particularmente en el 
Municipio de Tarazá, ubicado al margen izquierdo del río del mismo nombre, fundado 
en el año de 1953 y ligado al restablecimiento de la minería del oro y las oleadas de 
población que vienen del interior de Antioquia, las sabanas de Córdoba y la Mojana 
Sucreña (GARCIA, 1994). Para el año 2009 se había establecido una población de 
36.682 habitantes, 21.016 ubicados en la cabecera urbana y 15.666 en la zona rural 
(DANE, 2009). El municipio está conformado por 4 corregimientos (Barro Blanco, La 
Caucana, El Doce y Puerto Antioquia) los cuales tienen fronteras abiertas con otros 
municipios y con otras regiones como el Úraba, el Nordeste y el Sur de Sucre y 
Córdoba, espacios en los cuales también se presentan complejos escenarios de 
conflicto,  espacios donde la violencia se retroalimenta a través de flujos de poder 
armado y de la regulación económica que este ejerce.       
 
 
Mapa 2. Municipios del Bajo Cauca 
 
 




El trabajo pionero de Clara Inés García sobre el Bajo Cauca (1994), muestra la 
manera en que una región se constituye en los márgenes tanto de las 
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representaciones como de la construcción del Estado y sus instituciones y las 
implicaciones de este proceso en el desarrollo de lazos colectivos en que se cruzan la 
identidad, las movilizaciones sociales y la estructuración económica. El Bajo Cauca 
como región presenta una paradoja fundacional, es una de las regiones coloniales 
más antiguas con ciudades y enclaves que datan del siglo XVI pero es al mismo 
tiempo una de las zonas de mas reciente colonización.  
 
Su pasado como una de las zonas mineras más importantes entre los siglos XVI y 
XVIII, centro de desarrollo colonial y una de las más ricas del país, contrasta con el 
posterior abandono mostrando una situación significativa del desarrollo de la región, la 
cual ha sido vista más que todo como una frontera extractiva, lo que caracteriza 
también su segunda génesis durante las décadas del 40 al 70, en donde se da una 
reactivación económica por la ganadería, las migraciones de campesinos del centro de 
Antioquia, de las sabanas de  Córdoba y Sucre y del Sur de Bolívar, y un nuevo auge 
minero que atraería flujos de población que se establecen en la región, comenzando a 
darse un proceso de crecimiento y concentración poblacional, al mismo tiempo que la 
aparición de elites que producen proyectos económicos y organizan estructuras 
clientelistas para participar en el desarrollo político de los municipios y su inserción al 
Estado (GARCIA, 1994).  
 
Durante la década del 70 aparecen en la región organizaciones guerrilleras, el ELN 
con el Frente Camilo Torres que influenciaba a los municipios mineros del nordeste, se 
retiraría tras recibir los sendos ataques de la Operación Anorí, las FARC y el EPL 
entrarían a la zona después de la crisis del ELN y finalmente durante la década de los 
años 80 las tres organizaciones arremeten contra la institucionalidad y contra algunas 
empresas mineras (ORTIZ, 1998: 88). Posteriormente a finales de la década del 90 se 
consolidan tras una fuerte confrontación organizaciones paramilitares vinculadas de 
lleno al narcotráfico, las cuales alcanzaron un vasto dominio territorial y de control 
social, fenómeno que incide de manera significativa en la manera en que se  da la 
inserción de la región a la dinámica económica y política del país.  
 
 
Dinámicas de la confrontación armada en Tarazá y el 
Bajo Cauca 1997-2007 
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En el informe sobre Desplazamiento Forzado en el año 2000 realizado por el Instituto 
de Estudios Regionales de la Universidad de Antioquia- INER- y por el Secretariado 
Nacional de Pastoral Social se han identificado entre los años 1985 y 1998 un total de 
250 acciones violentas cometidas por organizaciones armadas, asesinatos, 
secuestros, masacres, destrucción de infraestructura y robos. Estos fueron cometidos 
en su totalidad por las FARC, el ELN, el EPL y por la Coordinadora Guerrillera Simón 
Bolívar (INER, 2001: 48). 
 
Entre 1985 y 1992 la mayoría de acciones se caracterizan por ser incursiones a 
municipios como El Bagre, Zaragoza, Tarazá y una constante actividad de asaltos, 
emboscadas y asesinatos contra la fuerza pública, así como también secuestros, 
asesinatos de civiles y atentados contra infraestructura eléctrica y minas. Esta época 
muestra una ofensiva de alta intensidad por parte de las guerrillas y una baja 
intensidad de combates con las Fuerzas Armadas (Ibíd.: 23-25) 
 
Entre 1992 y 1998 se incrementan los combates con la Decimo Primera Brigada que 
opera en Córdoba y Sucre y con el Batallón Girardot de la Cuarta Brigada del Ejército 
(Ibíd.: 26-27), lo que marca una ofensiva por parte de las fuerzas armadas. Este 
informe del INER identifica el desplazamiento masivo de los corregimientos de El Doce 
y La Caucana en Tarazá de cerca de 500 personas principalmente por la acción de las 
guerrillas (Ibíd.: 64).  
 
Esto muestra una compleja situación, la presencia de grupos paramilitares, en un 
corredor que viene del sur de Córdoba, pasando por Caucasia hasta Tarazá 
ubicándose precisamente en estos los corregimientos de El Doce y La Caucana (Ibíd.: 
Ver mapas anexos). Esto encaja perfectamente en la zona de operaciones de los 
grupos liderados por Fidel Castaño y sus hermanos y que tenían influencia en los 
municipios de Valencia y Tierralta (Córdoba) (ROMERO, 2003; ARANGUREN, 2001). 
Aunque las propiedades de Castaño se centraban en Córdoba sus intereses buscaban 
la expansión hacia otras regiones, Bajo Cauca, Urabá, Medellín (Verdad Abierta: Perfil 
de Fidel Castaño).  
 
Sin embargo, el Bajo Cauca es controlado principalmente por las FARC y el ELN que 
tienen frentes y bloques consolidados que militarmente resultaban más poderosos que 
los grupos de Castaño. Es posible que la presencia paramilitar en la región a 
comienzos de la década del 90 obedeciera al control de cultivos y producción de coca, 
de los cuales la guerrilla cobraba impuestos. Sin embargo este factor seria el 
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detonante de una posterior confrontación por la ampliación de las zonas de cultivo y su 
control (AVILA, 2010: 2).     
 
La confrontación comienza en el año 2000, en el análisis que hace la Misión de 
Observación Electoral- MOE y la Corporación Nuevo Arcoíris (2010) sobre el caso 
especifico de Antioquia que se desarrolla sobre los años de 1997 y 2007, se 
demuestra que la confrontación armada y la disputa por territorios se focaliza en las 
regiones del Oriente, Urabá y Nordeste, con tasas que oscilan entre los 24 y 288 
homicidios por 100 mil habitantes en acciones de conflicto entre 1997 y el 2002. La 
región del Bajo Cauca tuvo tasas entre 5 y 10 civiles asesinados en el mismo periodo 
siendo los municipios de Caucasia, Zaragoza y El Bagre los más afectados. En el 
segundo periodo de análisis entre 2002 y 2007 la confrontación se agudiza y hay una 
evolución significativa en los homicidios de civiles en acciones de confrontación y los 
municipios más afectados fueron Tarazá y Cáceres con un promedio que oscila entre 
47 y 92 homicidios por cada 100 mil habitantes (MOE, 2010). 
 
La presencia de la guerrilla y su control sobre los municipios del Bajo Cauca se debilita 
y tras diversas confrontaciones y acciones por parte de organizaciones paramilitares. 
Entre 2002 y 2007,  los municipios de Tarazá, Cáceres, Nechí, Zaragoza y El Bagre 
fueron los focos de la confrontación y se sustituye el poder, la influencia y la presencia 
de la guerrilla por la hegemonía paramilitar. Según el informe de la MOE, en Caucasia 
la confrontación no se da en las mismas dimensiones pero prevalecen las 
organizaciones paramilitares. 
 
De este trabajo se puede inferir que los focos de confrontación en el departamento de 
Antioquia se concentran en Urabá, Oriente Antioqueño, Magdalena Medio y Nordeste, 
con tasas de homicidios relacionados con el conflicto que oscilan entre 92 y 1557 por 
cada 100 mil habitantes (Ibíd.).  
 
La consolidación militar del Bloque Mineros de las AUC 
 
La confrontación se haría patente tras la constitución de las AUC en 1997, aunque 
desde 1995 Ramiro Vanoy se establece en la zona, adquiriendo algunas propiedades 
y creando un ejército de cerca de 80 personas (Verdad Abierta: Perfil “Cuco” Vanoy). 
Por esta razón llama la atención que su “organización paramilitar” surja como un 
ejército vinculado a la protección del líder narcotraficante. El relato de “Freddy”, nos 
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muestra la evolución de esta organización: “el cuento es que el señor (Vanoy) le 
compra un Bloque a Vicente Castaño, un bloque son 300 personas con instrucción 
militar, armadas y listas a servirle a quien les pague… [¿Como mercenarios?]… Si, 
pero esos se encargaban también de reclutar gente y hacer la parte militar, 
entrenamientos, instrucción, inteligencia, y de organizar también la logística, y de ahí 
es que sale el Mineros, porque era una organización militar, pero también tenía 
milicianos o gente que hacia trabajo político, eso fue después… [¿En que año, más o 
menos fue eso de la compra del Bloque?]… Pues eso que yo sepa, porque entre 
después (2001) fue como en el 98, aunque ya había gente armada, o sea había gente 
que custodiaba al señor, como la guardia, y otros que uno veía por ahí en las fincas o 
que decían que estaban bien arriba donde habían cultivos cuidando” (Entrevista a 
Freddy, ex combatiente del Bloque Mineros, 2010).  
 
La compra de Bloques es un fenómeno hasta ahora poco estudiado en la literatura del 
paramilitarismo en Colombia, pero representa una parte importante del desarrollo de 
este, las referencias a compra de Bloques o franquicias son comunes en el análisis de 
la desmovilización.  
 
La compra de un Bloque es el ejemplo paradigmático del mercenarismo, un bloque es 
definido como una unidad de 300 o más personas armadas (ODDR, Junio 2009), 
aunque la cifra puede variar. La venta de Bloques corresponde con una lógica 
mercantil esclavista, ya que es básicamente vender “hombres armados”. Aunque 
también este fenómeno se reviste de complejidad y aunque los diferentes Bloques que 
se agruparon en las AUC tenían autonomía de operación se relacionaban entre sí para 
garantizar el funcionamiento y los beneficios del narcotráfico.  
 
“Freddy” habla de una venta de Bloque13, sin embargo Vanoy había constituido un 
grupo armado desde 1995. En otro testimonio “Pedro” dice que no fue como tal una 
compra de un Bloque sino una alianza entre la casa Castaño y Vanoy, donde 
                                                 
13 La venta de Bloques se ha mencionado en el caso de Miguel Arroyave y el Bloque Centauros 
que operó en Casanare, Boyacá y Bogotá, el cual estaría constituido en su mayoría por 
combatientes de la región de Córdoba y Urabá, el Bloque habría tenido un costo de 7 millones 
de dólares (PEREZ, 2007: 12). También es ilustrativa la llegada de los aviones desde Urabá en 
la masacre de Mapiripan en el departamento del  Meta, donde “Los Urabeños” (Con este 
nombre se conoció al grupo de combatientes que llegaron a ejecutar la masacre) junto con 
tropas de las Autodefensas Campesinas del Meta y Vichada entre el 15 y 20 de Julio de 1997  
cometieron dicha masacre en donde murieron 49 personas y la cual se constituyó en uno de 
los hechos públicos más significativos que inaugura la expansión paramilitar y la alianza entre 
este y agentes de la fuerza pública  (Verdad Abierta, 18 de agosto de 2010) 
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combatientes de las organizaciones lideradas por estos organizaban y consolidaban el 
poder paramilitar en la zona de Vanoy reclutando nuevos combatientes y 
enfrentándose al contrapoder establecido por la guerrilla, confrontación que tendría 
una razón práctica por el control de zonas de cultivo y de una zona estratégica para el 
desarrollo del narcotráfico, más que por una acción contrainsurgente14  (Entrevista a 
ex combatiente del Bloque Mineros, 2010).     
 
Vender “hombres armados” (aquí se ven distinciones de género en los combatientes) 
es parte de una confrontación totalmente deshumanizada y sin matices políticos, 
donde los combatientes son en sí cosas, productos y productores de la guerra y 
violencia, capaces de generar terror y establecer órdenes sociales a través de las 
prácticas militares como el exterminio y la administración de la justicia. No se venden 
hombres sino terror, cuerpos especializados para la administración del miedo, para la 
regulación de la violencia, la garantía del advenimiento de un control total sobre una 
población. En esta lógica, la subjetividad es borrada de las y los combatientes15, dado 
que estos encarnan la violencia que es la mercancía intercambiada, al ser sujetos que 
producen violencia, el mercado del conflicto armado colombiano los cosificaba y 
convertía a la violencia en un fetiche, producto de este fenómeno de “compra y venta” 
de Bloques  (TAUSSIG, 1995: 17).     
                                                 
14 Kalyvas  y Arjona (2005: 35-37), destacan que el surgimiento de organizaciones paramilitares  
contrainsurgentes se da por la falta de capacidad del estado para afrontar la amenaza 
insurgente en las periferias, recurriendo a la privatización de la violencia. Aunque la relación 
entre Estado y paramilitares parece estar marcada por la autonomía de estos últimos, durante 
la década de los 80 fue mas fuerte la injerencia de las fuerzas armadas en la constitución de 
estas organizaciones como en el caso del Magdalena Medio (MEDINA, 1990). Pero el 
fenómeno paramilitar por ejemplo como lo estudia Romero (2003) es también la expresión de 
las elites por la precariedad estatal, en un claro descontento de las elites con el estado, aunque 
este fuera apoyado después por miembros de la fuerza publica (MARTINEZ, 2005). Aunque el 
fenómeno tiene también una clara matriz estructural, no ha existido una diferencia factible entre 
paramilitarismo contrainsurgente y narcotráfico, como lo analiza García-Peña (2005) desde los 
gobiernos de Barco y Gaviria, los paramilitares son asumidos como agentes parte del 
narcotráfico, pero  al final reconoce como el marco jurídico ha evolucionado para reconocer 
ciertos rasgos específicos del narcotráfico en el curso del conflicto armado, sin embargo esto 
tiende a agrupar diversas expresiones armadas bajo una misma categoría, narcotraficantes o 
paramilitares, ¿contrainsurgencia o motivaciones puramente económicas? 
 
15 El fenómeno de la compra y venta es lo que borra las motivaciones subjetivas de cada ex 
combatiente, las razones de ingreso son otra parte del proceso paramilitar. El ingreso a una 
organización armada, como veremos en el capitulo 2, tenia matices  muy variados e iba desde 
el reclutamiento forzado de menores de edad, que es la práctica mas común, hasta el deseo y 
el goce por portar  un arma. Theidon y Betancourt (2006)  afirman que “Las principales razones 
de los ex combatientes de las autodefensas para ingresar en sus filas eran: 9%, por medio de 
un conocido; 7%, por vivir en una zona de dominio de los paras, donde “lo natural” se vuelve a 
hacer evidente; 4%, reclutado bajo fuerza o amenaza, y 7% indicó motivos económicos.” 
(THEIDON & BETANCOURT, 2006: 101).     




Sobre este fenómeno valdría la pena hacer una comparación con otro proceso de 
violencia que se desarrollo en el país y con el cual en un aspecto particular encuentro 
cierta similitud: la economía extractiva del caucho a comienzos del siglo XX en 
Colombia en la zona amazónica que se extiende del Putumayo al Caquetá y de este al 
Vaupés. 
 
Dentro de este proceso los capataces peruanos y colombianos encargados de 
“enganchar” a indígenas y campesinos a un ciclo extractivo en el cual pagaban una 
deuda con eternos cargamentos de caucho, contaban a su vez con “Los Chicos” o 
“The Boys” y con capataces de las comunidades negras de la Isla de Barbados traídos 
por comerciantes ingleses interesados en maximizar la extracción, estos eran sujetos 
que regulaban y administraban el miedo, el terror y la violencia, sujetos provenientes 
de las mismas comunidades, en el caso de Los Chicos eran jóvenes indígenas 
reclutados por los capataces y que eran entrenados para castigar a miembros de sus 
propias comunidades a través de diferentes métodos violentos, fenómeno que creo los 
que Taussig llama espacios del Terror y de la Muerte  (TAUSSIG, 1995). La relación 
con procesos actuales es que finalmente la paradoja es que en la mayoría de casos en 
las organizaciones paramilitares los que ejercen violencia contra una población en 
determinada región son a su vez parte de esta, movilizados por intereses distintos 
pero en el fondo con el mismo propósito, crear espacios del terror para regular la vida 
social.        
 
Otro proceso que debe ser tenido en cuenta para entender las dinámicas del Bajo 
Cauca es la compra de franquicias. Esta se entiende como la compra del nombre y el 
aval de pertenecer a la organización AUC y compartir con esta su aparente “vocación” 
contrainsurgente, su papel de tercer actor en el conflicto y la posibilidad de ganar 
beneficios penales durante el proceso de negociación y desmovilización que se dio 
entre 2003 y 2006 y que daría por resultado la Ley de Justicia y Paz. Esta se dio entre 
“narcotraficantes puros” que en busca de ajustar cuentas por delitos de narcotráfico 
verían que la ficción política de las AUC les brindaba dicha posibilidad, con cierto 
manto de impunidad (Cit-PAX, 2010).  
 
La compra de franquicias desdibujo cualquier diferencia entre narcotraficantes y 
paramilitares y no significaba únicamente que los ejércitos de sicarios utilizaran 
uniformes, estandartes y símbolos que los aproximaran a estructuras militares. Hay 
diferencias evidentes entre un ejército paramilitar y un escuadrón de sicarios, el control 
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sobre poblaciones, rutas y un territorio solo podrían lograrse con una organización 
armada de corte militar, una organización paramilitar, características que tenían en su 
mayoría los bloques y frentes que se desmovilizaron (DUNCAN, 2006).  
   
Ramiro Vanoy Murillo es el personaje principal en la consolidación y establecimiento 
del poder paramilitar en el municipio de Tarazá. Nace en el municipio de Yacopi en el 
occidente de Cundinamarca y estuvo vinculado al negocio de las esmeraldas en 
Boyacá. En la década de los 80 hace parte de la red del cartel de Medellín. No hay 
información muy concreta sobre sus acciones antes de 1995, sin embargo varias 
fuentes lo ubican como parte de la organización de los Pepes, de allí surgirían sus 
vínculos con la casa Castaño (Verdad Abierta, Ver Perfil “Cuco” Vanoy). 
 
Tras la muerte de Pablo Escobar, Vanoy se hace a varias propiedades en el municipio 
de Tarazá, región que a finales de la década de los 90 se convierte en uno de los 
principales centros de exportación de droga del país construyendo una infraestructura 
económica basada en amplias zonas de cultivo de coca, laboratorios de 
procesamiento, empaquetamiento y hasta aeropuertos ilegales o rutas de salida al 
mar, principalmente por el corredor del Urabá antioqueño y chocoano. También la 
regulación de diferentes personas involucradas en esta infraestructura, desde, 
campesinos encargados de los cultivos, los laboratorios y el transporte hasta los 
miembros de ejércitos que protegen el negocio criminal (DEA, 10 de Octubre de 2008).   
 
Vanoy había establecido una red con el narcotraficante colombiano establecido en 
México Alejandro Bernal Madrigal, miembro del cartel de Medellín y principal nodo 
entre este y el Cartel de Amado Carrillo. Tras la muerte de Carrillo en 1996 Bernal 
controlaría algunas de las rutas que este manejaba. Bernal fue capturado el 13 de 
octubre de 1999 en el curso de la Operación Milenio, de la cual se habría salvado el 
propio Vanoy (DEA, 30 Octubre 2001; Verdad Abierta). Los vínculos entre Vanoy y 
Bernal habrían permitido el ingreso de entre 20 y 30 toneladas de cocaína por mes 
entre 1998 y 1999 a Estados Unidos a través de México usando diferentes 
mecanismos como camiones contenedores, buques pesqueros y aeronaves. “Vanoy le 
alquilaba a Bernal una pista de la finca Ranchería, en Tarazá (Antioquia). Por viaje, 
Cuco recibía 30 millones de pesos y el 50 por ciento de las ganancias eran para 
Vicente Castaño” (Verdad Abierta, 29 de Mayo de 2009).  
 
Finalmente Vanoy sería extraditado a los Estados Unidos el 13 de Mayo de 2008 por 
la  acusación formal que una corte de La Florida había interpuesto contra él, en 1999, 
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por los delitos de “conspiración para distribuir cocaína, conspiración para importar 
cocaína hacia los Estados Unidos, y la conspiración de lavado de dinero” (DEA, 13 de 
Mayo de 2008). Sería condenado por el 10 de Octubre de 2008 a 24 años de cárcel 
(DEA, 10 de Octubre 2008) 
  
A Vanoy le fue imputada responsabilidad en 3.522 asesinatos y 328 hechos cometidos  
como amenazas, desaparición, reclutamiento de menores y secuestro. Sin embargo, 
por motivo de su extradición y posterior condena, Vanoy ha dejado de participar en los 
procesos de Justicia y Paz  (VERDAD ABIERTA, Perfil “Cuco” Vanoy), a pesar de que 
la cifra de crímenes de que se le responsabiliza siga aumentando y haya estado 
directamente comprometido en siete masacres cometidas en Medellín, Ituango, 
Tarazá, Cáceres, Valdivia y Peque en las que perdieron la vida 56 personas, entre 
1990 y 2002. También tiene responsabilidad en la muerte de 11 personas en 
masacres cometidas entre el 30 de noviembre de 2002 y el 28 de febrero de 2004 (El 
Colombiano, 24 de Enero de 2011). 
 
La trayectoria personal de Vanoy está marcada por el narcotráfico y por la brutal 
confrontación que surge de un proceso de expansión paramilitar del Bloque Mineros, 
el cual se añade como estructura de las AUC en 1998 (Entrevista a Freddy ex 
combatiente del Bloque Mineros), y que llegaría a tener influencia sobre los municipios 
de Tarazá, Ituango, Cáceres, Caucasia, Valdivia, Yarumal, Campamento, Anorí, 
Angostura, Carolina y Gómez Plata (Unidad Nacional de Fiscalías de Justicia y Paz, 
s.f.). Esta confrontación permitió por ejemplo que en Antioquia se registraran, entre 
1997 y 2007, 2.102 civiles muertos en eventos de conflicto y 53.118 homicidios. Esto 
según Avila “demuestra que el nivel de violencia asociada al crimen  producto de la 
delincuencia común fue significativamente mayor que  el de la violencia asociada al 
conflicto armado” (AVILA, 2010).  
 
Sin embargo, no habría que hacer una distinción radical entre la violencia producida 
por el conflicto y la delincuencia común, dado que estas actividades delincuenciales 
son producto del paramilitarismo. Esto muestra otra cara de la complejidad paramilitar, 
dado que su control económico no se basaba únicamente en la regulación del 
narcotráfico. Había una diversidad de actividades que demuestran la relación entre el 
paramilitarismo y la delincuencia común, como son el tráfico de armas, el tráfico de 
personas –especialmente mujeres-, el fleteo, el robo de vehículos, entre otros 
(RICHANI, 2003: 136).  
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El control del Bloque Mineros se da a través de esta arremetida en donde se lo
consolidar la organización paramilitar frente a las FARC y el ELN, estableciendo 
uno de los puntos críticos de confrontación en 
que sería tomada a sangre y fuego por las Autodefensas Campesinas del Magdalena 
Medio (Ibíd.). Este Bloque se define como una compleja estructura militar cuya cabeza 
era Vanoy. Desde 1998 es reconocido como parte de las Autodefensas Campesinas 
de Córdoba y Urabá y contaba al momento de su desmovilización con 4 frentes




El Bloque armado se desmovilizaría finalmente con 2.789 
testimonio de Freddy no todos eran propiamente combatientes: “había trabajo político, 
gente que se encargaba de en el pueblo montar negocios, ayudar a los problemas de 
la gente, era como el bloque político, hubo una ayuda a unos campesin
les daban mercados al mes, y de eso se encargaban varias personas con ayuda de 
comerciantes y eso lo dirigía directamente el señor Vanoy… [¿Pero, eran políticos de 
la región o digamos gente reclutada o combatientes?]… Pues trabajaba 
políticos porque eso servía
de logística, gente del bloque… [¿Ellos tenían armas o instrucción militar 
trabajaban en lo político
entrenamiento porque eso era lo primero al entrar, todos teníamos un entrenamiento, 
pero después se daban varias tareas, y los comandos 
daban mercados, ayudaban a la gente, de




Antioquia junto con la región del Oriente 
 de Justicia y Paz, s.f.: Diapositiva 14). 
 1. Organigrama Bloque Mineros 
personas
 también a veces para campañas, pero lo organizaba gente 
?]… la mayoría andaba armado, si algunos tenían 
políticos organizaban reuniones, 























. Según el 
os a los que se 
varía gente, si 
ó sólo 
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arreglar cosas del pueblo, incluso iba a haber cultivos de caucho y cacao y ahí se iba a 
beneficiar también campesinos” (Entrevista a Freddy, Ex combatiente del Bloque 
Mineros, 2010).  
 
Pedro muestra otra dinámica de esta situación: “políticos, si esos eran personas más 
que todo que andaban en el pueblo, no todos los comandos andábamos en el pueblo, 
allá iban cuando estaba el señor que iba con la fuerza de vigilancia, la seguridad de él, 
ahí en el pueblo había comandos que se encargaban de la logística, eso es de 
provisiones para los que estábamos en los corregimientos y la gente de inteligencia 
que veían por ahí vueltas raras, gente nueva… [¿Y que mas hacían, también 
ayudaban a la gente u organizaban reuniones?]… Sí, claro se hacían reuniones, que 
vea se va a hacer esto, que vea que no queremos que se vuelva a meter la guerrilla, 
cosas así, la gente llegaba también que aquel anda por ahí torcido, que este le pega a 
la mujer… [¿Y con esas situaciones que hacían, se castigaba a la gente o que 
pasaba?]… pues a veces, si claro que si se sabía que alguien era guerrillero o andaba 
por ahí con esas pues lo mataban, otra gente se amenazaba.” (Entrevista a Pedro, ex 
combatiente del Bloque Mineros, 2010).  
 
Lo que los ex combatientes llaman trabajo político muestra que tras la consolidación 
del Bloque Mineros, una organización paramilitar suele acompañar las acciones de 
violencia (asesinatos selectivos, confrontaciones armadas) con procesos de 
diversificación de las formas de control, lo que implicaba la multiplicidad de las 
actividades de los miembros de la organización armada.   
 
Los enfrentamientos entre las FARC y el Mineros se agudizan a partir del 2001 y se 
mantienen prácticamente hasta el momento de la desmovilización. Las Farc tendrían 
como zona de retaguardia el municipio de Ituango y la zona del Nordeste, pero los 
enfrentamientos también se daban con la Fuerza Pública lo que aumento procesos de 
desplazamiento y la retirada de las FARC, dado que la mayoría de acciones se 
llevaron a cabo contra sus estructuras armadas. Como lo ha identificado el 
Observatorio de Derechos Humanos de la Vicepresidencia “Entre 2001 y 2005, se 
llevaron a cabo 210 combates con un saldo de 276 integrantes de grupos al margen 
de la ley muertos. La mayor presión militar se ejerció contra las Farc con 116 
combates, en segundo lugar contra el ELN con 72 y en tercer lugar contra las 
autodefensas con 16”. (Observatorio de Derechos Humanos, 2006: 19). 
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A pesar de ganar terreno y alcanzar control territorial el Bloque Mineros mantuvo 
combate con las FARC hasta el 2005, generando una dinámica de confrontación muy 
alta incluso durante el proceso de negociación y el supuesto cese de hostilidades que 
habían acordado las AUC con el gobierno. “En 2003, se produjeron 6 enfrentamientos, 
entre los cuales se destaca por la magnitud que alcanza, el ocurrido en mayo, en el 
corregimiento La Caucana de Tarazá, sector El Chuscal, entre estructuras de las AUC 
y las Farc, arrojando como resultado 25 guerrilleros y 7 integrantes de las 
autodefensas muertos. En 2004, se registró un enfrentamiento en la vereda Santa Rita 
de Ituango, entre estructuras de las Farc y las AUC sin consecuencias. En 2005, se 
produjeron dos enfrentamientos, destacándose el que ocurrió en agosto en el 
corregimiento Liberia de Anorí, entre estructuras del bloque Central Bolívar y el ELN, 
resultando muertos 6 guerrilleros” (Observatorio de Derechos Humanos, 2006: 19). 
 
Sin embargo la consolidación del Bloque llego tras el uso de la violencia de manera 
sistemática, las confrontaciones armadas con facciones de Bloques y Frentes de las 
FARC, pero sobre todo por el componente primordial del poder paramilitar: la 
administración del terror y el miedo. Esto permitió unas fuertes dinámicas de expulsión 
de población y también altos índices de despojo de tierras, esta ultima dinámica 
atribuida totalmente a los paramilitares.   
 
En Antioquia, según la investigación de Alejandro Reyes, que recoge cifras sobre las 
dinámicas del despojo de tierras entre 1997 y 2007 se establece que las cinco 
regiones donde más afectadas fueron Oriente, Urabá, Occidente y Magdalena Medio y 
Bajo Cauca (2009: 239). El trabajo de Reyes establece que la expansión territorial 
paramilitar desde 1997 en diferentes regiones del país, tuvo como componente 
primordial el despojo de tierras a través de masacres, amenazas y asesinatos 
selectivos. El uso sistemático de la violencia permitió que en manos de los 
paramilitares quedaran millones de hectáreas por todo el país, las cuales fueron 
usadas en cultivos ilícitos, o proyectos económicos agroindustriales (Ibíd.).   
 
Tabla 2. Hectáreas de Tierra despojadas en Antioquia 










Bajo Cauca 9.978 
Magdalena Medio 14.030 
Total 97.463 
 
En los municipios del Bajo Cauca (REYES, 2009: 239) las cifras de tierras despojadas 
muestran también una alta tasa de hectáreas en los municipios en que operó el Bloque 
Mineros. Esto muestra también que con la confrontación armada, la organización 
paramilitar obtuvo un vasto control territorial que le permitió ampliar al mismo tiempo 
las fronteras del narcotráfico como veremos más adelante. Según CODHES el Bajo 
Cauca junto con el Sur del Chocó presentan las zonas con más hectáreas de tierras 
despojadas con cerca de 1.851.561, cifra acumulada entre 1980 y Julio de 2010 
(CODHES, 2010: 3). 
 
Tabla 3. Hectáreas despojadas en Municipios de la Subregión Bajo Cauca 









Desplazamiento Forzado en Antioquia y el Bajo Cauca 
Antioqueño 
 
Tras el proceso de despojo de tierras sobrevino la problemática del desplazamiento 
forzado, el cual hasta el día de hoy sigue afectado a la región. El conflicto en Antioquia 
ha hecho de este departamento el que más población ha expulsado en el país, 
principalmente por la violencia desatada durante el proceso de consolidación del 
paramilitarismo, el cual creo espacios de la violencia16 y el terror que incluso se 
                                                 
16 “Espacios de la violencia” en tanto sabemos que Antioquia ha tenido diferentes espirales de 
violencia, el trabajo de Mary Roldan sobre la Violencia entre 1946 y 1953 muestra la magnitud 
del ciclo de la violencia bipartidista donde murieron más de 200 mil personas. Posteriormente 
los ciclos asociados a la violencia que produjo el narcotráfico, la consolidación del 
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vuelven paradigmáticos cuando se trata este tema a nivel general, por ejemplo 
podemos pensar lo que representa el Urabá para la historia de la violencia en 
Colombia. 
 
Las dinámicas de desplazamiento forzado en Antioquia (Ver Tabla 3) están ligadas al 
desarrollo histórico de las organizaciones armadas y a ciclos de confrontación, por 
esta razón y como hemos venido afirmando hay una relación directa entre los años de 
mas expulsión de población con la expansión y la consolidación paramilitar, incluso 
con fenómenos muy puntuales como las masacres, de modo que en los años en que 
más se presentan, año 2000 con 79 y 2001 con 51 masacres, se presentan los picos 
más altos de registro de desplazamiento forzado (Observatorio de desplazamiento 
forzado interno en Antioquia, 2010: 11). 
 
Como explica Ávila (2010), el fenómeno paramilitar continua aun después del proceso 
de desmovilización, “entre los años 2006 y 2007 se observó un incremento de la 
violencia paramilitar, que pasó de 4.467 personas por 100.000 habitantes en riesgo 
por violencia paramilitar a 41.760”, lo que ha generado procesos de desplazamiento 
masivo.  
 
Tabla 4. Estadísticas de Población en Situación  de Desplazamiento Plenamente 
Identificada en el Departamento Diciembre De 2010 (DAPARD, Gobernación de 
Antioquia) 
                                                                                                                                               
paramilitarismo y la guerra contrainsurgente que involucraba al estado y a paramilitares,  contra 
las FARC y el ELN que se presentó en todas las subregiones de Antioquia  a nivel rural y 
urbano de la cual se pueden ver ejemplos en la Operación Orión en la Comuna 13 de Medellín, 































situación del desplazamiento es una realidad creciente en el Bajo Cauca Antioqueño 
(Ver Tabla 4), junto con el Oriente (55.532 personas), Urabá (81.605 personas) y Valle 
de Aburra17 (83.193 personas) ha sido desde 1997 una de las subregiones de 
Antioquia que mas expulsa población por causa de la violencia (Observatorio 
departamental de desplazamiento forzado interno, 2010). Como hemos visto desde el 
2008 se están presentando dinámicas ligadas especialmente al narcotráfico, en donde 
hay presión por parte de diferentes organizaciones armadas (guerrillas y bandas 
criminales) sobre sectores campesinos para el cultivo y procesamiento de coca, lo que 
ha permitido que el bajo cauca sea un foco importante del narcotráfico en el país. 
 
Tabla 5. Desplazamiento Forzado en el Bajo Cauca Antioqueño (1997-2011) 
(Datos del Observatorio de Desplazamiento Forzado Interno, 2011) 
                                                 
17 La situación que se desarrolla en Medellín y en algunos municipios como Bello e Itagüí en el 
Valle de Aburra, presenta unas características particulares ya que corresponden a procesos de 
desplazamiento intraurbano, es decir la gente se moviliza de una comuna o un barrio a otro y 
rara vez salen de la ciudad (Personería de Medellín, 2010). Estos desplazamientos se 
agudizaron durante el 2009 y comienzos del 2010 tras el desarrollo del conflicto entre dos 
sectores de la Oficina de Envigado y el proceso de dispersión y crecimiento en el campo de la 
criminalidad por parte de los “combos”, organizaciones que manejan el trafico de drogas y la 
delincuencia común (robos a vehículos, fleteo, sicariato) dentro de la ciudad.  
2010 14.459 
SUBREGIÓN MUNICIPIO MUJERES HOMBRES TOTALES 
BAJO CAUCA 
 
CÁCERES 973 942 1915 
CAUCASIA 2.399 1.988 4.387 












Particularmente el municipio de Tarazá (Ver Tabla 5) es junto con Caucasia y El Bagre 
los que tienen las tasas más altas de desplazamiento forzado en la subregión y sus 
altos picos concuerdan con las dinámicas generales de Antioquia y precisamente con 
la consolidación social y militar del Bloque Mineros.  
 
Ya hemos mostrado como hay indicios que vinculan el crecimiento de la población 
desplazada con aspectos concretos de violencia política. En el caso de la población 
expulsada de Tarazá, el año 2001 es significativamente el más alto lo que muestra las 
dimensiones de la confrontación armada. Además entre 2006 y 2009 se mantuvieron 
unas cifras elevadas por encima de las 1000 personas. La mayoría de las personas en 
situación de desplazamiento llegan al casco urbano del municipio y otras se movilizan 
hacia Córdoba, Sucre y la ciudad de Medellín (INER, 2010).  
 
Tabla 6. Histórico de población en situación de desplazamiento Municipio 
expulsor Tarazá 1998-2011 
 
Población en situación de desplazamiento en 
Tarazá 1998-2011 
(SIPOD, Registro Único de población desplazada, 
Acción Social de la Presidencia de la República) 
Año Número de personas Hogares 
1998 54 13 
1999 128 28 
2000 223 45 
2001 2.615 450 
2002 857 177 
2003 335 70 
2004 444 108 
2005 704 154 
2006 1.000 228 
EL BAGRE 1.615 1.407 3.022 
NECHÍ 387 382 769 
TARAZÁ 1.668 1.396 3.064 
ZARAGOZA 708 594 1.302 
TOTAL BAJO 
CAUCA   7.750 6.709 14.459 
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2007 1.089 288 
2008 1.225 297 
2009 1.786 468 
2010 667 196 
2011 31 13 
TOTAL 11.158 2.535 
 
 
Queremos llamar la atención sobre la manera en que tras la desmovilización del 
Bloque Mineros aun se mantienen unas altas tasas de desplazamiento forzado, ahora 
vinculadas al retorno y mas actividad de las guerrillas y a la confrontación entre 
bandas criminales, esto vuelve mucho mas complejo el escenario social del Bajo 
Cauca y de Tarazá, en tanto siguen existiendo formas de violencia que afectan la vida 
cotidiana, no solo en el marco del desplazamiento, sino también como vimos con la 
determinación de actividades agrícolas como el cultivo de coca y su procesamiento, 
así como también a maneras de vinculación de la población a las actividades 
criminales a través del reclutamiento forzado o en otros casos de promover y mantener 
incentivos “perversos”, es decir de vincular a la población a los mercados del 
narcotráfico.  
 
Una vez vistas las dimensiones del despojo y de los procesos de desplazamiento 
forzado, podemos ver como estos están ligados también con la expansión del Bloque y 
el poder que alcanzó en la regulación de la economía del narcotráfico, llevando al Bajo 
Cauca a ser una de las regiones del país en donde persisten de manera sistemática 
los cultivos ilícitos.  
 
 
Cultivos ilícitos, expansión territorial y afianzamiento 
del narcotráfico en el Bajo Cauca  
 
Es importante hacer una geografía de las regiones ocupadas y controladas por los 
paramilitares y la manera en que el Bajo Cauca se convirtió en una de las zonas 
estratégicas más importantes del país para el control del negocio del narcotráfico. Tras 
la consolidación en el Bajo Cauca del Bloque Mineros y del Bloque Central Bolívar 
desde el año 2001, y la expansión territorial de las Autodefensas Campesinas de 
Córdoba y Urabá (ACCU) en los departamentos de Sucre, Bolívar y Norte de 
Santander. 




 El Bajo Cauca se convierte en uno de los principales focos del negocio del 
narcotráfico, lo que se expresa en el crecimiento de las áreas de cultivo y el papel de 
Ramiro Vanoy como uno de los proveedores de cocaína mas importantes de las AUC, 
Según Mancuso, en versión desde los Estados Unidos, Vanoy proveía a las 
Autodefensas con 2 toneladas mensuales de cocaína, además allí como vimos 
existían pistas de aviones que transportaban la mercancía hacia México y era un 
corredor estratégico hacia rutas de salida en las costas de Córdoba y Sucre y por el 
Urabá Antioqueño (Verdad Abierta, 6 de Mayo de 2009).    
 
En el siguiente mapa se puede apreciar el lugar estratégico del Bajo Cauca y como fue 
parte de una estrella de producción y de corredores estratégicos para la producción y 
el envió de droga. En el Urabá operaba el Bloque Elmer Cárdenas, mientras las 
sabanas de Córdoba eran dominadas por las ACCU comandadas por Salvatore 
Mancuso, en el Sur de Bolívar tenia control el Bloque central Bolívar (Carlos Mario 
Jiménez) a través del Bloque Sur de Bolívar (Comandado por Julián Bolívar), en el 
Magdalena Medio las Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio, en Sucre el 
Bloque Héroes de los Montes de María (Comandado por Diego Vecino) y en Norte de 
Santander el Bloque Catatumbo (Comandado por Mancuso). Aunque es cierto que 
estos tenían completa autonomía de control regional la alianza les permitía ser una 






Mapa 3. Bajo Cauca, región estratégica 




Fuente: Sistema de Información Geográfica Instituto Agustin Codazzi (SIGAC). Mapa 
Físico Político de Colombia. Consultado en Línea. 
http://190.254.22.44/mapas_de_colombia/IGAC/Matis_Colombia.pdf. La elaboración 
de las rutas es nuestra. 
 
Aunque hay evidentes logros en materia de erradicación de cultivos en Colombia, es 
posible ver que en los años 2000 y 2001(Ver Tabla 6), en pleno desarrollo de la 
confrontación, se da el punto más alto de hectáreas cultivadas. Estas se concentran 
en su mayoría en el sur del país por el fortalecimiento y estrategia de las FARC  
(UNODC, 2010; Observatorio de Derechos Humanos, 2006, GONZALEZ, 2003). 
 



















Sin embargo, a partir del 2002 las hectáreas de cultivo se reducen significativamente, 
aunque hay un cambio trascendental y el sur oriente del país deja de ser la zona mas 
cultivada y las regiones del Pacifico (departamentos de Choco, Valle, Cauca y Nariño) 
y la región central (Norte de Santander, Antioquia, Sur de Bolívar) presentan amplias 
zonas de cultivo y se convierten en nuevas fronteras de la producción del narcotráfico.  
 
Es importante anotar que son zonas de control paramilitar y que a partir del año 2006, 
estas dos regiones superan altamente las zonas de cultivo de Meta y Guaviare  
(UNODC, 2010; MOE, 2010). Este proceso es conocido como el efecto globo, que se 
caracteriza por ser una “recomposición intrarregional de la producción”, pero esta vez 
a  nivel interno, mientras disminuye el cultivo en una región aparece en otra 
(PIZARRO, 2004). 
 
Tabla 8. Hectáreas de coca cultivadas por región en Colombia 2004-2009, 
(Sistema de Información sobre Cultivos Ilícitos, UNODC, 2010) 
Hectáreas Cultivadas por Región 
 
2004 2005 2006 2007 2008 2009 
Pacifico 15.789 17.633 18.807 25.960 29.917 25.167 
Central 15.081 15.632 12.131 20.953 18.731 16.127 
Meta-Guaviare 28.507 25.963 20.540 19.685 12.154 12.618 
Putumayo- 
Caquetá 10.888 13.951 17.221 21.131 13.961 9.076 
Orinoquia 6.250 9.709 6.829 9.334 3.621 3.557 
Amazonia 2.588 2.320 1.905 1.471 2.018 1.166 
Sierra Nevada 1.262 542 437 365 551 314 
TOTALES 82.369 87.755 79.876 100.906 82.961 70.034 
 
Esto implica que tras la desmovilización paramilitar, sus zonas de control entran  en un 
proceso de control por parte de organizaciones con intereses en el narcotráfico 
(Bandas Criminales) que controlan las zonas de ocupación paramilitar, las cuales se 
consolidan durante los años 2003 y 2006 cuando se llevaba a cabo el proceso de 
negociación y se desmovilizaron 37 Bloques paramilitares, que en su mayoría 
actuaban en el centro y norte del país.  Aunque ha habido una evidente disminución en 
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de las hectáreas cultivadas esto supone a la vez un problema, el narcotráfico sigue 
siendo un negocio rentable y eficiente ya que los precios de la coca aun se mantienen 
y aunque los narcos colombianos no participen de la distribución minorista, mantener 
la oferta mayorista sigue representando enormes ganancias, por esta razón se han 
dado múltiples confrontaciones como analizaremos en el capítulo 3. Se han dado 
procesos de fragmentación de la autoridad regional de los bloques paramilitares 
desmovilizados, por esta razón zonas como el Bajo Cauca son actualmente zonas de 
guerra, entre organizaciones armadas y zonas de movilización social por parte de 
campesinos que reclaman que ante el aumento de las aspersiones contra los cultivos 
ilícitos se han visto afectados sus cultivos legales, además buscan se les garanticen 
formas de subsistencia que les permitan aislarse de las lógicas del narcotráfico y que 
no sean criminalizados por parte de la fuerza pública. 
 
Tabla 9. Precios del kilogramo de Coca en Dólares (Sistema de Información 

















Esto se puede ver también en la dinámica de Tarazá, entre los años 2004 y 2007 las 
zonas de cultivo crecen en los corregimientos del municipio, el Bloque Mineros se 
desmoviliza en febrero de 2006, pero Vanoy solo se entrega a la justicia hasta 
noviembre de ese año (La W radio, 26 de Noviembre de 2006).  
 




















El Proceso Paramilitar en Tarazá y el Bajo Cauca Antioqueño, 1997-2010. 49 
 
 
Los testimonios de los ex combatientes apuntan a que durante esa época se 
organizaron proyectos productivos que fortalecerían el proceso de Reintegración. 
Como veremos más adelante esto funciono hasta el 2008 sin embargo, la situación de 
los ex combatientes, de la región y de sus habitantes sigue aun marcada por el 
desarrollo de un nuevo ciclo de violencia en la que están involucrados mandos medios 
del Bloque Mineros que han reconfigurado las redes de poder tras la extradición de 
Vanoy (Revista Semana, 17 de Julio de 2009). Así que los datos sobre Tarazá son 
bastante significativos ya que las áreas sembradas en el municipio durante el 2005 
representaban un 21,8 % del total del departamento, durante el 2006 un 17%, y 
durante el 2007 un 16,7%. Esto indica que el valor estratégico de la región continua 
siendo un gran incentivo para el desarrollo de organizaciones armadas, que además 
mantienen a cientos de campesinos vinculados al narcotráfico por medio de la 
coerción, como veremos en el capítulo 4.  
 
 
Tabla 10. Comparativo de hectáreas sembradas en Tarazá,  













El narcotráfico representa una óptima fuente de financiamiento para los actores 
armados no estatales, que en caso del Bajo Cauca contaron con la doble ventaja de 
que la producción y transformación de drogas ilegales se realiza en zonas de baja o 
nula presencia estatal y, a su turno, se trata de una producción dispersa con amplias 
zonas cultivo y numerosos laboratorios (PIZARRO, 2004).  
 
El narcotráfico en Colombia se transforma sustancialmente tras la desarticulación de 









2001 684 3.170 145.000 
2002 337 3.030 102.000 
2003 537 4.273 86.000 
2004 1.163 5.168 82.369 
2005 1.402 6.414 87.755 
2006 1.105 6.157 79.876 
2007 1.663 9.926 100.906 
2008 931 6.096 82.961 
2009 773 4.554 70.034 
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principalmente en los Estados Unidos (LOPEZ, 2007; GARAY & SALCEDO, 2011: 7). 
Actualmente las mafias colombianas controlan, la producción y la venta al por mayor 
de la cocaína estableciendo vínculos con otras organizaciones que controlan la 
distribución minorista y el ingreso de las drogas otros países. Es así como por ejemplo 
los carteles mexicanos se nutren de la producción colombiana y controlan en medio de 
una cruente lucha por le hegemonía, el mercado dentro de los Estados Unidos. 
 
Las relaciones transnacionales del narcotráfico han generado proyectos de 
“centralidad individual”, es decir que un individuo puede alcanzar a tener redes 
sociales ampliadas  a nivel político, policial y de distribución de drogas, lo que genera 
procesos de reconfiguración cooptada del Estado representada en control de una 
región y al mismo tiempo las posibilidades de mantenerse en el cada vez mas 
descentralizado negocio del narcotráfico (GARAY & SALCEDO, 2011: 24).     
 
Los paramilitares colombianos tenían como fundamento económico el narcotráfico 
(MEDINA, 2005), su expansión territorial permitió el control sobre toda la cadena 
productiva de la droga; sin embargo sus actividades económicas se extendían a 
diferentes sectores, proceso que también tiene que verse de manera regional dado 
que podían incidir en actividades económicas reguladas por el Estado o empresas 
privadas como la producción de hidrocarburos, la minería de metales y el banano; 
ofreciendo servicios de protección ó extorsionando.   
 
Medina Gallego analizó de manera general la economía paramilitar y propuso una 
serie de fuentes de financiación que muestran la complejidad del fenómeno y la 
diversidad de formas en que alcanzaron a penetrar las instituciones sociales y 
controlar las formas de tributación, lo monopolios y la vida social y económica de las 
regiones. 
 
Por una parte aparecen las fuentes de financiación tradicionales, estas se remiten a 
los orígenes del paramilitarismo y a situaciones en las que hay contribuciones 
voluntarias –pero que son también inducidas y obligadas- de la población y del Estado 
mismo. Contribuciones de propietarios, ganaderos y empresas privadas que asumen 
una especie de compromiso forzado para obtener protección y beneficios del proyecto 
paramilitar. 
 
Por otra parte están las fuentes institucionales de financiación, en donde se toman 
recursos de los poderes políticos locales, alcaldías y gobernaciones; esto se da a 
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través de la construcción de relaciones clientelistas con los y las políticas de las áreas 
de influencia paramilitar, lo que permite destinar cierta parte de los recursos públicos a 
las actividades paramilitares. 
 
Las fuentes gremiales y empresariales se basan en la extorsión a empresas agrícolas 
ó mineras, aunque hubo casos de empresas como la Chiquita Brands y la Drummond 
Ltda. que se vincularon con paramilitares con el fin de controlar las actividades 
sindicales y asesinar a varios líderes, así como en búsqueda de “servicios de vigilancia 
y seguridad” de terrenos ocupados por las empresas, pero que se encontraban 
también dentro de los intereses y el control territorial paramilitar (El País, 30 de Mayo 
de 2011; El Nuevo Herald, 16 de Marzo de 2011).  Las fuentes “proscritas”, definidas 
así por las AUC y especialmente por Carlos Castaño, eran aquellas que, según su 
criterio, no representaban el carácter de las AUC, pero que  paradójicamente eran las 
mas usadas y las que en realidad definían el carácter criminal de las organizaciones 
agrupadas bajo la estructura de las AUC. Esta forma de financiamiento se da por el 
control de negocios ilícitos como el contrabando y el robo de gasolina, la piratería, el 
narcotráfico y el secuestro, además de expropiación de bienes y tierras (MEDINA, 
2005).  
 
De hecho los paramilitares se convirtieron en empresarios, incursionando en la 
ganadería, la minería y la agricultura extensiva a través de mecanismos legales, por 
ejemplo, Carlos Mario Jiménez comandante del Bloque Central Bolívar habría  
conformado la empresa “Sociedad Minera Grifos” de extracción de oro en el Bajo 
Cauca y sur de Bolívar con permisos tramitados ante Ingeominas y Salvatore Mancuso 
extendería su empresa ganadera por las tierras despojadas en Córdoba (Verdad 
Abierta: perfil de Salvatore Mancuso; Verdad Abierta 2 de Septiembre de 2008).   
 
Ante la reveladora relación entre el narcotráfico y la expansión territorial paramilitar 
podríamos aportar al interrogante que sugiere el profesor Eduardo Pizarro (2004) 
sobre si el narcotráfico se ha convertido en una motivación de la guerra, mostrando 
que la experiencia del Bajo Cauca nos dice que en efecto la principal confrontación 
armada derivo en la extensión de las zonas de cultivo y el control rutas y la producción 
del narcotráfico, por tanto este representa una fuerte motivación para la extensión de 
los poderes territoriales de los paramilitares, como lo podemos advertir en el 
testimonio de Miguel: “[¿El Bloque dependía del narcotráfico?]... es que esa fue como 
la copa que lleno el vaso, porque de aquí salía droga para México y Estados Unidos, 
porque sino como cree que mantenía al bloque, con esa plata teníamos armas, de 
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todo, pero como la guerrilla tenía también cultivos, en Ituango, en Cáceres, y si cuando 
nos dimos con la guerrilla fue también por quitarle esas zonas…” (Entrevista a Miguel, 
ex combatiente del Bloque Mineros, 2010). 
 
El control del paramilitarismo en la minería ocurre primordialmente en las actividades 
ilegales, explotando minas que no son reguladas por el Estado y regulando también la 
pequeña y mediana minería, pero al mismo tiempo como en el caso de Carlos Mario 
Jiménez, estableciendo empresas legales que se beneficiaban del control armado y la 
explotación  mineral en la región.   
 
El control de la minería 
  
El paramilitarismo se acentúa en regiones donde existen características de un Estado 
fragmentado que no tiene control sobre los monopolios clásicos (violencia, tributación 
y justicia), lo que permite como lo han estudiado Duncan (2006) y Romero (2003), 
manifestaciones locales de actores armados que establecen ordenes que coexisten 
con el sistema democrático y el Estado, creando un autoritarismo que controla tanto lo 
legal como lo ilegal. El narcotráfico es el motor del conflicto, sin embargo en Colombia 
hemos presenciado el desarrollo de mercados y de economías de la violencia.  
 
Como vimos las organizaciones paramilitares fundamentalmente se concentraban en 
el negocio del narcotráfico de cuyas rentas deriva también el control sobre economías 
ilegales como el robo de autos, el tráfico de armas, y las actividades propias del 
crimen organizado. Sin embargo, las regiones controladas también eran epicentro de 
recursos naturales que no han sido explotados y no se encuentran dentro del sistema 
económico nacional. Minas de oro, de carbón, explotación maderera, representan para 
los paramilitares otras fuentes de financiamiento y se encuentran en las regiones 
periféricas, sin regulación estatal, lo que permite la emergencia de formas de 
explotación ilegales que son controladas por las organizaciones armadas. 
 
La minería en Colombia se ha convertido en parte fundamental del desarrollo 
económico del país, buscando que este sector genere alternativas para la inversión 
extranjera, el crecimiento del empleo y que junto a la explotación del petróleo y el 
carbón permitan un crecimiento económico superior al hasta ahora desarrollado 
(UPME, 2009). Sin embargo y como lo reconocen en la Unidad de Planeación Minero 
Energética- UPME,  “en las regiones la participación de los municipios en este tipo de 
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esfuerzos ha sido más discreta, seguramente por la debilidad que tiene en ese nivel la 
planeación del desarrollo económico y social” (Ibíd.). La debilidad de planeación se 
relaciona directamente con la débil presencia institucional y el desarrollo de las 
regiones de manera periférica como zonas de extracción más que como focos de 
desarrollo social y económico.  
 
Durante el gobierno de Uribe Vélez (2002-2010), las tierras entregadas a concesión 
minera pasaron de 1,13 millones a 8,53 millones de hectáreas (CODHES, 2010: 3). La 
mayoría se encuentran actualmente dentro de las zonas estratégicas del Plan de 
Consolidación Nacional, en donde se busca mayor presencia estatal a través de la 
fuerza pública y la articulación de la institucionalidad y la presencia estatal y la 
integración de dichas regiones a las dinámicas económicas nacionales:  
 
“La Consolidación Sostenible consiste en la armonización y sincronización de las 
acciones del Estado en el territorio en función de la dinámica de la recuperación de la 
seguridad territorial, que corresponde a la Fuerza Pública para neutralizar la amenaza  
contra la institucionalidad democrática; protección al ciudadano con el fin de garantizar 
el ejercicio pleno de sus derechos, que es responsabilidad de la Policía Nacional y el 
sistema judicial; y desarrollo económico, social, cultural e institucional, que 
corresponde a la acción integral del Estado para promover el desarrollo humano. Esta 
acción integrada del Estado se efectúa de forma secuencial en el tiempo y en el 
territorio” (Presidencia de la República, 2010: 9). 
 
Esta estrategia del Estado busca fortalecer la institucionalidad y obtener capacidades 
para regular las economías periféricas extractivas, la minería de metales y del oro en 
particular es apenas uno de los renglones económicos que entran en este proyecto 
económico. El plan de consolidación ha identificado regiones que por su situación de 
violencia y por su potencial extractivo deben ser prioritarias en la ejecución de dicho 
plan, estas son: 
 
• Nariño (Pacífico) 
• Cauca (Pacífico) 
• Valle (Pacífico) 
• Sur del Chocó (Pacífico) 
• Río Caguán 
• Macarena 
• Cordillera Central  
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• Oriente Antioqueño 
• Bajo Cauca 
• Sur de Córdoba 
• Montes de María 





Para el Bajo Cauca  se han propuesto unas metas especificas en este proceso de 
consolidación: “El proyecto tiene como  objetivo  alcanzar  una región libre de cultivos 
ilícitos como condición para el desarrollo social e institucional en un ambiente de 
legalidad, justicia y progreso. Los  componentes principales del proyecto incluyen: 
asistencia y seguridad alimentaria, proyectos productivos con  fortalecimiento de la 
organización campesina, acciones de clarificación de derechos de propiedad y 
titulación de tierra, así como fortalecimiento de la institucionalidad pública” (Ibíd.: 27). 
 
El avance de la consolidación en la región se ha centrado en el combate contra los 
cultivos ilícitos, mostrando hasta ahora los siguientes resultados, aunque en la región 
persistan otros graves problemas como la presencia de actores armados y la 
regulación por parte de estos de la economía de la pequeña minería (Ibíd.: 28): 
 
• 108 veredas certificadas libres de cultivos ilícitos.  
• 9.300 hectáreas erradicas y/o asperjadas; 2010 proyección erradicación y 
territorios libres de ilícitos en Bajo Cauca, 60 nuevos grupos de erradicación 
manual. 
  
Estas son zonas periféricas, regiones que se han desarrollado con la violencia, el 
clientelismo y el control armado. Es fácil identificar que estas regiones se caracterizan 
por sus complejas dinámicas violentas, altas tasas de criminalidad, la presencia de 
organizaciones armadas y en algunos casos como en el Bajo Cauca, el Catatumbo, la 
Sierra Nevada de Santa Marta, el Putumayo y la cuenca pacifica, están afectadas por 
la presencia de cultivos ilícitos. Pero a su vez son potenciales zonas de extracción de 
maderas, hidrocarburos, carbón, metales y amplias zonas que permitirían el desarrollo 
de agricultura extensiva.  
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Esta situación puede ser analizada bajo la luz de los estudios sobre los “Estados 
rentistas”, en donde se busca establecer una relación entre el desarrollo de conflictos 
armados en zonas de amplia riqueza natural. Habrían dos premisas fundamentales 
para el desarrollo de conflictos en estados dependientes de rentas obtenidas por 
riquezas naturales, por una parte se desarrolla un desequilibrio entre jurisdicción y 
autoridad lo que genera estados depredadores, es decir las zonas periféricas con 
riquezas naturales son esencialmente zonas de explotación, lo que genera mayores 
conflictos por distribución de las rentas y procesos de militarización de la política en la 
búsqueda de la apropiación de dichas rentas, lo que alienta el advenimiento de 
guerras civiles y crisis humanitarias. Y por otra parte, las altas rentas generan más 
procesos de corrupción dentro del estado mismo con el fin de la apropiación de un alto 
margen de ganancias de las rentas  (DI JOHN, 2006: 446).  
 
¿Colombia estaría en vía de convertirse en un Estado rentista? Podemos esbozar 
alguna respuesta a través de la economía del oro y la dinámica que se está 
presentando actualmente en el Bajo Cauca. Es una realidad que el conflicto armado se 
ha sustentado en el control de los recursos naturales y de economías particulares en 
las regiones, Duncan (2006) explica el paso que dan en lo regional los paramilitares 
hacia las ciudades, controlando diferentes negocios como el contrabando y haciendo 
pactos y alianzas para regular los recursos públicos, con el fin de blanquear los 
recursos producidos por el narcotráfico, pero  este paso permitía articular el conjunto 
de la región tanto en lo urbano como en lo rural. El profesor Eduardo Pizarro (2004) se 
pregunta por la incidencia de las riquezas naturales en el desarrollo del conflicto y en 
el sustento de los actores armados llegando a la conclusión en que en efecto “los 
recursos naturales pueden no solamente incidir en la duración de los conflictos, sino, 
igualmente, en su intensidad”.  
 
El poder paramilitar ha permitido en cierta forma que las economías extractivas se 
hayan desarrollado en las regiones a través de alianzas con sectores económicos y 
elites regionales, factor que incide directamente en la evolución del conflicto y el 
desarrollo de permanentes ciclos de violencia, es así como sectores que se ven 
beneficiados por el control paramilitar, que brinda seguridad y regula actividades 
sindicales y de organización social con la coerción, prefieren mantenerse en un 
cómodo impasse permitiendo la injerencia y la coerción mientras se generen 
ganancias.  
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Collier (1991) resume muy bien el proceso en que para los actores armados el control 
sobre una economía les permite generar las ganancias a pesar del costo que tengan 
en la financiación de sus acciones, es decir  solo se atreverían a continuar en un 
conflicto si su inversión se puede recuperar fácilmente. Con el caso del 
paramilitarismo, esto  es evidente, sin embargo, con su inversión no se proponían 
enfrentarse al Estado a cualquier costo sino más bien crear un proceso del que se 
beneficiaban elites económicas y políticas locales. De esta forma obtenían el control 
sobre lo local a través de proyectos de centralidad individual, es decir la acumulación 
de capital y la posibilidad de seguirlo acumulando sin tener que enfrentarse al Estado 
directamente, llegando a regularlo en las regiones.    
 
Esto nos permite afirmar que se han dado procesos característicos de un Estado 
rentista, donde las zonas de explotación generan conflictos por la apropiación de las 
rentas que producen y que el Estado no es capaz de regular estos procesos 
extractivos con el fin de hacerlos públicos y beneficiar al conjunto de la sociedad, lo 
que se expresa en su autoridad fragmentada. En efecto, los sectores económicos más 
representativos del PIB nacional, los recursos minero-energéticos (petróleo y carbón) y 
la minería de metales han sido en algunos casos afectados por la presencia de actores 
armados. Aunque la economía nacional sea diversa y haya otros sectores en 
crecimiento como la manufactura y varias economías agrícolas, el problema es que 
dentro de estas también han tenido injerencia los actores armados.  
 
La explotación de oro en Colombia se ha incrementado de manera significativa en los 
últimos años. Aunque no representa un porcentaje significativo del PIB nacional, la 
explotación del oro es uno de los sectores económicos más rentables actualmente. La 
producción se ha mantenido regular hasta la explosión de los precios entre el 2008 y el 
2010, situación que provocó un nuevo boom minero en algunas regiones como el Bajo 
Cauca, el cual involucraba tanto a empresas privadas como a organizaciones 
armadas, además del incremento de tierras en concesión o con títulos mineros que 
como vimos paso de 1 millón de a mas de 8 millones de hectáreas (Ibídem).  
 
Esto representaba dos dinámicas, por una parte y en el mejor de los casos, la 
posibilidad de tecnificación de la pequeña y mediana minería y la generación de focos 
de desarrollo que permitieran a las y los pequeños mineros generar beneficios para 
sus regiones o municipios, y por otro lado el interés de actores armados que ante la 
reducción de los cultivos de coca y la competencia, encontrarían en la explotación del 
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oro una fuente de recursos a bajo costo con beneficios multimillonarios iguales o 
superiores a los del narcotráfico.   
  
 
Tabla 11. Producción de oro en Colombia (Kg) 1999-2010 (Datos recopilados de 













Sobre la incidencia del Bloque Mineros en la explotación del oro no hemos encontrado 
indicios suficientes, según Miguel “pues con el oro no había mucho negocio, que se 
explotara de minas y eso no, de pronto se arreglaban negocios con la gente que si 
vivía de eso, pero no conozco que haya existido una empresa de minas” (Entrevista a 
Miguel, ex combatiente del Bloque Mineros, 2010). 
 
A pesar de su nombre, el Bloque no desarrollo durante su época de consolidación el 
control sobre actividades mineras, sin embargo baso su financiamiento en el 
narcotráfico, la expropiación de tierras y prácticas como el cobre de impuestos y 
peajes a corregimientos como La Caucana y El Doce en Tarazá. La reactivación en la 
explotación del oro se da tras la desmovilización y a la par del crecimiento extractivo 
del oro en el país a partir del año 2008. La confrontación entre grupos como Los 
Paisas y Los Urabeños y la Oficina de Envigado supuso una alta competencia por el 
negocio del narcotráfico que se vio por una parte expuesto a una dinámica de 
fragmentación de las zonas controladas por las AUC y del poder paramilitar sobre 
estas, además de la estrategia de fumigación y erradicación de cultivos en el país, que 
promovió el crecimiento de las zonas de cultivo en el Bajo Cauca en comparación con 
otras regiones del país como el suroriente y la competencia por el control de esta 


















El incremento en los precios del oro se tradujo en el crecimiento de las zonas de 
explotación y la regulación por parte de actores armados de las economías de las y los 
pequeños mineros de la región y generando una oferta perversa de trabajo en la 
minería de aluvión. Las riberas de los ríos Tarazá, Nechí y de sus afluentes se vieron 
colmadas de dragas y maquinas que creaban terrazas donde posteriormente cientos 
de mineros se dedicaban al barequeo cuyas ganancias eran controladas por 
organizaciones armadas, principalmente por los Urabeños. 
 
Tabla 12. Precios del gramo Oro en Colombia 2001-2010 en pesos colombianos 














Además la extracción se hacía a un bajo costo dado que la inversión en maquinaria 
era fácilmente recuperada por el precio de venta del oro. No hay cifras oficiales sobre 
la cantidad de oro que se extrae en la región, se calcula que anualmente desde el 
2009 esta aporta 28 toneladas, las cuales posiblemente aportan al total de toneladas 
producidas en el país. También el numero de dragas y maquinas empleadas puede 
superar las 2000, lo que ha generado por otra parte un grave problema ambiental en la 
zona (REYES, 2010).     
 
Esto generó también una respuesta mediática sobre la problemática situación en la 
región: “Las autoridades ambientales temen que el número de 'gigantes' ya supere las 
2.000 máquinas, todas repartidas en las riberas de los ríos Cauca, Man, Nechí y 
Cacerí, y más allá, en la inmensa llanura de 8.500 kilómetros cuadrados anegada de 
pozas, lagos, pantanos y playones que se conectan entre sí formando un sistema 
Años Venta Compra 
Enero 2001 19,558.42 18,764.35 
Diciembre 2002 31,980.99 31,181.47 
Enero 2003 31,980.99 31,181.47 
Diciembre 2004 33,746.23 32,902.57 
   
Enero 2005 33,746.23 32,902.57 
Diciembre 2006 45,163.82 44,034.72 
   
Enero 2007 45,163.82 44,034.72 
Diciembre 2008 62,487.54 60,925.35 
   
Enero 2009 62,487.54 60,925.35 
Diciembre 2010 90,302.29 83,078.11 
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acuático de 40.000 hectáreas… según las cifras oficiales, entre el nordeste y el Bajo 
Cauca antioqueño extraen cerca de 28 toneladas de oro al año, justo en momentos en 
que el precio del metal alcanza cifras históricas, de casi 70.000 pesos el gramo. Es 
decir, un negocio de cerca de 2 billones de pesos al año” (Semana, 2 de Octubre de 
2010). No existe una cifra real sobre el numero de maquinas que están devastando las 
cuencas hidrográficas del Bajo Cauca y mucho menos sobre la cantidad que estarían 
vinculadas a estas actividades: “La devastación ha sido tremendamente grande; 
CorAntioquia tiene identificadas unas 900 retroexcavadoras trabajando en esta zona 
de forma ilegal” (Caracol Radio, 22 de Septiembre de 2010) 
 
El negocio del oro representaría ganancias multimillonarias, si se toma el precio del 
oro de diciembre de 2010 (83.078 pesos) una tonelada de oro representa cerca de 
1.600 millones de pesos colombianos. Una cifra comparable con las ganancias que se 
podrían obtener por la venta de coca, teniendo en cuenta que las organizaciones 
criminales colombianas no reciben la totalidad de las ganancias de la distribución 
minorista de la coca en los centros de demanda como Estados Unidos y Europa. 
 
Esta problemática situación además envuelve a cientos de trabajadores mineros que 
son vinculados por la coerción de los actores armados en la extracción del oro. Esta 
situación muestra las transformaciones de las nuevas organizaciones armadas, su 
capacidad de acomodamiento a las circunstancias y a ambientes de alta competencia 
criminal, lo que genera también nuevos ciclos de violencia y la generación de 
incentivos perversos en el desarrollo de las economías locales, en este sentido, el 
aprendizaje de las organizaciones armadas consiste en que la regulación de la 
economía regional permite múltiples ganancias y además el control sobre poblaciones 
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CAPITULO 2. Aproximación a la formación 
de órdenes sociales en el proceso 
paramilitar 
 
El estudio del paramilitarismo nos conduce a unas dinámicas bastante complejas que 
involucran procesos económicos, políticos y sociales, que se desarrollan en las 
fronteras entre lo criminal y lo legal, y bajo el poder de las armas, de la coerción y de la 
administración de la violencia y el terror. El conflicto colombiano y sus actores 
armados producen ciclos de violencia diversos que se acomodan a los espacios en los 
que acontecen, es por esta razón que insistimos en una mirada sobre las dinámicas 
regionales donde podemos reconocer elementos que permiten comprender el 
desarrollo de una región, de un actor armado y las implicaciones sociales, políticas y 
económicas que esto produce.   
 
Dichas dinámicas y procesos son factores determinantes en el curso del desarrollo del 
Estado, al respecto Duncan (2006) afirma que el proyecto paramilitar de las AUC 
termino por construir ‘Estados regionales’, el control de las actividades económicas y 
las alianzas con sectores estatales además de la regulación de la institucionalidad 
local, permitió que varias regiones la autoridad fragmentada del Estado fuera 
compensada por el orden paramilitar (DUNCAN, 2006: 312).  
 
La dinámica del conflicto colombiano puede pensarse dentro de lo que Kaldor (2004) 
ha identificado como “nuevas guerras” que surgen en procesos de globalización, de 
nuevos discursos y órdenes globales y en contextos donde el Estado se caracteriza 
por la desintegración de su autoridad y la por su incapacidad de regular el monopolio 
de la violencia, lo cual como veremos más adelante tiene fuertes implicaciones incluso 
en fenómenos como la parapolítica (KALDOR, 2004: 19).     
 
Por esta razón compartimos la pregunta que se hace Francisco Gutiérrez ¿Cómo la 
violencia y la represión constituyen un orden social? (GUTIERREZ 2007, 269). En este 
caso ¿Cómo el paramilitarismo construyó órdenes sociales, bajo que significados, con 
qué intereses? En el proceso paramilitar desarrollado en las regiones se cruzan a la 
vez la manera en que estas se desarrollaron tanto económica y políticamente como en 
la manera en que se dio el poblamiento, la colonización y los referentes culturales 
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regionales, elementos que ubican a la región dentro de la nación y que permiten a sus 
habitantes imaginarse a sí mismos y a su territorio.  
 
Mary Roldan (1998 & 2002), explica como la constitución y consolidación del Estado 
en Colombia se ha acomodado a los diferentes contextos regionales, ubicando la 
génesis de dicha fragmentación en la violencia bipartidista, la cual tiene mayores 
repercusiones en las regiones periféricas de Antioquia como el Magdalena medio, 
Urabá, el Bajo Cauca y el Suroeste. De este proceso surgen dos dinámicas, por una 
parte la presencia estatal se asocia con el ejercicio de la violencia, en este caso de 
una violencia sectaria y regulada de acuerdo a los colores partidistas y por otro lado, la 
inserción de estas regiones al conjunto del estado-nación se da a través de prácticas 
de militarización de la política y de clientelismo.  
 
La violencia en Antioquia por tanto es diferencial regionalmente en intensidad, 
motivación y repercusiones. Aunque durante el proceso paramilitar algunas 
subregiones de Antioquia estuvieran mas integradas económicamente al estado-
nación, las repercusiones de la violencia paramilitar se sienten de manera distinta, ya 
que hubo apropiación de economías particulares y alianzas con redes políticas locales, 
por lo tanto el paramilitarismo se acomodaba económica y políticamente a cada 
región, sin embargo se eliminaron procesos sociales que respondían a motivaciones 
especificas y en todos los territorios ocupados por el poder paramilitar fueron 
asesinados lideres y lideresas vinculados a movimientos sindicalistas, indígenas, 
afrocolombianos, de restitución de tierras, victimas y estudiantiles.   
 
Al mismo tiempo que las regiones se desarrollan en un marco de exclusión política, 
social y económica, dentro de ellas ocurren también formas de desigualdad y 
exclusión fundadas en estructuras que involucran nociones de sujetos ideales y que se 
forman por representaciones de raza, clase y sexo, Mary Roldan muestra como las 
elites centrales de Antioquia veían a las regiones periféricas como Urabá o el Bajo 
Cauca “como lugares insalubres poblados de gente de ascendencia africana, indígena 
o forastera (no antioqueña)”, estereotipos que jugarían también un papel importante 
dentro del desarrollo periférico de dichas regiones (ROLDAN, 1998: 7). Esta matriz de 
representaciones por ejemplo define identidades regionales18, formas de sentir y de 
                                                 
18 Al respecto puede verse un análisis sobre la identidad antioqueña en el texto de Patricia 
Londoño Vega (2006) “La identidad regional de los antioqueños. Un mito que se renueva”  en: 
Mitos Políticos en las sociedades andinas. Orígenes, Invenciones y Ficciones. Dama, Germán 
(Editor), Instituto francés de Estudios Andinos. Londoño muestra diferentes momentos de la 
identidad antioqueña y la manera en que se han desarrollado discursos emitidos desde las 
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existir en el mundo, que se instalan en el sentido común y que de cierta forma son 
reconfiguradas o en ciertos casos exacerbadas en la consolidación del orden 
paramilitar.  
 
En Antioquia las subregiones se han construido, social, política y económicamente 
como lugares liminales nunca constituidos, vistos siempre como fronteras extractivas y 
nunca como polos de desarrollo, han tenido flujos de migración y poblamiento distintos 
y también han desarrollado problemáticas diferentes. Sin embargo, en su mayoría 
estas comparten la historia de la consolidación de actores armados, guerrillas, 
paramilitares y crimen organizado. En este sentido queremos aportar al debate sobre 
la formación de órdenes sociales en los procesos de expansión y consolidación 
paramilitar y la manera en que el Bloque Mineros capturó y reconfiguró social y 
políticamente la región, convirtiéndose en la autoridad y el determinante del curso de 
las relaciones sociales, económicas y políticas. 
 
En este sentido y partiendo de las complejas dinámicas que forjan a la región: sus 
avatares políticos, el desarrollo económico y la configuración socio-cultural, 
intentaremos develar las formas en que el paramilitarismo se consolidó creando un 
orden social  que suplía las carencias del Estado y que vinculaba de diversas maneras 
a la población.   
 
Consolidación económica, ofertas e incentivos 
perversos. 
 
Hemos identificado en el capítulo 1 la manera en que el paramilitarismo se desarrollo 
en Tarazá y como fue su proceso de consolidación y de colonización en el territorio y 
                                                                                                                                               
elites sobre el ser antioqueño que se fundamentan en la dominación masculina, lo católico, lo 
blanco, lo civilizado y lo emprendedor. Estas Imágenes son dinámicas y se transforman, así por 
ejemplo analiza la incidencia del narcotráfico en los referentes de identidad antioqueña y 
también la manera en que este pretendido modelo no es aplicable a ninguna subregión del 
departamento. Sin embargo la identidad puede ser vista desde dos aproximaciones que se 
articulan. La primera es la contextual, en donde los procesos identitarios existen en contextos 
localizados, ligados a procesos que se dan en lo local y que por lo general se ligan con una 
territorialidad y unas coordenadas espacio-temporales especificas. La segunda es la 
aproximación relacional, que se da en diferentes niveles, desde lo macro social (movimientos 
sociales, naciones, grupos) hasta la micro social (procesos individuales) en donde siempre se 
es el otro de alguien, la identidad se construye por las miradas de los otros, y es en este tipo de 
relaciones en donde vemos que la identidad es una construcción sociocultural que se 
transforma de acuerdo a las experiencias de las personas, la identidad nunca puede ser vista 
como una construcción culminada, ni fija, ni mucho menos como algo que se puede “encarnar” 
que nos describe a todas y todos de una manera homogénea (AGIER: 2000:7) (WADE: 
2002:255). 
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en la sociedad. La confrontación y la violencia paramilitar produjeron desplazamientos 
masivos, despojos de tierras y rupturas en los lazos sociales. El paramilitarismo 
encontró la manera de crear también vínculos con los habitantes de la región a través 
de la incorporación a la economía del narcotráfico. La incorporación se dio por tres 
factores fundamentales: la coerción, la falta de ofertas de trabajo en medios legales, y 
por consenso o deseo de algunas personas por ingresar al mundo del narco.  
 
Es evidente que muchas de las tierras despojadas terminaron siendo zonas de cultivo 
y procesamiento, y que Tarazá se había convertido en un corredor estratégico de 
donde salía droga a otras partes del país y al exterior. La ocupación territorial 
paramilitar se baso en el desarrollo del narcotráfico por tanto logro capturar ciertos 
sectores de población para que trabajaran en la cadena de cultivo y producción. Esto 
muestra el primer nivel en que el paramilitarismo logro establecer un orden socio-
político y consolidarse en la región vinculando a sus actividades económicas ilegales a 
un conjunto de la población (GUTIERREZ, 2006).  
 
El narcotráfico fue indudablemente un factor importante para establecer órdenes 
económicos en la región y crear una relación de peonaje con la población campesina. 
Ante la falta de oportunidad y de empleo a través de la legalidad, la poca tecnificación 
de la agricultura y el carácter periférico de la región, mucha gente se vio obligada a 
cultivar coca o a trabajar en los laboratorios para subsistir. Esto muestra una tendencia 
perversa del paramilitarismo en las regiones, generaban ofertas e incentivos perversos 
en donde algunas personas terminaban a merced del poder paramilitar.    
 
Al respecto ‘Freddy’ afirma: “Vanoy era muy querido desde esa época, cuando 
prácticamente el pueblo era nuestro, él tenía que ganarse a la gente, y ahí fue donde 
fue inteligente, porque le daba cosas a la gente y montaba proyectos con la gente, 
repartía mercados o parcelas para la gente. También a los cultivadores de coca les 
cumplía y a otra gente las ponía a trabajar en el narcotráfico cultivando coca y eso le 
daba plata a la gente que además estaba protegida […] además el no mataba por 
matar, la táctica era detener a los presuntos guerrilleros o infiltrados, investigar y si era 
el caso matarlos si no se soltaban y la gente decía, usted si es muy de buenas lo 
cogieron  y no lo mataron” (Entrevista a Freddy, ex combatiente del Bloque Mineros, 
2010). 
 
Este testimonio nos muestra que la relación de peonaje creando la imagen de 
benefactor y de “patrón” que le adjudican a Vanoy. Pero la lógica del narcotráfico 
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vinculaba también hombres y mujeres para la guerra, la única manera de mantener 
una estructura armada de la dimensión del Bloque Mineros era a través de las rentas 
del narcotráfico. 
 
De acuerdo al testimonio de “Miguel” el ingreso al Bloque se daba principalmente por 
obtener un salario y oscilaba entre los 300 mil y 1 millón de pesos, de acuerdo al rango 
que ocupara. Este factor fue decisivo en la incorporación de cientos de combatientes a 
las filas del Bloque Mineros desde el año 1997: “[Miguel] pues yo ingrese porque la 
verdad quería hacer una carrera militar, pero no podía porque eso era costoso, habían 
conocidos amigos que uno comenzó a ver que se fueron y después aparecían en el 
pueblo enfierraos y le decían a uno, vea aquí estamos en guerra, usted quería ser 
soldado, aquí puede, y como se aseguraba un salario pues ahí termine, a veces 
habían como días en que uno se alistaba como en el ejército y le daban a uno 
instrucción militar como en el ejército por dos o tres semanas, después a bolear bala.” 
(Entrevista a Miguel, excombatiente del Bloque Mineros, 2010).  
 
El testimonio de Freddy es similar al que narra Miguel, su ingreso al Bloque se da 
principalmente porque quería continuar con la “carrera militar”, una vez que sale de 
prestar el servicio militar: “Uno veía a algunos de los que ya estaban metidos que se la 
pasaban registrando a la gente que por ahí no conocían, patrullaban en el pueblo 
molestaban a alguna gente, sobre todo a los muchachos para que se metieran en el 
grupo […] a mi me conocían por lo que lo veían a uno siempre por ahí. Y siempre los 
saludaba, y siempre me decían “que se va venir con nosotros al fin”, pero yo no hacía 
caso. Como no hubo forma de continuar la carrera en el ejército y también por 
problemas en la casa, el ultimo día que recibían gente me metí, me fui escapado […] 
le pedían a uno la cedula y ya y que uno llevara tres mudas de ropa, al otro día nos 
mandaron presentarnos a las 5 de la mañana porque salíamos para el campamento de 
entrenamiento, ahí cerca del pueblo, yo llegue ahí a las 5, nos subimos a un camión 
iban como otros 10 y ahí comenzó, tas instrucción militar, hasta vomitar lo hacían a 
uno, eso era durísimo” (Entrevista realizada a Freddy, excombatiente del Bloque 
Mineros, 2009). 
 
Según ‘Freddy’ las dinámicas de reclutamiento generalmente eran voluntarias y varios 
jóvenes de los pueblos del Bajo Cauca comenzaron a participar en los grupos 
paramilitares principalmente por el sueldo, además del componente militar que es visto 
como una fuente de prestigio, esto sugiere que en algunos casos la motivación 
principal de ingreso es voluntaria y que ante la falta de oportunidades educativas y de 
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empleo, el ingreso a una organización armada se convierte en una oportunidad. Sin 
embargo, Vanoy fue sindicado por la Unidad de Fiscalías de Justicia y Paz por el 
reclutamiento de 327 menores de edad (Semana, 3 de febrero de 2011).   
 
Además, también se daban casos de miembros de las guerrillas que se vinculaban a 
las organizaciones paramilitares, tal es el caso de Roberto Porras desmovilizado del 
Bloque Mineros y capturado en 2009 por liderar una de las estructuras armadas que 
operaban en el Bajo Cauca y quien habría sido combatiente del Frente héroes de 
Anorí del ELN (Semana, 17 de Julio de 2009). Fredy también comenta esta situación: 
“Se llego una época donde se capturaban a los guerrilleros y se les persuadía de que 
trabajaran con la organización, pues sabían de rutas, de cultivos, de otros guerrilleros 
infiltrados, mucha gente se voltio, yo conocí gente que era del ELN”.  
 
En este sentido, la experiencia paramilitar en el Bajo Cauca se centró en la 
construcción de una sociedad ligada a los procesos económicos del narcotráfico. Por 
tanto como lo dice ‘Freddy’: “Allá lo que hizo grande a Vanoy fue mostrar que tenía 
más que dar que la guerrilla, por eso se gano a la gente” (Entrevista a Freddy, ex 
Combatiente del Bloque Mineros, 2010), y tenía más que dar precisamente por las 
rentas del narcotráfico, involucrando a la mayoría de la población a través de 
incentivos perversos (CAMACHO, 2005).  
 
Sin embargo, estas estrategias terminaban siendo parte de dispositivos de control de 
la población generando dinámicas de desigualdad y violencia que tras la 
desmovilización permanecen. Después de la desmovilización y el desarme, las 
estructuras de producción del narcotráfico estaban aun intactas, razón por la cual el 
negocio está vigente, “una situación que podría explicar el hecho de que desde hace 
cuatro meses unos 450 desmovilizados del Bajo Cauca no se volvieron a reportar al 
Centro de Alta Consejería para la Reincorporación en Caucasia. Nadie sabe qué 
sucedió con ellos” (El Espectador, 18 de Octubre de 2009).  
 
El problema de la financiación a través del narcotráfico tomo importancia durante las 
negociaciones y los procesos de desmovilización de las AUC. García-Peña (2005)  
destaca el inconveniente jurídico que surge con la desmovilización: ¿las 
organizaciones que se desmovilizaron respondían a las acciones de la delincuencia 
política o a la delincuencia organizada o común, son narcotraficantes escondidos bajo 
el símbolo de organizaciones paramilitares con bases ideológicas? El narcotráfico ha 
definido el curso de la consolidación de las organizaciones paramilitares en diferentes 
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regiones del país de los sujetos que se desmovilizaron, así como también las 
trayectorias posteriores en organizaciones criminales que se dedican al tráfico de 
drogas y que se instalan en los territorios anteriormente dominados por las 
organizaciones paramilitares. 
 
Las dinámicas del conflicto armado en Colombia,  como hemos visto, dependen 
también del narcotráfico. Este ha transformado las estructuras sociales del país y ha 
desarrollado nuevas formas de poder, que operan a través de la violencia y la 
corrupción. Estos elementos han permitido una presencia directa de la unión entre 
narcotráfico-conflicto en la vida pública, y en especial en el Estado, en los aparatos 
militares, legislativos, judiciales, etc. El conflicto interno armado es un correlato del 
narcotráfico, con este se han transformado los diferentes agentes del conflicto, bandas 
criminales, mafias, paramilitares y guerrillas. Pero su principal efecto es la incidencia 
en nuevos ciclos de violencia y su capacidad de generar rentas que pueden envolver a 
diferentes capas de la población.  
 
Captación de sentimientos primordiales 
 
Con este ejercicio no solo queremos identificar estructuras de poder basadas en lo 
económico y en lo político, nos interesa la forma en que acontecen las relaciones entre 
las personas dentro del orden que impone el poder paramilitar. El caso de Tarazá es 
sumamente importante para develar la manera en que se impuso un orden paramilitar 
fundado tanto en prácticas de exterminio como en la constitución de un discurso y una 
serie de prácticas que buscaban reorganizar una sociedad, que para ser sustentable, 
debía contar con sujetos que se (re)inscribieran dentro de unas normas sociales, 
políticas y económicas establecidas. De esta manera, el paramilitarismo tuvo 
incidencia en las experiencias  del campo político y la democracia, regulando la 
participación electoral, la exigencia de derechos civiles, y administrando la justicia, 
además de la vida cotidiana. 
En el campo económico a través de la relación que se tejió entre unas precarias 
condiciones socioeconómicas de la población y la oferta de incentivos para participar 
del narcotráfico o engrosar las filas del grupo armado y el campo social estableciendo 
y reforzando normas como la heterosexualidad, la dominación masculina y la 
diferencia sexual19.  
                                                 
19 El trabajo de María Jimena López, “Las Mujeres Imaginadas de la Guerra” que mencionamos 
anteriormente, es un gran aporte para entender la forma en que son construidas las mujeres 




Además de establecer y construir formas de relación con la propiedad, la 
productividad, y la economía, mediadas principalmente por la ilegalidad y reguladas 
por la violencia y la coerción física (desplazamiento forzado, robo de tierras, mafias, 
contrabando, lavado de activos, narcotráfico, sicariato, masacres), hay un proceso de 
captación y construcción de sentimientos primordiales, es decir de los vínculos que 
atan a los sujetos a una comunidad y a un territorio.  
 
Clifford Geertz (1992) define la noción de sentimientos primordiales como aquello que 
cohesiona a un grupo en donde se definen criterios de pertenencia y características 
que pueden ser lingüísticas, étnicas, raciales o de filiación regional y que determinan la 
pertenencia a una comunidad, el haber nacido en cierto lugar y con ciertas prácticas. 
Geertz analiza el desarrollo y la constitución del Estado en algunas regiones como el 
sudeste asiático, el occidente de África y la India tras el proceso de colonización, 
mostrando la manera en que la definición de políticas civiles, la integración  política y 
la lucha por el poder están determinadas por “apegos y sentimientos primordiales”.  
 
¿Cómo entender este proceso en el caso del paramilitarismo? Por una parte hemos 
destacado la manera en que las regiones se han articulado al Estado a través de 
prácticas como el uso de la violencia con fines electorales y la regulación de las 
dinámicas políticas locales (distribución de recursos públicos, beneficios jurídicos y 
penales) por parte de las organizaciones paramilitares, lo que terminó por construir 
una suerte de Estados locales o regionales cuyos ordenes sociales, como hemos 
venido insistiendo, son establecidos por el poder paramilitar en alianza con elites y 
sectores políticos y económicos locales, es decir se han conformado a fuerza de la 
violencia espacios donde los valores de las elites: la propiedad privada, las 
distinciones raciales, la dominación masculina y el poder político, se convierten en 
sentimientos primordiales, los cuales se vieron “amenazados” y en conflicto con las 
posturas políticas y las movilizaciones campesinas y con el poder que también a 
fuerza de las armas habían construido algunas organizaciones insurgentes, esto 
devino en una suerte de descontento que Geertz explica de la siguiente manera: “El 
descontento civil encuentra su vía de salida en la apropiación legal o ilegal del aparato 
del Estado” (GEERTZ, 1992: 223). Aunque los focos que se cristalizan con estos 
                                                                                                                                               
dentro de las organizaciones paramilitares. La heterosexualidad, la civilidad y la abnegación 
frente a la dominación masculina son los referentes de la “buena mujer”, los combatientes 
entrevistados allí recuerdan que se sancionaba a las mujeres que se salían de esta norma, 
lesbianas, “brujas” y mujeres que no dependen de hombres eran vistas como amenazas que 
comúnmente terminaban siendo asesinadas.  
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descontentos no son los mismos que los expuestos por Geertz quien enumera 
elementos como el parentesco, el linaje, la raza y la lengua. Este descontento en el 
caso del proceso paramilitar puede evidenciarse en lo estudiado por Romero en 
Córdoba y Úraba, dado que uno de los factores principales que da origen al 
paramilitarismo es precisamente, el descontento de las elites locales con el Estado y 
su apuesta por agendas de paz con la insurgencia que finalmente la incluyera en el 
panorama político democrático en el mediano plazo. Este descontento decantó 
finalmente en la búsqueda de suplir al Estado y en la creación de ejércitos para la 
protección personal y de la propiedad privada.  
 
Los sentimientos primordiales son instrumentalizados por el paramilitarismo para 
consolidarse en las regiones. Alrededor de estos se articulan discursos sobre la 
legitimidad, la seguridad y el deber ser dentro de la sociedad (tipos ideales de sujeto, 
identidades regionales) y al mismo tiempo sanciones sobre lo que se considera 
diferente o lo que podría atentar contra el orden establecido. Es posible ver dos caras 
del fenómeno: un elaborado conjunto de discursos que buscan la legitimidad de las 
acciones paramilitares mas allá de un objetivo político y por otro lado, el uso 
sistemático de la violencia, la administración del terror y el establecimiento de un poder 
de facto. Los sentimientos primordiales se construyen a partir de estructuras y normas 
que configuran formas de exclusión y desigualdad, el patriarcado, la heterosexualidad, 
la dominación masculina, los valores católicos y el racismo son parte de estos.     
 
Sin embargo, debemos aclarar que dichas estructuras o normatividades no surgen con 
el discurso del proyecto político paramilitar, sino que han existido siempre en la 
ideología de las elites regionales que forman el paramilitarismo, incluso están 
extendidas en las estructuras de la sociedad colombiana, que se caracteriza por ser 
conservadurista  en el sentido moral y en el sentido económico, y por ser 
heterocéntrica y además “blanqueada”, en este sentido son pertinentes los análisis de 
Ingrid Bolívar (2006) sobre el discurso emocional del paramilitarismo. Ella nos muestra 
como la concepción que tienen los paramilitares sobre sí mismos es como sujetos que 
siempre han estado en la sociedad, que han pertenecido a esta y a  la Ley, se 
describen como héroes, victimas y benefactores, a lo que le podemos agregar que son 
hombres, esposos, padres y empresarios. 
 
El control social ejercido por las organizaciones paramilitares ha permitido una 
regulación no solo sobre territorios sino sobre las experiencias de las personas, 
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estableciendo límites de lo permitido y lo  prohibido, y también formas de inserción a 
las dinámicas económicas que surgen con la hegemonía paramilitar. Queremos llamar 
la atención sobre la manera en que operan este tipo de dominaciones sobre las cuales 
es necesario indagarse con un trabajo más profundo. 
 
La construcción de ordenes sociales obedece a una lógica en donde a mayor éxito de 
la hegemonía menos diferencias entre la población y menos amenazas. Y por el 
contrario, a menor éxito de la hegemonía mas diferencias lo que genera una respuesta 
con mas fuertes estrategias de opresión, diferenciación y coerción. Lo que paso en 
Tarazá quizá obedezca a una concentración total del poder por parte del Bloque 
Mineros que tras un proceso de eliminación de la diferencia, rígidos procesos de 
vigilancia y coerción y además la posibilidad de suplir al Estado en funciones de 
seguridad, empleo y atención de problemáticas sociales, consolido un orden social 
subsidiario del narcotráfico y haciendo de Ramiro Vanoy una figura paradigmática de 
un señor de la guerra.    
     
No han sido pocos los documentos de prensa que hablan del “Señor” y de su Bloque 
Mineros, nombre entre otras cosas, característico de la región. Desafortunadamente 
para la realización de este trabajo fue imposible realizar una visita al municipio y poder 
conocer aun más cerca la incidencia del paramilitarismo en las dinámicas locales. Los 
testimonios de los ex combatientes nos dan ciertos indicios pero al mismo tiempo una 
versión llena de silencios, ya que si bien conocemos la magnitud de la confrontación, 
de los asesinatos y de la violencia que allí se vive, a través de sus relatos conocemos 
sus roles como combatientes, tanto como ejecutores de la violencia pero también 
como cuerpos marcados por la violencia, cuerpos que también se eran atravesados 
por un orden social rígido y coercitivo.       
 
Ramiro Vanoy, el Señor de la guerra 
 
Varios documentos de prensa muestran lo que aparentemente seria el poder y la 
hegemonía lograda por Vanoy en el municipio: “Tarazá es un municipio caluroso y 
húmedo al norte de Antioquia, en el que a pocos les importa quién es el alcalde de 
turno, pero en el que todos saben acerca de Ramiro 'Cuco' Vanoy, ex jefe del bloque 
Mineros. Se refieren a él, para bien y para mal, como el 'señor'. En las cantinas, en la 
plaza central del pueblo, en las salas de Internet, en el asilo, en las veredas y en las 
fincas es común escuchar: "El señor me dio la operación de mi hija", "el señor nos 
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regaló este parque infantil", "saludes al señor" o "los hombres del señor me mataron a 
mis hijos". Es tal el protagonismo de Vanoy en la zona, que para el día de la versión 
libre en el edificio de la Fiscalía en Medellín, amigos y víctimas viajaron en buses 
durante seis horas para hacer presencia. Algunos con camisetas y pancartas de apoyo 
y otros con lágrimas y llantos de rabia […] Pero para crear este imperio en Tarazá, 
'Cuco' entendió que tenía que ganarse a los 42.000 habitantes del municipio. "Ha 
habido sólo dos narcos en Colombia que le han ayudado al pueblo: Pablo y 'Cuco', 
dice Andrés Ávila, un campesino del municipio de Cáceres, Antioquia. Y él sabe muy 
bien a qué ayuda se refiere. Vanoy construyó parques infantiles, dos clínicas con 
sofisticados equipos (San Martín y Nueva Luz en Tarazá), comedores comunitarios, 
pavimentó vías, regaló mercados, ventiladores, sillas, hojas de zinc para los techos, 
novillos para las fiestas de Navidad, remodeló el asilo, hizo donaciones a Iglesias 
católicas, cristianas y evangélicas, creó el programa Tarazá Sin Hambre, del que se 
benefician 100 familias, y mandó a operar a un hermafrodita del pueblo y a 270 
mujeres les regaló la cirugía de ligadura de trompas. El populismo ha sido su más 
eficaz estrategia de conquista”  (Semana 5 de Mayo de 2007). 
 
Este relato muestra un sujeto héroe y benefactor. Como hemos insistido, alcanzar 
dicho nivel de control y de hegemonía dependía no solo de sus actuaciones 
“altruistas”, sino de un aparato armado que garantizara la regulación del orden y un 
poder económico que se extendía por diferentes capas de la población. En efecto, 
Vanoy construyó y dotó con recursos de última tecnología a la clínica San Martin en el 
municipio de Tarazá, en la cual atendían a todos los pacientes afiliados a la EPS 
Saludcoop (Verdad Abierta, 25 de Abril de 2011).  Sobre esta situación, Freddy 
destaca que esta clínica junto con “Tarazá sin Hambre” fueron los “programas” 
representativos de Vanoy: “la clínica, era la mejor del Bajo Cauca iba gente de todos 
los corregimientos y otros pueblos, la gente estaba contenta con la clínica, alguna vez 
supe de que además el señor también ayudaba a personas con tratamientos [Dicen 
que Vanoy también le pagaba cirugías plásticas a mujeres, eso es verdad]… yo no 
estoy seguro de eso, pero posiblemente si, el ayudaba a la gente con plata, con 
favores” (Entrevista a Freddy, ex combatiente del Bloque Mineros, 2010). 
 
La clínica fue entregada por Vanoy en el 2007 para efectos de procesos de reparación 
y restitución de bienes, esta había sido cerrada tras la desmovilización y al parecer 
hay un caso de corrupción tras la compra del lote el cual fue pagado por la Alcaldía y  
pertenecía a unas tierras que eran propiedad de Vanoy. La clínica finalmente fue 
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saqueada y se desconoce el paradero de los sofisticados equipos con que estaba 
provista  (Verdad Abierta, 25 de Abril de 2011).   
 
El otro “programa” -como lo llama Freddy- era “Tarazá sin hambre” del cual se 
beneficiaban cerca de 300 familias: “Comienza con Tarazá sin Hambre, un programa 
que perfectamente parecería de una alcaldía municipal y que entregó parcelas a cerca 
de 300 familias campesinas para que cultivaran hortalizas, plátano o cachama sin que 
tuvieran que regresar dinero a cambio. De ese se beneficiaba Lenys, una mujer que 
ahora teme que se acabe su trabajo y que se le generen dificultades legales por 
haberse beneficiado de los paramilitares. Somos 40 parceleros a los que don Cuco 
nos regalaba un cuarterón de tierra para que la trabajáramos; pero ahora tenemos 
temor porque estamos en tierra de él y no sabemos las represalias o masacres que 
pueda haber, dijo la mujer. Además de los cultivos, también tenían 32 estanques y un 
aprisco, un ancianato y asociaciones de mujeres.” (El Tiempo, 22 de enero de 2006) 
 
Este tipo de actividades le daba a Vanoy un cierto fuero de distinción, el papel de 
benefactor lo cumplía a cabalidad, sin embargo, es difícil saber cuantas personas se 
beneficiaron por cuenta de las acciones de Vanoy. Su papel fundamental como señor 
de la guerra le permitió a la vez capturar el territorio y sectores de la población. Pero 
en estas relaciones es posible encontrar múltiples formas de interacción entre los 
paramilitares y la población que permitían en medio de un entorno de marcada 
coerción puntos de fuga y resistencias. 
 
La profesora María Teresa Uribe describe este tipo de interacciones, “Precisamente en 
las interacciones múltiples y diferenciadas que se establecen entre   los  operadores  
de   violencia  y   las   gentes  que  habitan  territorios  de   conflicto abierto, es donde 
se hace posible explorar lo que hemos llamado formas no ortodoxas de   resistencia   
social;   en otras  palabras,   el   ejercicio de  dominio  impuesto por   los operadores 
de violencia se sustenta sobre una red bien nutrida de micronegociaciones, 
transacciones   y cruces, acuerdos contingentes, alianzas transitorias y rupturas 
intermitentes que resultan medianamente eficaces para los pobladores y que le ponen 
límites al accionar de los operadores de violencia” (URIBE, 2007:64).  
 
La profesora Uribe insiste en la configuración de una estrategia de acomodamiento, 
donde ocurren intermediaciones entre los “operadores armados” y la población, en 
espacios donde hay un poder único la organización armada tiende a ofrecer orden, 
seguridad, empleo, etc. Dentro de las intermediaciones por el orden aparecen de 
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nuevo rastros de sentimientos primordiales, en la definición de las buenas prácticas y 
la familia: “Los  operadores  de   violencia,   en  su  condición de   intermediarios, 
pueden ser requeridos también para solucionar diversas tensiones comunitarias que 
van desde   las  domesticas   (control  de  maridos  o mujeres   infieles   e  hijos 
desobedientes)  hasta  las   relaciones  de  mercado  (compra de cosechas o pago de 
deudas, permisos para distribuir licor y otros productos), pasando por beneficios 
políticos en el campo electoral” (Ibíd.: 67) 
 
Con el caso del paramilitarismo la intermediación implica “interacciones entre 
dominadores  y  dominados,  que pasan por negociaciones, acuerdos y reprocidades 
asimétricas lo que obliga a la  transacción, en donde se encuentran focos de 
resistencia social,” (Ibíd.: 68), en el caso del Bajo Cauca esto puede ser visible con el 
movimiento campesino alrededor de la coca. Clara Inés García (1994) en su trabajo de 
lectura obligatoria sobre las movilizaciones campesinas en el Bajo Cauca encuentra 
formas organizativas muy variadas y maduras que se buscaban la integración de la 
región al conjunto del Estado exigiendo servicios públicos, infraestructura y garantías 
para la subsistencia. Con el proceso paramilitar dichos movimientos son aplacados 
pero la posibilidad de movilización esta siempre vigente, tal y como veremos en el 
capítulo 4 con las ultimas dinámicas del movimiento campesino frente a la 
problemática de los cultivos ilícitos.  
 




La literatura actual sobre los vínculos entre política y paramilitarismo es extensa y 
juiciosa, particularmente los dos trabajos editados por la Corporación Nuevo Arcoíris 
“Parapolítica la ruta de la expansión paramilitar” (2007)  y el texto “Y refundaron la 
patria, de cómo mafiosos y políticos reconfiguraron el Estado colombiano” (2010), nos 
acercan a las dinámicas locales y regionales de las alianzas entre paramilitares y 
políticos y entender como lo plantea Duncan, que las relaciones entre estos dos no 
pueden verse de manera unidireccional es decir, los beneficios obtenidos por la 
alianza podían variar de acuerdo a la región, al partido o al comandante paramilitar y 
su Bloque.  
 
Tanto los políticos como los paramilitares fueron instrumentalizados, los unos daban 
garantías de generar beneficios penales, control de recursos públicos, proyectos 
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económicos favorables para las regiones y para los intereses particulares, y los otros 
aportaban movilización de capital electoral, la eliminación de contrincantes y una red 
que permitía también ganancias económicas. La captura del Estado es explicada por 
Luis Jorge Garay como la iniciativa de agentes u organizaciones legales de incidir en 
los resultados de la formulación de políticas con un interés propiamente económico, en 
el caso colombiano la captura tiene elementos que desbordan la concepción 
tradicional, ya que intervienen actores ilegales, con intereses que no se reducen a lo 
económico, el uso de procedimientos coercitivos y tendencias a incidir en todas las 
ramas del poder público, y este proceso es llamado reconfiguración cooptada del 
Estado (GARAY, 2010: 217-221).  
 
El poder paramilitar logró con la regulación de la política local, la completa 
consolidación e inserción en las regiones, dado que enfrentarse a la institucionalidad 
generaba grandes costos y riesgos. Además, en las regiones existían elites que se 
beneficiaban económicamente de la presencia de los paramilitares (DUNCAN,  27 de 
enero de 2011). Las alianzas se dan  básicamente porque “la Captura y la 
Reconfiguración Cooptada del Estado es un estado avanzado de aprendizaje criminal 
en el que las organizaciones criminales entienden cómo aprovechar los mecanismos 
democrático-electorales para controlar la producción de normas tanto en el nivel 
nacional como en el nivel subnacional” (GARAY, 2010a: 4); y al mismo tiempo porque 
en las elites locales existen clases políticas que se han desarrollado de manera 
periférica manteniendo practicas clientelistas y  usando la violencia para solucionar 
conflictos políticos. Además el Estado y especialmente las fuerzas armadas hacían de 
los paramilitares una parte orgánica de la lucha contrainsurgente, aunque también 
agentes de la fuerza pública defeccionaran con tal de beneficiarse de las rentas 
económicas que producía el poder paramilitar  (Corte Suprema de Justicia 6 de Mayo 
de 2011) 
 
En la monografía regional sobre el departamento de Antioquia, realizado por la Misión 
de Observación Electoral y la Corporación Nuevo Arcoíris identifica un proceso en que 
la clase política capturo a los actores ilegales (narcotraficantes y paramilitares) para 
“mantener la gobernabilidad y promovió la coexistencia de grupos ilegales. Es así 
como hizo un pacto soterrado con narcotraficantes y paramilitares para combatir 
grupos o actores ilegales que desestabilizaban la institucionalidad política, como por 
ejemplo la baja de Pablo Escobar y el combate a grupos guerrilleros” (MOE, 2010).  
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Esta situación produjo graves problemas dado que la coexistencia y la inhibición del 
Estado para perseguir la criminalidad produjeron altas tasas de criminalidad e 
impunidad, el ambiente perfecto para el crecimiento y consolidación del fenómeno 
paramilitar (Ibíd.).   
 
En Tarazá el caso más significativo ha sido el de la captura del ex alcalde Miguel 
Ángel Gómez García que ejerció entre 1998 y 2001 y fue capturado en noviembre de 
2008 y acusado “por indicios de vínculos con el bloque  Mineros y también por 
concierto para delinquir y constreñimiento al elector. Gómez García cometió estos 
presuntos delitos entre 2000 y 2001, periodo en el que fue alcalde del municipio, 
según la propia versión del jefe paramilitar alias Ramiro Vanoy” (MOE, 2010). 
 
Sin embargo, existen preocupaciones significativas en torno a que el fenómeno siga 
reproduciéndose, al respecto el texto de Acemoglu, Robinson y Santos (2009) es 
importante, ya que busca una explicación sobre como en ciertos estados democráticos 
donde no se da el control sobre el uso legítimo de la violencia pueden permanecer 
practicas como la parapolítica. Establecen un modelo en donde se analizan los 
incentivos que tienen el Estado central de eliminar a actores armados en este caso a 
los paramilitares, teniendo en cuenta la manera en que estos influyen en el sistema 
electoral.  
 
El problema tiende a reproducirse, como muestran los resultados electorales de 2002-
2006 y 2007-2010, que reflejan resultados diferenciales de tipo electoral en las 
regiones donde los paramilitares ejercen presión. Los paramilitares eligen e inciden en  
las elecciones, lo que han aprendido también las nuevas generaciones de 
organizaciones armadas. En zonas donde no hay para paramilitares las políticas están 
dirigidas a ciudadanos y donde hay están dirigidas a paramilitares (ACEMOGLU, et. 
al., 2009).  
 
La evidencia encontrada es consistente con la idea de que las organizaciones 
paramilitares tienden a persistir en la medida en que manejan el electorado para 
manejar a candidatos que los benefician, estableciendo una relación simbiótica entre 
el sistema político y los paramilitares los cuales a lo largo de su consolidación se 
convirtieron en un factor clave en la economía y el desarrollo político de las regiones, 
impulsando grandes campañas y generando unas altísimas votaciones.  
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Los paramilitares han influenciado sistemáticamente los resultados electorales, su 
presencia en los municipios crece en relación con la aparición y crecimiento de otros 
partidos políticos. Además encuentran que existe una relación directa entre la 
presencia paramilitar y la concentración de votos en elecciones de congreso así como 
en las de las presidencias del ex presidente Uribe (2002-2010). 
 
La conclusión del modelo elaborado por Acemoglu, Robinson y Santos es que los  
paramilitares tenderán a persistir en los lugares en donde han tenido participación 
política, además la eliminación de los paramilitares, cuesta votos en las elecciones, 
por lo que es posible hacer la predicción de la injerencia de nuevos actores armados 
en el desarrollo de los procesos democráticos y la constitución del Estado en 
Colombia.  
  
En Colombia, los “narco-paramilitares” aprendieron que el control del Estado empieza 
en el nivel local, y en particular en el nivel municipal y departamental y que tener un 
ejército regular privado es mucho más rentable que tener un ejército de sicarios. El 
primero permite un control relativamente permanente en un territorio, el segundo no. 
(GARAY 2011: 8) (Duncan, 2005; Duncan, 2006). 
CAPITULO 3. Proceso de desmovilización: 
dinámicas y procesos generales 
 
Existen muchas dificultades cuando se desarrollan los estudios sobre el 
paramilitarismo en Colombia, las cuales se presentan ante la multiplicidad de 
problemáticas y escenarios. Sin embargo, los esfuerzos académicos han sido muy 
importantes y actualmente es posible dar cuenta de las dinámicas del paramilitarismo 
en varias regiones del país, su relación con el Estado y el narcotráfico (GARCIA-
PEÑA, 2005; GUTIERREZ 2007; BARON, 2006; LOPEZ 2010; VASQUEZ 2005; 
DUNCAN 2006), y las características de las acciones de las diferentes organizaciones 
paramilitares que han actuado en el país desde hace tres décadas.  
 
Tras el proceso de desmovilización el panorama investigativo se ha abierto a 
diferentes retos.  Por una parte están las implicaciones de la ley de justicia y paz y los 
procesos de reintegración de los excombatientes que se han desmovilizado tanto en 
procesos colectivos con las autodefensas, como en las salidas individuales de 
combatientes de las guerrillas; por otra parte, la posibilidad de construir la memoria de 
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la violencia, particularmente la violencia paramilitar, lo que permite descubrir las 
razones estructurales que le dan forma a un sinnúmero de problemas que afrontamos 
actualmente: el desplazamiento forzado de millones de personas, los constantes ciclos 
de la violencia política y el narcotráfico que se alimentan principalmente de jóvenes.   
 
La desmovilización ha permitido varias cosas, por una parte la posibilidad de conocer 
desde adentro y a través de los excombatientes la vida dentro de las organizaciones 
armadas, así como los intríngulis de las dinámicas económicas y políticas del 
paramilitarismo. Por otra parte, nos encontramos ante los procesos de verdad y 
reparación, en los que actualmente se cruzan diferentes problemáticas, el aprendizaje 
doloroso la violencia reciente en el país y la brutalidad aplicada de manera sistemática 
en muchas de las masacres, asesinatos y torturas, y los retos en materia de la 
generación de políticas para regular los procesos de DDR y Justicia y Paz.   
 
En este capítulo pretendemos hacer un análisis de los procesos que se desarrollan 
después del proceso de negociación y desmovilización que se dio entre 2002 y 2006, 
durante el primer gobierno de Álvaro Uribe20, ya que estos representan  un punto de 
inflexión que transforma las dinámicas del conflicto y a los actores armados. Esta 
inflexión se caracteriza por diferentes variables: la aparente desaparición del 
paramilitarismo, una posterior ola de violencia que se relaciona con los 
excombatientes en las diferentes regiones del país y zonas que controlaban las 
organizaciones paramilitares y una ofensiva por parte del gobierno contra estas.  
 
Esto es fundamental para comprender los hechos que se están presentando 
actualmente y nos permitirá hacer una caracterización general de la manera en que se 
desarrolla el proceso paramilitar en una región, el cual comprende por supuesto, 
desde su génesis, la consolidación militar, política y social; la desmovilización y el 
fenómeno que hoy conocemos como las “bandas criminales”. Trazando esta historia 
es posible considerar la manera en que siguen operando representaciones y 
subjetividades vinculadas al paramilitarismo unidas a fuertes factores políticos y 
socioeconómicos que terminan por reproducir ciclos de violencia que se enlazan y 
articulan en diferentes momentos temporales.  
 
                                                 
20 En el cual harían dejación de armas 31.671 combatientes (Alto Comisionado para la Paz, 
2006) de 37 diferentes bloques y frentes que operaban en todas las regiones del país, desde el 
Valle  hasta el Catatumbo y de la Sierra Nevada de Santa Marta hasta el Putumayo.  
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En este sentido consideramos apropiado el concepto de reproducción social 
(BOURDIEU & PASSERON, 2001) para comprender la manera en que la violencia y el 
narcotráfico configuran espacios sociales para quienes ingresan a las organizaciones 
armadas o a las dinámicas de la criminalidad y la ilegalidad en las regiones de 
Colombia. Aunque el concepto desarrollado por Bourdieu y Passeron se desarrolla en 
el campo de la escuela y la enseñanza y la forma en que en ésta se da la transmisión 
cultural y social de valores que mantienen estructuras socio-económicas definidas 
(clases sociales), es posible comprender a partir de esta teoría como en ciertos 
contextos el uso de la violencia también se reproduce creando espacios sociales y 
formas concretas de relaciones sociales, en medio de la precariedad, la pobreza y la 
ineficacia de las instituciones sociales, que se aprenden por la coerción. 
 
Los contextos de violencia e incluso el uso de medios de violentos con fines políticos, 
económicos y sociales pueden ser vistos como “elementos de una formación social 
históricamente determinada”, en donde hace parte de una estructura más amplia que 
explica su desarrollo a través de las relaciones de dominación (ideológica, política y 
cultural, militar).  
 
En este caso no podemos asumir a la violencia como un fenómeno estático y 
generalizado, por el contrario esta tiene la característica de ser dinámica y cambiante 
de acuerdo a los diferentes contextos en los que se presenta. La violencia es la suma 
de diferentes formas de dominación que se expresa como un instrumento mediante el 
cual se crean espacios sociales en los cuales se reproducen relaciones específicas de 
acuerdo a estas formas concretas de dominación. El poder paramilitar tiene acción 
sobre diversos campos: la economía, la política y la cultura;  y hace de la violencia el 
instrumento mediante el cual se establece o se regula cierto orden que puede ser visto 
como un espacio donde se reproducen relaciones de producción (BOURDIEU, 1997), 
que en este caso se refieren principalmente a la manera en que se establecen 
relaciones entre el poder paramilitar y los combatientes, entre el poder paramilitar y los 
campesinos que trabajan en los ciclos productivos del narcotráfico y entre el poder 
paramilitar y las personas que terminan viviendo bajo las normas y reglas que este 
establece.  
 
La violencia también se convierte en un campo y sus manifestaciones no se dan por 
mecanismos puramente irracionales o ilógicos. La violencia crea redes de poder en 
donde las personas ingresan no solamente por gusto, aunque hay quienes lo hacen 
por puro deseo, sino también por obligación. Los procesos de la violencia han creado 
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organizaciones que regulan la economía, la política y las relaciones sociales 
cotidianas, un ejemplo muy claro es descrito por Patricia Madariaga (MADARIAGA, 
2006) sobre el Urabá, donde la autoridad paramilitar incide en la manera de existir en 
el mundo creando espacios en donde la existencia misma es regulada por los 
intereses y el poder paramilitar. O incluso, esto lo podemos ver en el capítulo dos de 
este trabajo, donde describimos como el paramilitarismo construye dispositivos de 
sujeción, es decir el devenir subordinado de un sujeto dentro de una hegemonía de 
poder, en este caso el paramilitarismo, que controla las esferas sociales en las que se 
desarrolla una población    (BUTLER, 1997). 
 
Aunque los procesos de violencia sistemática destruyan o erosionen el tejido mismo 
de la sociedad, las y los individuos y colectivos constantemente se reposicionan y 
reacomodan en las estructuras de poder constituidas. Generalmente en estos 
procesos de reacomodamiento hay personas que terminan buscando beneficios de la 
estructura de poder e ingresan a los diferentes campos que esta maneja, el 
económico, el político y el militar (testaferros, parapolíticos, combatientes), sin 
embargo la experiencia más importante de reacomodamiento han sido las resistencias 
que en el caso de Tarazá hemos visto representadas en los campesinos que se 
resisten a ser parte de la cadena productiva del narcotráfico y a las organizaciones y 
colectivos que buscan la protección de los derechos de victimas, despojadas/as  y 
desplazadas/os, quienes siguen siendo brutalmente golpeados por la violencia con 
asesinatos y desapariciones. 
 
En este sentido, es posible pensar la reproducción social de la violencia en el proyecto 
paramilitar, en tanto crea procesos de socialización que apuntan a sus necesidades 
concretas, ya sea en la formación de combatientes, la definición del enemigo o la 
construcción de códigos y relaciones simbólicas que mantienen los ordenes 
establecidos a través de la violencia.  
 
Hay que aclarar que en ningún momento pensamos que estos órdenes sociales sean 
legítimos, ni que su reproducción obedezca al deseo colectivo, sino que la violencia 
tiene el poder de imponer y reestructurar además de incluir de manera perversa a 
diferentes capas de la población. Dentro de estos procesos de inclusión aparecen 
“capitales de violencia o como capitales sociales perversos21 (GARAY, 2010: 223) , es 
                                                 
21 El capital social perverso se define a partir del capital social que es el “flujo de beneficios que 
recibe una persona por pertenecer a una red social” (GARAY, 2010: 221)  los cuales pueden 
ser orientados a unos propósitos específicos que incluso pueden ser ilegales y de ser así 
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decir, elementos que permiten la formación de sujetos que sean instrumentos del 
proyecto paramilitar como combatientes, políticos o como personas que se ven 
obligadas a insertarse dentro de los ordenes establecidos. El o la combatiente tiene 
unos capitales como el manejo de armas, el conocimiento sobre redes criminales, el 
ejercicio de la violencia, la lealtad, elementos que le permiten ser parte de un espacio 
social que es regulado por la violencia. Un político por ejemplo tendría capitales 
sociales que le permitirían tener influencia sobre otras personas, sobre redes sociales, 
tener incidencia en ámbitos penales o jurídicos y por supuesto capital electoral.   
 
Con esto queremos intentar comprender lo que está sucediendo actualmente, ¿Por 
qué se dan nuevos ciclos de violencia? ¿Y estos, cómo afectan a la población? 
Creemos inicialmente que estos se deben a que los problemas estructurales forjados 
históricamente por la presencia de actores armados ligados a la economía del 
narcotráfico, al control ilegal de otras actividades económicas como la minería, y a 
redes de corrupción y espacios donde se puede dar una captura del Estado. Estos 
problemas no han sido resueltos con la desmovilización y estos factores siguen siendo 
los principales motores de los conflictos sociales del país. Para seguir 
contextualizando el panorama actual es necesario preguntarnos ahora por cómo se 
desarrollaron los procesos de negociación y desmovilización, los retos que estos 
conllevan y la manera en que la violencia política sigue vigente, transformándose y 
reproduciéndose.      
 
Tras la desmovilización no llega la calma.  
 
¿Qué sucedió tras la desmovilización? ¿Acaso las desmovilizaciones no traerían 
consigo escenarios de tranquilidad y paz en las regiones? Hay varios factores que 
permitieron la emergencia de nuevos procesos de violencia y estos se pueden detectar 
fácilmente en el curso de los procesos de negociación y desmovilización, donde se 
evidencia la inconsistencia de la organización AUC, los diferentes intereses regionales 
y su desarticulación política, en que hubo bloques que no se desmovilizaron, otros que 
gradualmente retomaron las actividades armadas y la composición de nuevas 
estructuras basadas fundamentalmente en los ordenes sociales y militares que habían 
sido establecidos durante las década del 90.  
 
                                                                                                                                               
tendrían la característica de ser perversos, en tanto los beneficios se orientan a los propósitos 
de organizaciones armadas o de actores que buscan mantenerse dentro de la ilegalidad.                                                                                                         
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¿Cómo fueron los procesos de negociación y la desmovilización de las AUC? Durante 
el primer Gobierno de Álvaro Uribe surge la iniciativa de la desmovilización de las 
Autodefensas Unidas de Colombia, el “tercer actor del conflicto colombiano”, una 
organización que se encontraba en la búsqueda de legitimidad política, proceso que 
hemos analizado en el primer capítulo. Para el 2002 las AUC contaban con una 
plataforma mediática22 con una serie de páginas web y la aparición constante en los 
medios de comunicación de Carlos Castaño, quien se presentaba como el jefe 
supremo de las AUC. En la página web Youtube aparecen diversas entrevistas en las 
que Castaño habla del curso de las negociaciones y las acciones paramilitares, así 
como también otro tipo de materiales sonoros y de video23 como documentales, 
corridos prohibidos y puestas en escena de su muerte.  
 
La llegada de las AUC a un proceso de negociación se da cuando diferentes Bloques y 
Frentes se encuentran en la cúspide de la efectividad de sus actividades contando con 
ejércitos de miles de hombres armados y redes que permitían mantener control sobre 
la política y la economía. Aunque las AUC aparentaban ser una organización nacional 
forjada desde 1997, los diferentes bloques como hemos visto en anteriores capítulos 
contaban con total autonomía para manejar y regular sus “zonas de operación”, por lo 
tanto el Estado Mayor Conjunto de las AUC no tenía capacidad de decidir sobre las 
acciones de un bloque, esto dependía de cada comandante. Esto representaría el 
principal inconveniente al momento del proceso de negociación.  
 
                                                 
22 Un análisis extendido sobre el uso de los medios de comunicación por parte de las 
organizaciones paramilitares se puede consultar HIGUERA RUBIO, Diego Mauricio. 2003. Paz 
y Conflicto: Lucha por la determinación de los significados en los discursos de las AUC y las 
FARC-EP. En: Etnografías Contemporáneas. Otros Sujetos, otras aproximaciones en la labor 
antropológica. Facultad de Ciencias Humanas, Universidad Nacional de Colombia. Allí se 
realiza una descripción de la manera en que se comienzan a construir significados alrededor 
del conflicto por los actores armados, la manera en que se representan entre si y al país y 
como se configuran los discursos sobre el “nosotros” y “los otros” en un campo de luchas 
simbólicas. También recientemente Verdad Abierta en un informe titulado “Paras Versión 2.0” 
muestra las estrategias mediáticas de diferentes  organizaciones que conformaron las AUC, 
plataformas en donde se advierte la manera en que los diferentes bloques buscaban figuración 
local  a través de la opinión de sus comandantes sobre problemáticas locales e incluso 
nacionales y secciones de “quejas y reclamos”, lo que muestra el carácter empresarial de 
varias de estas organizaciones.    
  
23 Ver: [http://www.youtube.com/watch?v=X9GGEa4Xr64&feature=related] y videos 
relacionados. Llaman poderosamente la atención los comentarios sobre los videos donde hay 
referencias comunes a Castaño como un “héroe nacional” u “el hombre más valiente de 
Colombia” acompañados de mensajes antisubversivos, lo que nos lleva a preguntarnos por la 
eficacia de las estrategias mediáticas, por la profunda polarización de la sociedad colombiana y 
sobre todo por la memoria que deja esta nuestra guerra sin nombre.   
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Los primeros acercamientos se dan a partir del mes de noviembre de 2002. Esta fase 
exploratoria (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2006) fue adelantada por una 
comisión episcopal y dio como resultado la propuesta de varios bloques de establecer 
una mesa de diálogos y la posibilidad de iniciar un cese de hostilidades por parte de 
tres organizaciones: las AUC desde el 1 de diciembre, el Bloque Central Bolívar desde 
el 5 de diciembre y la Alianza Oriente desde el 8 de diciembre  (Ibídem, 5). 
 
Esta primera aproximación a un proceso de paz da como resultado la instalación de 
una Comisión Exploratoria de Paz por parte del gobierno nacional el 23 de diciembre 
de 2002, la cual debe atender cuatro mesas de dialogo paralelas24, con las AUC 
(dentro de la cual se encontraba el Bloque Mineros), el Bloque Central Bolívar, la 
Alianza Oriente y las Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio (Ibíd., 6).    
   
Tras las primeras reuniones del año 2003 el Bloque Élmer Cárdenas deja de hacer 
parte de las negociación por considerarlas un “suicidio colectivo” para los paramilitares 
(Ibíd.). Sin embargo, las reuniones continúan y en Julio de 2003 se firma el Acuerdo de 
Santa Fe Ralito para contribuir a la paz Colombia en donde “las Autodefensas Unidas 
de Colombia se comprometen a desmovilizar a la totalidad de sus miembros"(Ibíd.). 
Tras una serie de acuerdos en los que se manifiesta la fe que las partes tienen en el 
proceso, la desmovilización comienza el 25 de noviembre de 2003 en la ciudad de 
Medellín con la dejación de armas del Bloque Cacique Nutibara. En el proceso de 
negociación estuvo siempre Ramiro Vanoy, quien fue parte de la mesa de las AUC y 
firmó varios acuerdos, el Acta de Compromiso del 13 de Febrero de 2003 el Acuerdo 
de Santa Fe Ralito, y el acuerdo para la Zona de Ubicación temporal en Santa Fe 
Ralito durante la negociación (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2006: 108-
127).    
 
El Bloque Mineros se desmovilizaría el 20 de Enero del 2006 con 2.789 combatientes 
entre estos entre 2.575 hombres y 214 mujeres. La zona de ubicación temporal fue la 
hacienda “La Ranchería” ubicada en la vereda Pecoralia, del  municipio de Tarazá, 
Departamento de Antioquia. El Bloque entregó 1.433 armas, 611 granadas y 136 .599 
                                                 
24 El Bloque Metro que hacia presencia en el Valle de Aburra, se marginó de este proceso 
principalmente por considerarlo como una “traición” al proceso de autodefensa y a la lucha 
contrainsurgente y por la participación de “narcotraficantes puros” que buscaban solamente 
beneficios penales y deslegitimaban las acciones de las AUC (CIVICO, 2009).   
El Bloque Metro seria finalmente derrotado y asimilado por el Bloque Cacique Nutibara, no solo 
en respuesta por la negativa de la organización para ser parte de la mesa de dialogo sino por la 
confrontación que tenían los dos grupos por consolidarse en Medellín y los municipios del 
oriente antioqueño (NOREÑA, 2007: 109).   
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unidades de munición de diferente calibre (Alto Comisionado para la Paz, 2006: 68). 
Tras la desmovilización Vanoy estuvo prófugo de la Justicia y se entregaría finalmente 
el 26 de Agosto del 2006 para ser recluido en La Ceja junto otros 24 comandantes 
desmovilizados. Su entrega estuvo acompañada por cerca de 3 mil personas del 
municipio de Tarazá quienes lo acompañaron (La W Radio, 26 de Agosto de 2006).  
 
En términos generales, el escenario tras los acuerdos es perfectamente explicado por 
Carlos Otálora: el gobierno colombiano mantenía la idea de que con la desmovilización 
desactivaba el paramilitarismo, de modo que podría consolidar el monopolio de la 
violencia y construir Estado en las zonas ocupadas, en consonancia con la Política de 
Defensa y Seguridad Democrática. Por su parte, los paramilitares pensaban que el 
proceso los beneficiaría en tres puntos fundamentales: primero su calificación como 
delincuentes políticos les quitaba responsabilidad en crímenes de lesa humanidad y 
borraba el delito de narcotráfico, lo que se sumaba a que algunos evitaban la 
extradición a través de este proceso y por ultimo quienes tuvieran aspiraciones 
políticas tendrían la posibilidad de participar de manera legal y legítima (OTALORA, 
2010: 18). 
 
Con este escenario surgieron varios debates y paradojas, especialmente sobre la 
manera en que se desarrollo la negociación; al respecto se pueden nombrar dos 
núcleos: Primero está todo el proceso relacionado con el establecimiento de la Ley de 
Justicia y Paz (Ley 975 de 2005) y sus implicaciones jurídicas y en el campo de la 
reparación y la reintegración, que en esencia es el debate desarrollado también en la 
tesis de Carlos Otálora sobre la forma en que el proceso se debate en dos 
dimensiones, el sometimiento a la justicia y el desarrollo de este como un proceso de 
transición en el marco de las dinámicas del DDR (OTALORA, 2010). Y un segundo 
núcleo en el que se debate que el proceso tuvo fallas estructurales principalmente 
porque las características de las organizaciones paramilitares desbordaban cualquier 
posibilidad de un real proceso de paz (CUBIDES, 2005; MARIN, S.f.; TABORDA, 
2006). 
 
Para Fernando Cubides (2005), dentro de la negociación no se tomaron en cuenta 
aspectos fundamentales del paramilitarismo. La constitución de poderes locales que 
es el problema estructural en el cual hay participación de sectores del Estado, 
especialmente militares y de algunas elites políticas y económicas, no fue un tema 
tratado durante el curso de las negociaciones. En este momento esto se puede ver 
con mayor claridad, los procesos adelantados en Justicia y Paz permitieron conocer, 
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en cierta medida, el funcionamiento del paramilitarismo en las regiones, y adelantar los 
ya conocidos procesos de la parapolítica. Por tanto, el proceso finalmente comenzó a 
mostrar las dificultades que existían dentro de la federación de organizaciones 
paramilitares (AUC) y que esta no tenia poder para regular las dinámicas locales que 
mantenían los diferentes bloques.  
 
En efecto, Otálora discute sobre las implicaciones del proceso, reconociendo la base 
del segundo debate que hemos enunciado: la complejidad del conflicto y de las 
organizaciones paramilitares. Sin embargo, destaca que hasta hoy el proceso conjuga 
el sometimiento a la justicia y el desarrollo de políticas e iniciativas propias de la 
justicia transicional, sin embargo las dificultades se manifiestan en que el proceso tuvo 
más peso en la búsqueda de Justicia que en la construcción de paz, pero como 
veremos más adelante la justicia también ha sido precaria:  La realidad del 
sometimiento judicial no se desprende de decisiones tomadas por incumplimiento de 
los acuerdos por parte  de los paramilitares desmovilizados ni  como respuesta a 
fenómenos imprevistos como la parapolítica. Aunque estas situaciones influyeron para 
ello, desde su concepción los mecanismos implementados contenían un espíritu 
judicialista y punitivo, que a la postre logró  romper el equilibrio buscado entre justicia y 
paz, a favor de la justicia, pero con  serios inconvenientes para la construcción de la 
paz (OTALORA, 2010: 69). 
Justicia y Paz: justicia transicional sin transición y 
retos para la verdad y la justicia 
 
Aunque el proceso no tiene características de la Justicia Transicional si se deben tener 
en cuenta aspectos de esta para dinamizar las problemáticas asociadas a lo esencial 
del actual proceso de Justicia y Paz: Verdad, Justicia y Reparación. Al respecto 
algunos de los aportes más significativos son los de Urpimny y Saffon (2006), quienes 
discuten las características del proceso y destacan la existencia de herramientas para 
la construcción de un escenario de paz teniendo en cuenta las dinámicas actuales de 
Justicia y Paz. La Justicia Transicional surge en contextos posconflicto donde hay 
transformaciones radicales de los órdenes sociales y políticos y la Justicia 
Restaurativa implica procesos de negociación, reconciliación, perdón y 
responsabilización por los hechos criminales. 
 
Si bien el proceso no decanto en un escenario de posconflicto, principalmente por la 
existencia de múltiples organizaciones armadas y la vigencia de la violencia en contra 
El Proceso Paramilitar en Tarazá y el Bajo Cauca Antioqueño, 1997-2010. 84 
 
 
de la población civil, sí existen por ejemplo algunos procesos propios de este 
escenario: el proceso de Desarme, Desmovilización y Reintegración- DDR, el cual se 
desarrolla de una manera sumamente interesante pero al mismo tiempo problemática. 
 
La desmovilización de las AUC dejó 31671 excombatientes (Oficina del Alto 
Comisionado para la Paz, 2006), aunque inicialmente se hablaba de cerca de 15 mil 
hombres y mujeres armadas que conformaban las AUC. El gobierno explicó este 
fenómeno con el argumento de que no solo se descomponía la estructura militar, sino 
también las redes  de logística e inteligencia conformadas por personas que no se 
mantenían armadas, incluso algunos comandantes paramilitares han llegado a afirmar 
que “las señoras de los tintos” llegaron a desmovilizarse (El Tiempo 4 de Marzo de 
2011). 
 
Esto también lo muestra una de las entrevistas que realizamos: “pues al final si se 
desmovilizaron más de 2 mil personas, igual había gente que trabajaba lo social, lo 
político, con los mototaxistas, con los campesinos, milicianos también, todos se 
desmovilizaron, pero no todos andaban con armas, había un ejército, custodiando al 
señor y que cuidaban las fincas o patrullaban.” (Entrevista a Miguel ex combatiente del 
Bloque Mineros, 2010). Esto explicaría en cierta forma el desfase inicial que existía 
entre combatientes y armas entregadas: 18.051 armas (Largas, cortas) por 31.671 
excombatientes, pero motiva al mismo tiempo dos interrogantes fundamentales ¿Se 
desmovilizaron realmente los combatientes y los responsables de los múltiples 
crímenes? ¿Realmente se desarticularon las redes y estructuras económicas y 
políticas de las organizaciones paramilitares? 
 
Sobre el primer interrogante debemos ver la manera en que ha funcionado la Ley de 
Justicia y Paz25, hasta hoy tras casi 6 años de la aplicación se ha logrado establecer la 
magnitud del conflicto y por lo tanto hay que reconocer los avances de esta Unidad de 
la Fiscalía General de la Nación. Algunas cifras sobre los casos documentados los 
                                                 
25 Para un estudio monográfico de la Ley de Justicia y Paz se pueden consultar CIT-Pax (2011) 
“El proceso penal especial de Justicia y Paz. Alcances y limites de un proceso penal concebido 
en clave transicional”. Área de Justicia, Madrid. También el importante trabajo desarrollado en 
2010 por el especialista Kai Ambos (et.al.) “Procedimiento de la Ley de Justicia y Paz (975 de 
2005) y Derecho Internacional. Estudio sobre la facultad de intervención complementaria de la 
Corte Penal Internacional a la luz del denominado proceso de “justicia y paz” en Colombia” 
Universidad de Gottingen y GTZ. En el cual se hace una aproximación técnica a la aplicación 
de la Ley sus alcances y sus procedimientos en los que se destaca principalmente lo estática 
que ha sido en la aplicación de justicia dado que existen inconsistencias para el desarrollo de 
procesos interinstitucionales, y estudia la posibilidad de la complementariedad que se podría 
desarrollar por parte de la Corte Penal Internacional para la agilización de procesos y el 
establecimiento de un proceso que no sacrifique la justicia.   
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podemos ver en detalle en la siguiente tabla (Ver Tabla 12), donde se destacan el 
elevado número de casos de desaparición forzada (35.108), Masacres (1.652), y 
homicidios (175.514). Esto muestra sendos avances en la construcción de Verdad 
pero al mismo tiempo sobre todo fallas en los mecanismos de aplicación de Justicia  
ya que solo hay 3 sentencias, 52.763 hechos confesados en los cuales se han 
relacionado a 67.442 víctimas de las 113.788 que participaron de las jornadas de 
atención que realiza la Unidad (Unidad de Justicia y Paz, 31 de Enero de 2011).  
 
 
Tabla 13. Gestión de la Unidad de Justicia y Paz (2005-2011) 





Masacres  1.652 








Homicidios  175.514 
Desplazamiento 
Forzado masivo (por 
comunidades)  
78.881 
Violencia de Género  701 
Secuestros  3.670 
Extorsión  3.586 
Narcotráfico  82 
Otras Conductas  28.846 
   (Unidad de Justicia y Paz, Enero de 2011)  
 
También es preciso ver como el proceso se presenta como una paradoja de justicia 
transicional sin transición (UPRIMNY, 2006). En el libro de DeJusticia (Ibíd.) se explica 
la conveniencia del sistema de Justicia Restaurativa como paradigma para enfrentar 
los problemas que plantea el proceso colombiano en torno a la justicia. En la Justicia 
restaurativa se debe dar preeminencia a la reparación del daño, quizá algo que 
comienza a plantearse en la Ley de Victimas, la cual se articula con la restitución de 
bienes y tierras; pero hay que reconocer que la reparación continua siendo un reto, 
ante las características del caso colombiano donde lo principal es la vigencia del 
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conflicto, su multiplicidad de actores y las enormes dificultades para construir la verdad 
para todos los crímenes de esta guerra de tan larga duración, la cual desborda 
precisamente el establecimiento de la justicia para las miles de víctimas. 
 
La Justicia restaurativa propone reconocer a las víctimas, su sufrimiento y busca la 
posibilidad de acuerdos con los victimarios tanto para garantizar la justicia, la verdad, 
la reparación y el perdón, como también la responsabilización de estos en los hechos 
y al mismo tiempo su aporte en la construcción de la reconciliación. La justicia 
transicional hace un llamado no solo reconocer a las víctimas, si no a la necesidad de 
la aplicación de sanciones. Ambas dimensiones deben ser complementarias en el 
contexto colombiano, como explican Uprimny y Saffon, dado que la justicia transicional 
puede proveer elementos que aporten a la construcción de la reconciliación, 
especialmente si se piensa que el castigo o la sanción implican un paso y un aporte 
para la reconciliación.  
 
En la posibilidad de perdones proporcionados y responsabilizantes (Uprimny & Saffon, 
2005: 16) se destaca de la Justicia transicional la posibilidad de individualizar y dar 
rostro a los victimarios, y de la justicia restaurativa la construcción de diálogos, perdón  
y reparación a través de la verdad y otros elementos. La proporcionalidad del perdón 
surge del interrogante de qué tanta justicia, verdad y reparación son capaces los 
victimarios (Ver Anexo 1). Estas intersecciones y complementariedades propuestas 
para el actual proceso de justicia y paz incorporan lo fundamental: es necesario el 
sometimiento a la justicia, pero hay que tener en cuenta que ante un número creciente 
de ex combatientes desmovilizándose a diario -y el caso concreto de miles de ex 
combatientes paramilitares inmersos en un proceso de Reintegración-, es preciso 
crear un equilibrio en donde hay costos para la justicia así como para la verdad.  
 
La verdad representa en los contextos de conflicto, el principal derecho de las 
víctimas, surge asimismo como derecho individual y como derecho colectivo de la 
sociedad, en la que es necesaria como un paso significativo hacia la justicia y la 
reparación. En diferentes contextos, los procesos para llegar a la verdad o para 
construir, al menos, una memoria y una historia se han dado en tres dimensiones. La 
primera es una verdad judicial que surge de los procesos judiciales adelantados contra 
personas que han cometido crímenes; la segunda es la verdad extrajudicial 
institucionalizada que a través de espacios reconocidos para tal fin construye una 
verdad para las víctimas, sin embargo, no posee agencia sobre recursos jurídicos. La 
tercera es la verdad social no institucionalizada que surge de los aportes de instancias 
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como la academia y las acciones colectivas de las comunidades (UPRIMNY & 
SAFFON, 2006). 
 
Estas formas de construir verdad se han dado de diferentes maneras en distintos 
procesos; la propuesta es articularlas y complementarlas, en especial, en un espacio 
como el conflicto colombiano, en el cual cada dimensión tiene sus vacíos generados 
por la complejidad misma del conflicto, en que la memoria y la verdad se pierden, se 
desgastan o se vuelven falsetes de una tragedia que muchas veces quienes 
investigamos no vivimos directamente, lo que hace necesaria y urgente la voz de los 
protagonistas del conflicto y de las victimas de sus repercusiones.  
 
No es preciso dar más valor a una verdad que a otra, todas incorporan elementos 
complementarios que construyen las coordenadas temporo-espaciales del presente y 
del pasado, de lo que se vive y lo que se vivió. La articulación de estas verdades 
conlleva una multiplicidad de voces que permite develar las dinámicas del conflicto, 
sus daños y repercusiones y, al mismo tiempo, las formas en que desde esta 
multiplicidad pueden darse formas de reparación y garantías de no repetición. En este 
sentido, no podrían existir verdades mínimas o parciales ya que lo que se busca con la 
verdad es conocer y, en cierta medida, comprender el devenir de los hechos, los 
cuales tuvieron efectos tanto de manera individual como colectiva, lo que permite 
además, la articulación de estas dos esferas y la construcción de referentes, historias 
y verdades comunes, compartidas y construidas. 
 
La importancia de la construcción de la verdad radica, precisamente, en el carácter de 
voces y acciones multiposicionadas, que tienen diferentes formas de agencia para la 
comprensión del conflicto, la construcción de su historia y sus espacios. En este caso, 
la Ley de Justicia y Paz está construyendo solo un tipo de verdad precaria que 
muestra la dificultad de crear responsabilidades, de identificar las redes criminales que 
involucran tanto a agentes estatales como a estructuras orgánicas del mismo Estado 
y, especialmente, oculta la naturaleza misma del conflicto armado, sobre todo en un 
contexto en el que un punto de partida es reconocer que durante los últimos 30 años 
no se ha vivido un simulacro de guerra donde se cruzan múltiples formas de violencia, 
sino un conflicto complejo que surge de la desigualdad, la precariedad estatal, el 
poder,  la confrontación armada y la memoria olvidada. 
 
Aunque, como anotamos anteriormente, hay avances en torno al esclarecimiento de 
cientos de miles de crímenes así como en la construcción de la verdad sobre casos 
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concretos, tal ha sido el caso de los informes de la Comisión de memoria Histórica de 
la CNRR sobre Trujillo, Bahía Portete, La Rochela, El Salado y Bojaya, todos estos 
nos han mostrado la paradoja de que se puede construir verdad pero a costa de 
perder en la Justicia.   
 
Generalidades del Proceso de Reintegración 
 
Ahora bien, sumado al complejo proceso de justicia, verdad y reparación se encuentra 
el proceso de reintegración de miles de excombatientes, que juegan un rol sumamente 
importante en la construcción de verdad y reconciliación. A continuación analizaremos 
algunos elementos generales sobre la manera en que se está dando este proceso. 
 
En los procesos de desmovilización colectiva de las AUC  dejaron las armas 31.671 
personas, según las cifras oficiales de la Oficina del Alto Comisionado para la paz. Sin 
embargo, existen otros marcos normativos que permiten la desmovilización de 
miembros de las organizaciones armadas que existen en el país fuera de estas 
desmovilizaciones colectivas (Ley 418 de 1997, Ley 782)26, por tanto sumado a los 
desmovilizados colectivos hay un total de 23.582 desmovilizados individuales de 
guerrillas y paramilitares desde agosto del 2002 hasta abril del 2011 según las cifras 
oficiales que maneja el Programa de Atención Humanitaria al Desmovilizado (PAHD, 
2011); es decir que hay un total de 55.253 desmovilizados (Ver tabla 13). 
 









                                                 
26 Al respecto se puede consultar la matriz desarrollada por el Observatorio de Procesos de 
Desarme, Desmovilización y Reintegración de la Universidad Nacional de Colombia, que 
describe los diferentes marcos normativos relativos  a la desmovilización y a la atención que el 











Total  55.253 
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Los excombatientes reciben atención de parte de instituciones del Estado como el 
Programa de Atención Humanitaria al Desmovilizado y de la Alta Consejería para la 
Reintegración27, la cual hasta diciembre del 2010 estaba atendiendo a 32.607 ex 
combatientes, en los programas de atención psicosocial, educación básica, media y 
superior y en proyectos productivos. A continuación, en la Tabla 14 presentamos las 
cifras de las personas que han sido atendidas desde el 2007, contrastando con el total 
de desmovilizados:                                             
 
Tabla 15.  Contraste entre desmovilizados vinculados a la ACR y no activos 
(Datos recopilados de la ACR, PAHD, Informe mensual de seguimiento al 
proceso de reintegración de la Policía Nacional) 
 
 
Aquí podemos ver diferencias significativas entre las personas que son atendidas por 
la ACR y el número total de desmovilizados por cada año. Esto nos indica que para el 
2007 un 45% del total de excombatientes no hacia parte de la ACR. Para el 2008 un 
36%, para el 2009 un 38% y para el 2010 un 40,3%. También mostramos el número 
de personas capturadas y muertas que sin embargo se cuentan dentro de los no 
activos.  
 
¿Qué pasa con las personas que no están dentro del proceso de Reintegración que 
ofrece la ACR? Es complicado establecer unos mecanismos de seguimiento que 
permitan establecer las rutas que toman estas personas, pero hay que reconocer que  
los procesos de reintegración no se reducen al ingreso en los programas que ofrece el 
Estado y no todas las personas que están por fuera de las vías institucionales ingresan 
                                                 
27 Se crea en Septiembre de 2006 y reemplaza al Programa para la Reincorporación a la Vida 
Civil (PRVC) del Ministerio del Interior que se encargaba de atender a los desmovilizados 
desde el 2002. 
28 Las cifras de capturados y muertos son las que maneja la Policía Nacional, sin embargo no 
hay un dato consolidado de todo el año 2010, ya que el último informe realizado fue en marzo 













2007 25.318 46.136 20.818 1662 597 
2008 31.351 49.597 18.246 917 440 
2009 31.018 52.235 21.217 1221 396 
2010 32.607 54.681 22.074 299* 80* 
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de nuevo a las lógicas de organizaciones armadas. “Según estimativos de la Policía 
Nacional, de los más de 3.700 miembros que se  estiman tenían las bandas 
emergentes a nivel nacional en mayo de 2009, sólo un  15% serían desmovilizados. 
Entre 2005 y 2009, más de 4.700 desmovilizados han sido capturados por reincidir en 
el delito, de los cuales 1.060 estaban relacionados con las bandas emergentes” (CIT-
Pax, 2009: 97). 
  
Por el contrario, se pueden establecer dinámicas que han generado espacios de 
inclusión y si se quiere procesos exitosos en la reintegración, aunque hayan 
fenómenos que afectan directamente el proceso, como los retornos a organizaciones 
armadas y el asesinato de desmovilizados (CNRR, 2010). Pero tampoco se puede 
olvidar que en las regiones, las estructuras que sostenían el paramilitarismo siguen 
vivas, de modo que las nuevas personas que ingresan a las llamadas bandas 
emergentes, se insertan en dinámicas que son continuidades del fenómeno 
paramilitar.     
 
En el caso de los ex combatientes del Bloque Mineros el proceso de reintegración 
podría calificarse como problemático, dado que durante el 2009 ha sido catalogado por 
el Ministerio del Interior como la zona de más alto riesgo para la población 
desmovilizada en el país (RCN Radio, 18 de diciembre de 2009).  
 
Sin embargo tras su desmovilización se da un proceso que el Observatorio de 
Procesos de DDR de la Universidad Nacional ha definido como Formas Organizativas 
y Asociativas de Desmovilizados (FOAD) y ha realizado un amplio estudio de estas a 
lo largo de todo el país. Estas son organizaciones en que se agrupan los ex 
combatientes que tienen propósitos comunes dentro del proceso de reintegración y 
que pueden ser políticos, económicos o comunitarios, que deben ser leídos como 
ejercicios de ciudadanía tras la desmovilización (ODDR, Junio de 2009: 4).  
 
En Tarazá existió una organización llamada Senderos, fundada el día de la 
desmovilización en enero de 2006 y terminada en Mayo de 2008. Esta agrupaba a la 
totalidad de ex combatientes del Bloque y se encargaba de generar proyectos 
productivos (Ibíd. 27), sin embargo algunos de estos procesos que se mantenían a 
través de la financiación de USAID, terminaron siendo investigados en Abril del 2008 
por “anomalías en la ejecución de recursos”; entre las organizaciones investigadas 
estuvo la Asociación de Productores de Caucho Natural Semillas de Esperanza, 
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desarrollado por la Corporación Tierra de Promisión en Tarazá (El Espectador, 4 de 
Abril de 2008). 
 
Al preguntar por este tipo de iniciativas se aprecia la complejidad del proceso de 
reintegración. Las FOAD en algunos casos si representan reales oportunidades de 
acceso al mundo laboral, educativo y social, sin embargo hay procesos subrepticios en 
las dinámicas de la reintegración y muchos ex combatientes no siguen ni en los 
programas institucionales ni en las lógicas del narcotráfico y la guerra: “pues era difícil, 
mire, nos desmovilizamos mas 2.500 personas, muchas no eran propiamente de 
Tarazá, otras hay que decirlo seguían metidas en la vuelta del narcotráfico y mucha de 
esa gente termino aliada con Don Mario o con La Zorra, el caso es que seguían 
armados y con los narcos pesados que heredaron del señor (Vanoy). Pues cuando 
nos desmovilizamos si nos dijeron que teníamos que entrar a un proyecto productivo y 
que el gobierno nos daba plata a cada uno para montar un negocio, lo del capital 
semilla, si había reuniones y el señor estaba pendiente de que hiciéramos cosas, yo 
ayude alguna vez a una gente que había perdido la casa por el invierno y que llegaron 
allá, pero lo que le digo, no todos los 2 mil desmovilizados se quedaron en Tarazá, 
hubo mucha gente que se fue a Medellín y siguieron con la ACR, otros se perdieron o 
se fueron y como le digo otros seguían haciendo lo mismo de antes, pero eso fue 
después. Al final esa organización si tuvo varios proyectos de caucho y cacao pero no 
estaban metidos todos, digamos por un tiempo si estuvieron pendientes de que nos 
pasaba a los desmovilizados y como antes también seguíamos haciendo algunos 
trabajo social, pero eso termino cuando al señor lo extraditaron, ahí se calentó esto, 
ahí fue que se fue gente, mucha.” (Entrevista a Miguel ex combatiente del Bloque 
Mineros, 2010) 
  
El testimonio muestra además que en este caso, hubo una regulación del proceso de 
reintegración por parte del mismo Bloque Mineros. Aunque desde septiembre del 2006 
los excombatientes recibían ayuda de la ACR, hubo unas dinámicas que hicieron 
depender más a los ex combatientes de sus antiguos comandantes, manteniendo 
lealtades y en algunos casos lealtades que significan el reintegro pero a las 
actividades criminales. Estas dinámicas por ejemplo se pueden ver en Tarazá donde 
las actividades de los ex combatientes fueron determinadas por Vanoy y los mandos 
medios del Bloque Mineros quienes escogieron que la reintegración se centraría en 
proyectos productivos agrícolas de caucho y cacao: “Pues la ACR no es que estuviera 
directamente aquí, hubo visitas y se nos explicó que teníamos derecho a dos millones 
para el proyecto productivo que quisiéramos y que habían opciones de estudio o de 
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trabajo, pero en Tarazá los que quedábamos terminamos haciendo lo que quería el 
señor, que eran unos proyectos de caucho y cacao, otros se fueron y se perdieron, 
pero cuando extraditaron al señor, esto se calentó mucho porque habían ofertas para 
seguir armados, el que no quisiera lo iban matando, por eso desde el 2008 mucha 
gente se vino o para Caucasia que todavía era caliente o para Medellín donde se 
suavizaba un poco la situación (Entrevista a Pedro, ex combatiente del Bloque 
Mineros, 2010).  
 
Sin embargo, tras la desmovilización continuaron las actividades armadas y el control 
del ya extensivo negocio del narcotráfico, como vimos incluso los años 2006 y 2007 
muestran los picos del incremento de las hectáreas cultivadas con coca en Tarazá, lo 
que dice mucho sobre la naturaleza de la organización armada y del curso del proceso 
tras la desmovilización, los incentivos del narcotráfico seguían siendo la causa de un 
nuevo ciclo de violencia.     
 
Hemos explorado dos generalidades del proceso: 1. La fragmentación de las AUC 
desde los procesos de negociación y la manera como comenzaban a advertirse 
continuidades y transformaciones con nuevos fenómenos de violencia; 2. Las 
Dinámicas de la negociación y las consecuencias en materia de Justicia y Paz, y 
Reintegración. Estos elementos le dan forma a nuestro siguiente punto de análisis 
sobre los nuevos ciclos de violencia.  
 
Nuevos Ciclos de violencia. Debate sobre las 
organizaciones armadas de hoy 
 
Uno de los debates que se están dando actualmente es la posibilidad de caracterizar 
los nuevos procesos y ciclos de violencia que se han venido dando. Esto no es algo 
nuevo dentro de los estudios sociales de la violencia, generalmente ésta desborda 
cualquier intento de nominación e incluso de explicación. Los prominentes estudios de 
la violencia que se han desarrollado en Colombia han abarcado diferentes procesos de 
violencia como el bipartidismo posterior a la República Liberal, la posterior 
exacerbación de este fenómeno en la Violencia hasta finales de la década de los 50, el 
bandolerismo, la aparición de organizaciones armadas guerrilleras, sus orígenes y 
dinámicas; el paramilitarismo, el narcotráfico y la delincuencia común, y terminan por 
mostrar los múltiples determinantes de la violencia, el entrecruzamiento de variables y 
su complejidad casi inclasificable.  




Por esta razón y ante la transformación de los escenarios y de los actores armados, y 
también teniendo en cuenta que el fenómeno que actualmente conocemos como las 
Bandas criminales ha sido ampliamente debatido, queremos aportar algunas 
consideraciones desde nuestro estudio regional para seguir construyendo el debate.  
Este se puede expresar en dos corrientes que han caracterizado los estudios e 
investigaciones posteriores a la desmovilización de los más de 31 mil combatientes de 
las organizaciones paramilitares.  
 
Por una parte esta la posición oficial de parte del gobierno  que argumenta que tras la 
desmovilización desaparece el paramilitarismo y que lo que sucede actualmente 
corresponde con hechos aislados ligados especialmente al narcotráfico, pero que no 
guardan una relación explícita con las organizaciones ya desaparecidas que hicieron 
parte de las Autodefensas Unidas de Colombia. Por otra parte, se encuentran las 
referencias de los estudios que vinculan los actuales ciclos de violencia y las 
organizaciones armadas vigentes como continuidades, aunque con ciertas 
transformaciones de forma más no de fondo, del paramilitarismo como lo conocimos 
antes de la desmovilización.  
 
 
¿Ha desaparecido el paramilitarismo en Colombia? 
 
Esta postura es la que ha asumido principalmente el gobierno y marca también una 
tendencia al momento de caracterizar el proceso actual de violencia que golpea 
fuertemente muchas regiones del país, especialmente el Bajo Cauca Antioqueño, en el 
cual se desarrolla un  nuevo ciclo de violencia que nos llama poderosamente la 
atención. Pero por el momento haremos algunas precisiones generales para 
posteriormente entrar en los detalles de la región que estamos estudiando. 
 
¿Terminó el paramilitarismo con la desmovilización? Es la pregunta fundamental. Ante 
una creciente ola de violencia, que solo se comienza a reconocer desde el 2009, por 
parte de actores que ahora son incalificables como paramilitares29, ya que el 
                                                 
29 La Ley 418 de 1997 fue el marco que permitió el reconocimiento de los paramilitares como 
un actor político, a pesar de muchas inconsistencias, principalmente por los crímenes de lesa 
humanidad y por el narcotráfico que desdibujaba el pretendido manto político de los 
paramilitares. Tras la última desmovilización acordada en el proceso de negociación que fue la 
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paramilitarismo se había “desmontado”, para usar un término recurrente en el discurso 
oficial del gobierno, nos preguntamos si estamos ante una serie de grupos que nunca 
dejaron de ser lo que eran antes de la desmovilización. Las bandas criminales son 
organizaciones con los mismos mecanismos de control y uso de la violencia. Las cifras 
de desplazamiento forzado se mantienen, como vamos a ver más adelante; así como 
no desaparecen los homicidios contra periodistas, líderes y lideresas comunales 
(indígenas, victimas, tierras) y sindicalistas, además de comenzar a experimentar crisis 
en la seguridad en las principales ciudades del país donde se dan fenómenos como el 
desplazamiento intraurbano siendo Medellín el foco principal de esta problemática 
(Personería de Medellín, 2010).    
 
Desde el año 2006 se identificaron problemáticas sobre las acciones de 
organizaciones armadas que operaban en las zonas recientemente desocupadas por 
los paramilitares que se acababan de desmovilizar. Las primeras denuncias apuntaron 
a las fallas estructurales del proceso, que ya hemos visto con anterioridad, donde 
facciones, bloques o incluso los mismos desmovilizados, eran los responsables de 
este nuevo ciclo de violencia. Incluso como consecuencia de esto fueron extraditados 
en 2008, 15 comandantes paramilitares a los Estados Unidos por delitos relacionados 
con el trafico de drogas y por seguir “delinquiendo” tras la desmovilización.  
 
 La Misión de Apoyo al proceso de paz de la OEA (Mapp/OEA) en el 2006 comenzó a 
identificar en diferentes regiones del país actividades relacionadas con  bloques que 
no se desmovilizaron y un fenómeno de “rearme” por parte de desmovilizados. La 
Mapp/OEA advirtió desde el sexto informe del 16 de Febrero de 2006, el fenómeno de 
organizaciones armadas que tenían mecanismos de operación idénticos al 
paramilitarismo pre-desmovilizado, y que se extendían también por diferentes 
departamentos del país.  
 
La Mapp/OEA reconoce varios puntos importantes que habrían propiciado los nuevos 
ciclos de violencia, por una parte el retroceso de las guerrillas en algunas regiones del 
país y el avance de la fuerza pública, lo que propició la lucha territorial entre nuevos 
grupos armados ilegales debido a los relevos de mandos medios desmovilizados, 
donde éstos toman el control de las acciones que antes realizaba el Bloque o 
estructura.  
 
                                                                                                                                               
del Bloque Elmer Cárdenas en agosto del 2006, las organizaciones que no se hayan acogido a 
la desmovilización tendrían ahora condición de criminales y delincuentes comunes.  
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Por otra parte habrían reductos de Frentes o Bloques (Ver Anexo 2) que no se 
desmovilizaron, los cuales, “son grupos que hacían parte orgánica de las estructuras 
armadas de los Bloques desmovilizados y continúan realizando las mismas 
actividades delictivas en sus zonas de influencia” (Mapp/OEA 2006, 8). 
 
La MAPP-OEA advirtió también que la aparición de nuevos actores armados ilegales, 
que responden a disímiles intereses, traía consecuencias importantes para el proceso 
de reintegración en la medida en que estos nuevos grupos utilizaban a la población 
desmovilizada y comenzaban nuevos dinámicas de reclutamiento. La población 
desmovilizada representa dentro del mercado de la guerra a sujetos con la disposición 
y la experiencia en manejo de armas, en instrucción militar, en inteligencia, etc., 
sujetos que conocen las dinámicas de la violencia. 
 
A su vez diferentes informes de centros de investigación como la Fundación Ideas 
para la Paz, INDEPAZ e International Crisis Group, comenzaron a estudiar el 
fenómeno, el cual se caracterizaba precisamente por ser un proceso complejo en 
donde habían organizaciones que no tenían la capacidad de control que tenían los 
Bloques de las AUC y otros que manejaban las mismas dinámicas en las regiones 
“Algunos de estos grupos, como la Organización Nueva Generación (ONG) en Nariño, 
han empezado a operar de modo muy similar al de los antiguos bloques de las AUC 
en la región, realizando, entre otras, operaciones de contrainsurgencia y buscando 
controlar territorio y población para dominar el negocio del narcotráfico. Otros, como 
las Águilas Negras en Norte de Santander, son menos visibles, y compiten y colaboran 
a la vez con redes criminales establecidas en la frontera con Venezuela.” (International 
Crisis Group, 2007: 2). 
 
El informe del Crisis Group identifico cuatro regiones estratégicas, la costa atlántica, 
Norte de Santander, Nariño y Medellín, en donde se podían ver estas dinámicas de 
nuevos grupos que mantenían principalmente las estructuras económicas de los 
bloques de las AUC. La Fundación Ideas para la Paz, advertía que se podría estar 
gestando una tercera generación paramilitar con organizaciones que si bien no tenían 
una agenda política, mantenían el control sobre la economía del narcotráfico en varias 
regiones del país (FIP, 2005).  
 
Por otro lado INDEPAZ ha insistido en que se reconozca la relación directa de estas 
organizaciones con las AUC. Aunque si bien hay transformaciones importantes, como 
que son organizaciones más pequeñas, menos articuladas entre sí y con una 
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importante reducción de las alianzas con sectores del Estado en las regiones, estas 
son organizaciones herederas del paramilitarismo, por lo tanto definen el fenómeno 
como narcoparamilitarismo: “la denominación de narcoparamilitares sigue siendo 
pertinente para subrayar que, como las AUC o el Bloque Central Bolívar, estas 
estructuras  combinan negocios respaldados con las armas y alianzas con instancias 
del poder político y de la fuerza pública” (INDEPAZ, 2010: 7).  
 
Además,  estas organizaciones siguen ejerciendo violencia de manera sistemática, lo 
que origina problemáticas como “desplazamiento forzado y abandono de tierras, 
asesinatos y masacres, amenazas a las comunidades y organizaciones para facilitar 
control territorial,  fortalecer alianzas políticas y ofrecer servicios de seguridad a 
negocios legales y a las autoridades que se vuelven sus cómplices.” (Ibíd.); 
características que sustentan la relación de estas nuevas organizaciones con el 
paramilitarismo. 
 
También la CNRR en su primer informe identifica dos procesos que caracterizan a las 
organizaciones de este nuevo ciclo de violencia:  
 
Disidencias: que surgen de desacuerdo o ruptura en la jefatura de un Bloque de las 
Autodefensas producido durante los procesos de desmovilización colectiva. Incluye a 
todas las estructuras paramilitares de las AUC que no se desmovilizaron oficialmente 
durante los procesos colectivos efectuados entre el año 2002 y 2006.  
 
Rearmes: Expresiones armadas que se han conocido luego de los procesos colectivos 
y asociadas a las antiguas estructuras de las AUC. (CNRR) 
 
Hasta el 2008 se habían propuesto diferentes formas de nombrar a estos grupos, que 
hacían su aparición tras la desmovilización: bandas emergentes, reagrupamientos de 
desmovilizados, nueva generación del paramilitarismo, las águilas (en todas la gamas 
de colores), bandas criminales. Actualmente el fenómeno se ha definido bajo el 
nombre de Bandas Criminales, sin embrago el debate alrededor de la naturaleza de 
estas organizaciones continúa. 
 
Los diferentes informes que hemos revisado permiten pensar que hubo más 
continuidades que cambios entre las organizaciones paramilitares y las Bacrim. 
Aunque exploraremos los argumentos que definen a estas organizaciones como 
puramente criminales y sin relación directa con el paramilitarismo. 




El profesor Eduardo Pizarro destaca las características de los diferentes grupos 
paramilitares y de derecha en América Latina, citando ejemplos como los escuadrones 
de la muerte en el Cono Sur, las Rondas Campesinas en el Perú o las Patrullas de 
Autodefensa Civil (PAC) en Guatemala, y las AUC, como organizaciones cuya 
vocación fue la contrainsurgencia (PIZARRO, El Tiempo 24 de enero de 2011). 
 
Este es un punto fundamental para diferenciar a estas organizaciones del 
paramilitarismo, ya que estas bandas criminales no combaten a la guerrilla; como lo 
explica claramente el profesor Pizarro: “por el contrario, la mayoría adelantan alianzas 
pragmáticas con los grupos guerrilleros para el tráfico de drogas. Pero, además de 
esta inconsistencia intelectual, denominar paramilitares a estas bandas genera un 
nuevo efecto perverso: proporcionarles a estos criminales un estatus político que no 
tienen, ni ameritan. Esto les genera a sus jefes la esperanza de un reconocimiento 
como futuros interlocutores válidos ante el Estado y la sociedad y, por tanto, los 
estimula para continuar delinquiendo” (PIZARRO, El Tiempo 24 de enero de 2011).  
 
El comandante de las Fuerzas Militares, almirante Edgar Cely, señala otros elementos 
que a su juicio demuestran que el paramilitarismo y las Bacrim no guardan ninguna 
relación ya que estas son organizaciones de delincuencia organizada que tienen por 
objetivo y fin la economía del narcotráfico, además señala que: “Las autodefensas 
terminaron siendo unos criminales metidos en el narcotráfico, pero de alguna manera 
nacieron con un objetivo de combatir a las guerrillas.” (El Universal, 26 de Marzo de 
2011). 
 
Cely argumenta también que en el afán de controlar y consolidar la economía del 
narcotráfico a través de redes mafiosas, estas han hecho alianzas con las guerrillas. 
Además, “tiene un segundo elemento, perverso, y son las redes criminales que están 
sirviendo a estos narcotraficantes. Son delincuentes de todas las pelambres que se 
venden de banda en banda” (El Universal, 26 de Marzo de 2011). 
 
La Policía Nacional explicó que el crecimiento de estas bandas se debía a “la 
reestructuración, fusión y nuevos reclutamientos de las 16 distintas organizaciones 
criminales, que pasaron a convertirse en seis a principios de 2010; y que ahora operan 
en al menos 18 de los 32 departamentos de Colombia. (Semana, Enero 8 de 2010)  
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Según la Policía y el Ministerio de Defensa Nacional para el año 2010 existían 
solamente seis bandas: 'Urabá', 'Los Paisas', 'Los Rastrojos', 'Los Machos', 'Renacer' y 
el 'Ejército Revolucionario Popular Antiterrorista Colombia' (Semana, Enero 8 de 
2010).  
 
En más detalle, el Segundo Informe  del Área de procesos de DDR de la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación, explora el fenómeno y sintetiza las 
características primordiales de este, el cual es la conjunción tanto de continuidades 
como de transformaciones de las acciones paramilitares. Sobre el tema de la 
contrainsurgencia allí se reconoce que “no se perfila un discurso político ni está 
prevista una ofensiva  contra las guerrillas” (CNRR, 2010: 111), incluso se han llegado 
a dar acuerdos con éstas para mantener el narcotráfico.  
 
Además, con respecto a si es posible denominarlas como paramilitares, el informe 
aduce que el impacto del control territorial no es “de la magnitud de la cruenta  
ocupación territorial paramilitar anterior, aunque no son desestimables y en algunos 
contextos particulares  son de iguales efectos” (Ibíd. 116) 
 
Frente a los argumentos que diferencian a las bandas criminales del paramilitarismo 
por su vocación contrainsurgente, existen varias posturas. Francisco Gutiérrez destaca 
que “el objetivo instrumental de la violencia paramilitar no es sólo contrainsurgente. No 
lo fue en sus orígenes y no lo es ahora. Incluso en los territorios donde ya habían 
expulsado a la insurgencia los antiguos paramilitares continuaron ejerciendo la 
violencia, como en Barrancabermeja a partir de 2001, Córdoba en 1998 o el Bajo 
Cauca en el 2004.” (GUTIERREZ, El Espectador 2011).  
 
También Jorge Alberto Restrepo muestra que el paramilitarismo en su momento 
tampoco fue caracterizado como un fenómeno exclusivamente contrainsurgente: “en 
Colombia hemos dado en llamar paramilitar a un grupo armado cuando se encuentra 
por fuera de la estructura formal del Estado pero cuenta con la anuencia activa o 
pasiva del mismo y cuando ejerce el poder por medios violentos, incluso retando al 
Estado. No sólo cuando es contrainsurgente (RESTREPO, El Tiempo 26 de febrero de 
2011).  
 
Las críticas alrededor de la denominación de estas organizaciones como simples 
aparatos criminales apuntan a que una banda criminal puede ser considerada como 
cualquier tipo de asociación para delinquir “desde una red de apartamenteros hasta un 
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grupo mafioso, pasando por todas las escalas intermedias. De hecho, también cabrían 
en la categoría los paramilitares, en la medida en que finalmente el Estado terminó 
negando el estatus político que ellos reclamaban” (GUTIERREZ, El Espectador 2011). 
 
Por otro lado y  mas allá de un intento de clasificación, hay que reconocer como lo ha 
hecho el gobierno, que el fenómeno de las bandas criminales se encuentra en 
crescendo; su presencia en diferentes regiones del país muestra las dificultades que 
existen en la consolidación del Estado y la manera en que aun opera en las periferias 
y en las estructuras políticas y sociales que se construyen en la ilegalidad, el crimen y 
el uso de la violencia. Por lo tanto, no es de extrañar que las bandas criminales incidan 
en los procesos políticos regionales y locales y a su vez afecten dinámicas de protesta 
social o el desarrollo de actividades como la restitución de tierras y la defensa de los 
derechos humanos.  
 
La Misión de Observación Electoral ha desarrollado mapas de riesgo electoral (MOE, 
2010), en donde estas organizaciones tendrían injerencia, como la tuvieron los 
paramilitares, lo que demuestra que estas organizaciones mantienen formas de 
proceder similares al paramilitarismo. Así, para las elecciones del Congreso y Senado 
del año 2010 se identificaron riesgos en 173 municipios en departamentos como 
Antioquia (dentro de los cuales esta Tarazá), Córdoba, Valle del Cauca, Norte de 
Santander, Cauca y Nariño, zonas en las que hubo un amplio control paramilitar. 
Entonces es posible afirmar que este tipo de prácticas de control político local son, 
aunque en menor medida, utilizadas por las bandas criminales así como en su 
momento lo hicieron las AUC (MOE, 2010: 110). 
 
Mauricio Romero explica que la existencia de redes de poder político en lo local ha 
permitido una manera particular de participar en la política, en donde la ilegalidad y la 
injerencia de organizaciones armadas ha sido históricamente parte de los instrumentos 
de participación. Destaca además que esto guarda relación con las dificultades que ha 
tenido el Estado de derecho para posicionarse en las regiones a través de la estrategia 
de Consolidación Social del Territorio, especialmente en las que hubo presencia de las 
AUC, ya que han sido constantes fenómenos como el desplazamiento forzado y el 
mantenimiento de las cadenas productivas del narcotráfico (ROMERO, 2008: 43). 
 
Ahora bien, este tipo de injerencia política no necesariamente apunta a que las bandas 
criminales tengan una agenda en concreto, como lo explica Luis Jorge Garay. En 
Colombia han existido fenómenos de Captura del Estado y de Reconfiguración 
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cooptada del Estado, que han sido formas determinantes del desarrollo político en las 
periferias regionales. Las acciones de grupos armados tienden a buscar beneficios 
que no solo son económicos y en el espacio político sus intereses se pueden reflejar 
en beneficios de tipo jurídico, penal y en algunos casos de legitimación. La captura del 
Estado permite que los poderes intrasistemicos regionales construyan formas 
particulares de participación política ilegitima, es así como se desarrollan practicas 
como la corrupción y varios delitos electorales  (GARAY, 2010: 220). 
  
Hay intereses pragmáticos para incidir en la política, esto es un aprendizaje que deja 
el paramilitarismo en las bandas criminales, pero más que eso corresponde con la 
manera en que el estado se ha desarrollado en las regiones periféricas del país, es 
decir, ha ocurrido una completa modificación de la forma de participación política dada 
por la regulación del sistema electoral, el uso sistemático de la coerción y la violencia 
por parte de los intereses tanto de actores armados como de sectores políticos y 
agentes estatales lo que termina por construir redes en las que se relacionan estos 
actores dentro del ejercicio de la captura y reconfiguración del Estado. (GARAY, 2010; 
GUTIERREZ, 2007). Y como dichas redes no desaparecieron con la desmovilización 
de las AUC, las organizaciones armadas ilegales actuales tienen un lugar y unas 
funciones específicas dentro de estas.  
 
El Gobierno Nacional ha dado una respuesta interinstitucional  que busca crear 
estrategias para el fortalecimiento de la seguridad en los contextos rurales y urbanos 
en donde se han identificado las actividades de las Bandas Criminales. Es así como a 
través del decreto 2374 del 1 de Julio de 2010 y teniendo en cuenta las directrices del 
Plan de Desarrollo 2006-2010 que trata en el capítulo 6 las acciones a tomar “Hacia la 
consolidación de la Política de Seguridad Democrática”, se crea la “Comisión 
Interinstitucional contra las Bandas y redes criminales” la cual define el fenómeno de la 
siguiente manera: 
“Que las Bandas Criminales contextualizan dos modalidades criminales 
dentro de su comportamiento armado y delictivo. Por un lado, los 
componentes estructurales: están ubicados particularmente en zonas 
rurales, poseen armas de guerra y evidencian una jerarquía buscando 
capacidad para custodiar, explotar y disputar zonas estratégicas del 
narcotráfico y otras modalidades delictivas. Por otro lado, las redes 
criminales: las cuales, si bien no hacen parte del componente 
estructural, sí se identifican como miembros de la BACRIM a la que 
sirven, así simultáneamente pertenezcan a otros grupos 
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delincuenciales, como los denominados “combos” y “oficinas de cobro”. 
(DECRETO 2374 de 2010)  
 
Así mismo identifica en concreto 6 organizaciones con estructuras armadas 
independientes pero que en varios casos se interrelacionan (Urabeños, Rastrojos, 
Paisas, ERPAC, Machos y Renacer) y que además se caracterizan por una total 
carencia de matriz política entendida esta como “ideología” lo que como hemos visto 
distancia a estas organizaciones del paramilitarismo contrainsurgente:  
  
Que estas organizaciones están compuestas por varias personas, se 
identificaron desde el año 2006 y han permanecido en el tiempo hasta la 
fecha. Se caracterizan por ser organizaciones de carácter multidelictivo, 
independientes unas de otras, carentes de cualquier tipo de ideología, 
desplegándose hacia zonas donde convergen las fases de la cadena 
del narcotráfico, llegando incluso a consolidar alianzas con grupos 
terroristas (FARC y ELN) y con organizaciones delincuenciales con 
propósitos criminales. 
 
Las organizaciones como Los Rastrojos y Los Machos fueron inicialmente las 
estructuras armadas de los líderes del cartel del Norte del Valle Wilber Varela y Diego 
León Montoya respectivamente formadas para la confrontación que se dio entre el 
2003 y el 2005 por el control del cartel (FBI, 2009; LOPEZ, 2007). Estas estaban 
directamente ligadas al desarrollo del narcotráfico y crecerían en cierta medida de 
manera simultánea pero diferenciada de los bloques de las AUC. Estas dos incluso 
intentarían mostrar un cariz político identificándose a sí mismas como Autodefensas 
Unidas del Valle (Los Machos) y Rondas Campesinas del Valle (Los Rastrojos) 
(ACNUR, 2005; INDEPAZ, 2005), nombres por demás muy sugestivos en referencia a 
las AUC y a las Rondas Campesinas del Perú cuyos procesos se vinculan con la 
contrainsurgencia.  
 
Los Urabeños entra dentro de la clasificación de la CNRR como un rearme en el que 
participan desmovilizados del Bloque Elmer Cárdenas y que fue liderado por Daniel 
Rendón Herrera conocido como Don Mario (Semana 17 de Marzo de 2007 y 15 de 
Abril de 2009) y quien tras haber hecho parte del Bloque Centauros se desmoviliza 
con el Elmer Cárdenas para posteriormente convertirse en prófugo y reaparecer 
públicamente el 15 de Octubre de 2008 cuando es difundido un video en el que 
inaugura la organización Autodefensas Gaitanistas de Colombia, que retomó las 
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estructuras económicas del narcotráfico que habían mantenido el Elmer Cárdenas en 
Urabá y Choco y el Bloque Mineros en el Bajo Cauca y occidente antioqueño y que 
desaparecería con la captura de Don Mario el 15 de Abril de 2009. Particularmente 
este grupo difundió comunicados en el Urabá y el Bajo Cauca a través del Frente 
Carlos Vásquez los cuales mostraban un claro interés por mostrar una matriz política: 
 
"Frente Carlos Vásquez 
"Le queremos informar a la opinión pública nacional que en vista de los 
incumplimientos del gobierno en el proceso de paz que adelantó con las 
autodefensas unidas de Colombia, y el avance de la guerrilla en busca 
de controlar zonas donde ha ejercido control la autodefensas durante 
muchos años, nos vimos obligado a continuar con nuestra lucha 
antisubversiva y en defensa de los intereses de las comunidades más 
vulnerables víctimas del abandono estatal producto de la corrupción 
político-administrativa. Que le hemos dado el nombre a nuestro 
movimiento el nombre de; Autodefensas Gaitanistas de Colombia, en 
homenaje a ese gran líder asesinado por defender a las clases más 
desprotegidas del país. Nuestros esfuerzos irán encaminados a luchar 
contra la guerrilla, la corrupción, el terrorismo, el secuestro, los 
crímenes de estado, la politiquería, la violación a los derechos 
humanos y al fortalecimiento de la democracia participativa. En busca 
de una Colombia madre patria para todos" (URABA EN LINEA, 15 de 
Octubre de 2008).   
 
Este comunicado muestra como esta organización se presentaba como una 
continuidad de las desmovilizadas AUC y destaca tres puntos claves: la continuidad de 
la lucha contrainsurgente y la debilidad del Estado para consolidarse en las regiones, 
el incumplimiento del Estado con los desmovilizados y finalmente la aparente 
vindicación del nombre de Jorge Eliecer Gaitán. Sin embargo, no es posible afirmar 
que en efecto esta haya sido la naturaleza de esta organización, aunque si aplicaron el 
uso sistemático de la violencia en la búsqueda del control del narcotráfico pero al 
mismo tiempo realizaron amenazas de  violencia política y limpieza social que se 
tradujeron también en que continuaron los asesinatos selectivos de líderes sindicales, 
victimas, y líderes campesinos (CODHES, 27 de Octubre de 2008; Escuela Nacional 
Sindical, 2009; CINEP Banco de Datos derechos Humanos y Violencia Política 16 de 
octubre de 2008-15 de abril de 2009). 
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Posteriormente esta organización derivaría en lo que actualmente se identifica como 
“Los Urabeños” la cual se encuentra en una confrontación directa con la organización 
de “Los Paisas”. Esta última se origina en las dinámicas de la ciudad de Medellín y 
seria la estructura armada de la Oficina de Envigado en las subregiones de Antioquia. 
Los Paisas tienen control sobre el Valle de Aburra, el Suroeste y un corredor 
estratégico entre Caucasia el sur de Córdoba y Sucre siguiendo el curso del rio Cauca. 
La confrontación se da tras la extradición de Diego Murillo “Don Berna” y tras la 
alianza de Alias Valenciano con los Urabeños para lograr el control del tráfico de 
drogas en el norte y el bajo cauca antioqueño y la disposición de la Oficina de 
Envigado liderada por Alias Sebastián del mismo objetivo (Plenaria Concejo de 
Medellín del 9 de Marzo de 2010; Entrevista a Ex combatiente del Bloque Mineros). 
 
Ante esto, vale la pena preguntarse ¿Hay diferencias entre un Banda criminal al 
servicio del narcotráfico como “Los Paisas” o “Los Urabeños” y el bloque Mineros de 
las AUC? Hemos visto que Urabeños y Paisas tienen raíces en organizaciones 
paramilitares desmovilizadas, porque nutren sus estructuras armadas con ex 
combatientes desmovilizados y porque han mantenido las estructuras económicas del 
narcotráfico que mantenían los paramilitares. Además sumado a que practicas como 
las amenazas y la violencia sistemática contra campesinos y otros sectores sociales 
permanecen vigentes, así por ejemplo valdría la pena indagar sobre las consecuencias 
que han tenido los fenómenos de las amenazas y las limpiezas sociales, no solo en el 
Bajo Cauca antioqueño sino también a lo largo del país, las cuales se manifiestan en 
panfletos que son atribuidos a las bandas criminales: 
“Según las autoridades, los primeros panfletos de esta nueva ola 
aparecieron en la ciudad de Medellín a finales de 2008. Una versión 
inicial circuló ampliamente y con el tiempo se conocieron otros con 
lenguaje similar, pero dirigidos a barrios, universidades y organizaciones 
específicas. De la misma manera, los móviles de la ‘limpieza’ y los 
destinatarios de las amenazas han variado, pues a los ya mencionados 
se sumaron razones políticas. Se identificó con nombres propios e 
incluso con direcciones, a líderes sociales, juntas de acción comunal y 
organizaciones juveniles y estudiantiles en universidades públicas, 
quienes han sido amenazados de muerte “por servir de fachada a la 
subversión. 
Para finales de abril de este año, la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Colombia manifestó 
su preocupación frente al conocimiento de 18 formas estándar y 26 
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versiones particulares del panfleto, que se distribuían en 24 
departamentos del país. En mayo, el director de la Policía Nacional, 
general Óscar Naranjo, declaró que tenían identificados 73 municipios 
en 19 departamentos donde circulaban panfletos.”  (CINEP, 31 de Julio 
de 2009) 
 
¿Esta práctica se puede considerar como antisubversiva, es acaso una continuación 
de la lucha contrainsurgente del paramilitarismo desmovilizado? Hay que tener en 
cuenta que organizaciones como el Bloque Mineros surgieron precisamente como 
ejércitos articulados a los intereses del narcotráfico, tal y como lo son actualmente las 
Bandas Criminales, y que a lo largo de un proceso de consolidación regional que 
integraba tanto la lucha por el control del narcotráfico así como el control social y 
político de amplias zonas, se enfrentó a la guerrilla con la estrategia de “quitarle agua 
al pez” atacando principalmente a la población civil y a lo que consideraban las “bases 
sociales de la subversión”, sindicalistas, líderes y lideresas comunales y políticos 
(ROMERO, 2003; CUBIDES, 1999), así como también a todo lo que era considerado 
como diferente (drogadicción, prostitución, orientación sexual no heteronormativa, 
delincuencia común) dentro de un proyecto que se fundamentaba en ordenes 
simbólicos que definían a la sociedad. 
 
Con esto encontramos semejanzas en las maneras de actuar, mas sin embargo al 
mismo tiempo cambios significativos de orden organizativo dado que las bandas 
criminales no mantienen el mismo control social y político que alcanzo el Bloque 
Mineros. Más sin embargo, dinámicas como la que acabamos de ver sobre el uso de 
prácticas similares, además de las posibles interferencias en el campo electoral, nos 
llevan a preguntarnos si  estas “nuevas” organizaciones potencialmente pueden 
alcanzar la magnitud del paramilitarismo  como lo conocimos antes de la 
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CAPITULO 4. Tarazá y Bajo Cauca hoy. 
Lugares de riesgo 
 
Hemos estudiado las dinámicas del paramilitarismo hasta su proceso de consolidación 
política, social y económica, lo que nos permite afirmar que el proceso paramilitar en el 
Bajo Cauca Antioqueño había construido el poder y el control de tal manera que 
abarcaba muchos aspectos de la vida social de la región, creando redes económicas y 
políticas que extendían el poder de la organización armada.  
 
El proceso de desmovilización se da en un momento preciso en donde hay “plusvalía 
de poder”, es decir donde las estructuras de poder que existían permitían que las 
diversas actividades financieras, políticas y de control social, se siguieran ejerciendo 
con facilidad. Por diversos factores, el narcotráfico permitía una solvencia financiera 
para mantener a un grupo de hombres y mujeres armados, el control de zonas de 
cultivo de coca y las cadenas de procesamiento así como de rutas para el tráfico, la 
diversificación económica (minería, juego, rentas municipales) y también, ante 
semejante poder, la posibilidad de controlar mediante mecanismos violentos y de 
cooptación a la sociedad campesina y urbana del Bajo Cauca antioqueño.   
 
Actualmente, el municipio de Tarazá y la subregión del Bajo Cauca en la que se 
encuentra, son quizá sinónimos de riesgo y violencia. El principal reto que tuve en el 
desarrollo de esta tesis es un ejemplo claro, en diferentes ocasiones estuve obligado a 
aplazar las visitas al municipio por cuestiones de seguridad. En algún momento incluso 
dos personas que entreviste me respondieron tras explicarles que quería viajar a 
Tarazá, que no lo hiciera, una me dijo: “usted llega y no se alcanza a bajar del bus” 
(Entrevista a Excombatiente del Bloque Mineros) y la otra: “no es recomendable, sin 
un esquema de seguridad correría mucho peligro” (Entrevista a funcionario de la 
Gobernación de Antioquia).  
 
Lo expresaban de dos maneras muy distintas, pero el mensaje era muy claro: es una 
zona de riesgo, hay que viajar acompañado. Incluso instituciones como la ACR, la 
Asesoría de Paz de la gobernación de Antioquia, la CNRR y la Mapp/OEA, que están 
desarrollando procesos de acompañamiento y seguimiento al proceso de reintegración 
tienen bastantes dificultades en la zona, cuando por las acciones de organizaciones 
armadas realizan visitas esporádicas.      
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Existe mucho riesgo en esta zona y son muy fuertes las implicaciones de desarrollar 
iniciativas de reconciliación y reintegración, teniendo en cuenta que tiene una de las 
tasas de desplazamiento más altas del país desde el 2006 (ver Tabla 4), la tasa más 
alta de desmovilizados asesinados del país, y que es considerada como uno de los 
focos de las “nuevas organizaciones armadas criminales”, lo que supone más 
posibilidades para la reproducción de la violencia.  
 
Desafortunadamente Tarazá se ha convertido en uno de los lugares más conflictivos 
del país, por una parte por la existencia de nuevas organizaciones armadas, el 
fortalecimiento de nuevos nichos económicos como la minería ilegal de oro y el 
narcotráfico. Y por otra, por sus bajas tasas de desarrollo local en materia de 
infraestructura y calidad de vida. En este apartado queremos presentar algunos 
elementos de consideración que nos permitirán plantear la continuidad de las 
dinámicas de la violencia y la manera en que las bandas criminales se constituyen en 
el principal riesgo, dado que su establecimiento en la región mantiene el control social, 
político y económico de la región.  
 
Persistencia del Desplazamiento forzado y movilización 
social. 
 
El municipio de Tarazá mantiene unas tasas elevadas de de expulsión de población. 
Según los datos de acción social, entre 2008 y 2011, se ha visto una gran proporción 
de población desmovilizada, teniendo como punto de referencia el año 2001 donde 
más de 450 familias salieron de los corregimientos y de la cabecera municipal (Ver 
Tabla 4). Como hemos visto en anteriores capítulos, el año 2001 marca la 
consolidación del Bloque Mineros tras una confrontación con el ELN y con los frentes 
18 y 37 de las FARC. Sin embargo, las dinámicas del desplazamiento se deben a 
diversos factores, principalmente la vulneración de los derechos, las confrontaciones 
armadas y prácticas que no han desaparecido con la desmovilización como el 
asesinato selectivo y el control social de las economías locales ilegales (narcotráfico, 
minería, madera) por medio de la coerción. 
 
En este sentido se puede nombrar la reciente expulsión de cerca de 4.000 personas 
(El Espectador febrero 20 de 2011, El Colombiano febrero 18 de 2011, TeleAntioquia 
febrero 18 de 2011), aunque no hubo un registro concreto sobre la cantidad exacta de 
personas que se desplazaron hacia el casco urbano del municipio. Este se debió, 
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según la Asociación Campesina del Bajo Cauca, a las continuas fumigaciones con 
glifosato sobre corregimientos de los municipios de Tarazá, Valdivia e Ituango y la 
presión por parte de grupos armados para incrementar las áreas de cultivo, lo que 
generó el desplazamiento y la movilización campesina que exigía el cese de las 
fumigaciones y la creación de una Comisión especial para tratar las diferentes 
problemáticas de los campesinos de la región en torno a los temas de sustitución de 
cultivos y la efectividad de los programas institucionales (ASOCIACION CAMPESINA 
DEL BAJO CAUCA, febrero 20 de 2011).   
 
Los reclamos de los campesinos apuntaban a que estaban siendo presionados por las 
FARC para continuar con los cultivos de coca30, sin embargo ante la negativa varias 
personas habrían sido amenazadas, al mismo tiempo que de parte del gobierno 
comenzaba la estrategia de las fumigaciones afectando las iniciativas de sustitución de 
cultivos ilícitos (El Colombiano, Febrero 20 de 2011). 
 
Las autoridades militares criminalizaron la protesta argumentando que había sido 
propiciada e infiltrada por las FARC, y que “buscaban un freno a las fumigaciones y a 
las políticas de erradicación”, una posible prueba de esto fue presentada por el Ejercito 
cuando un aparente líder de la movilización se desmovilizó ante el ejercito sosteniendo 
que era parte de las FARC  (Caracol, 25 de febrero de 2011, Ejercito Nacional, 25 de 
Febrero de 2011). 
El 28 de febrero la Gobernación de Antioquia, representantes de la Asociación 
Campesina del Bajo Cauca y líderes de la movilización llegaron a varios acuerdos para 
regresar a los corregimientos de los municipios de Tarazá, Valdivia e Ituango:  
 
El compromiso  consiste en crear una comisión  que se encargará de  
verificar en terreno la afectación de cultivos lícitos por causa de las 
fumigaciones.  Esta comisión estará conformada por las alcaldías 
municipales, Secretarías de Agriculturas -UMATA-, Asociación de 
Campesinos del Bajo Cauca -ASOBAC-, la Dirección de Antinarcóticos 
de la Policía Nacional -DIRAN-, la Defensoría y la Procuraduría. 
 
                                                 
30 Hay que recordar que el Bajo Cauca además de ser una de las regiones del país en donde 
hay amplias zonas con cultivos de coca también ha sido el epicentro del programa de 
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La Gobernación de Antioquia llegará con proyectos productivos, 
titulación y legalización de tierras y seguridad alimentaria.  Gestionará  a 
través del DANE  la entrega de tierras a campesinos en el menor tiempo 
posible,  le dará prioridad al  mantenimiento vial del trayecto que 
comunica a Ituango con el corregimiento Santa Rita, afianzará el 
proceso de electrificación rural y verificará la suspensión de regalías. 
 
“Las  más de 4 mil personas censadas  en el Coliseo Municipal de 
Tarazá, recibieron atención de emergencia en donde se logró garantizar 
los derechos fundamentales como la alimentación necesaria, atención 
psicosocial y una valoración a la población vulnerable. El DAPARD  
entregó 25 toneladas en ayuda humanitaria  para la población afectada.  
En el transcurso del día de hoy y mañana se espera que retornen las  
familias que aun no han iniciado el proceso” sostuvo John  Fredy 
Rendón Roldán; Director de Departamento Administrativo del Sistema 
de Prevención, Atención y Recuperación de Desastres (Gobernación de 
Antioquia, 28 de febrero de 2011).  
 
Como hemos visto con anterioridad este tipo de movilizaciones se han dado en el Bajo 
Cauca desde hace mucho tiempo, e involucran aspectos organizativos en torno a 
varios aspectos que se relacionan con los ya descritos por Clara Inés García entre la 
década de los 70 y comienzos de los 90; pronunciamientos colectivos para exigir 
soluciones a conflictos relacionados con la tenencia de la tierra y la mejora de las 
redes de servicios públicos y de atención en educación y salud (GARCIA, 1994: 67).  
 
Es importante resaltar estas continuidades de los procesos de movilización social en el 
Bajo Cauca y especialmente en Tarazá, en tanto estas evidencian el problema de la 
constitución del Estado en las periferias regionales, mientras  mantienen dinámicas 
que se escapan a las iniciativas del mismo. Los casos de la movilización de 
campesinos que cultivan coca han sido constantes en el país y se han dado en las 
regiones periféricas que varían de acuerdo a las dinámicas del cultivo y a las zonas 
que concentran la economía del narcotráfico, actualmente en Antioquia y la zona 
central del país se destaca el Bajo Cauca como un punto clave en el cultivo y la 
producción de cocaína.  
 
Además, un factor determinante en los movimientos campesinos del Bajo Cauca 
antioqueño es que históricamente sus acciones colectivas se han desligado de 
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cualquier motivación política de cualquier organización armada, por el contrario 
destacan la encrucijada en la que se encuentran frente a las posibilidades de vida que 
llevan. En particular, este movimiento campesino cocalero busca oportunidades que 
desliguen sus actividades del cultivo de coca, ya que este es en sí una forma de 
subsistencia, es decir los campesinos se ven obligados a entrar en el círculo del 
narcotráfico, ya que a través de las rentas de este suplen lo que no pueden adquirir 
por las vías legales.  
 
Clara Inés García, muestra como el movimiento social en el Bajo Cauca se estructuro 
alrededor de los procesos de poblamiento en la década de los 70, creando 
solidaridades en torno a demandas frente al Estado local, regional y nacional para 
lograr el desarrollo de los servicios públicos, la infraestructura, la solución a conflictos 
por tenencia de la tierra y el desarrollo agropecuario (Ibíd.). Esta matriz de demandas 
persiste en la actualidad con el movimiento de campesinos y el desplazamiento de 
miles de personas hacia Tarazá en febrero de 2011 este año, pero el problema del 
cultivo de coca representa claramente la manera en que la inclusión perversa funciona 
en regiones que han sido dominadas por la economía del narcotráfico y por 
organizaciones armadas con alto poder de coerción. 
 
De acuerdo al Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos (SIMCI) de la 
Organización de Naciones Unidas y como analizamos en detalle en el capítulo 2, la 
zona central del país que comprende los departamentos de Antioquia, Norte de 
Santander, Caldas y Cundinamarca es tras la zona pacifico (Choco, Valle, Cauca y 
Nariño), con mas áreas cultivadas en el país con un total de 16.127 hectáreas en el 
2009 (SIMCI, 2009). 
 
Tabla 16. Hectáreas cultivadas con coca por Región. 
Hectáreas Cultivadas por Región  
  2004 2005 2006 2007 2008 2009 
Pacifico 15.789 17.633 18.807 25.960 29.917 25.167 
Central 15.081 15.632 12.131 20.953 18.731 16.127 
Meta-Guaviare 28.507 25.963 20.540 19.685 12.154 12.618 
Putumayo- Caqueta 10.888 13.951 17.221 21.131 13.961 9.076 
Orinoquia 6.250 9.709 6.829 9.334 3.621 3.557 
Amazonia 2.588 2.320 1.905 1.471 2.018 1.166 
Sierra Nevada 1.262 542 437 365 551 314 
TOTALES 82.369 87.755 79.876 100.906 82.961 70.034 
 




Es posible ver dinámicas de cambios territoriales de las zonas de cultivo, es decir 
constantemente están cambiando las áreas y que la región central concentra los 
cultivos especialmente en regiones como el sur de Bolívar, el Catatumbo y el Bajo 
Cauca Antioqueño, las cuales  - como vimos en el capítulo 1- con zonas de control 
paramilitar desde el 2001. Adicionalmente, el crecimiento de los cultivos en estas 
zonas obedece por una parte a que se ubican en corredores estratégicos cercanos a 
rutas para la exportación como en el caso de la zona pacifica y del Bajo Cauca y por 
otra parte a que la erradicación se ha concentrado en las zonas del piedemonte llanero 
y el eje Guaviare-Meta (SIMCI, 2009).   
 
Las movilización campesinas que se relacionan con el cultivo de coca han sido 
estudiadas en otros contextos como la Macarena y el Putumayo, y a pesar de las 
diferencias regionales, y de la configuración misma de la movilización existe una 
relación elemental en torno a la reclamación de la presencia y la acción por parte del 
Estado (PINTO, 2004; RAMIREZ, 2003).   
 
Estas movilizaciones sociales se configuran en torno a referentes básicos que 
permitan definir los objetivos de su acción colectiva, como lo explica María Teresa 
Pinto la “identidad cocalera” es central en nuestro análisis pues constituye un elemento 
evidente que configura las demandas, las alianzas, y los procesos mismos de 
negociación en cada protesta y en cada ámbito del movimiento social (PINTO, 2004: 
23).  En esta caso se puede ver que hay una relación con los procesos que se 
desarrollaron en el Putumayo, y es que el movimiento en el Bajo Cauca durante el mes 
de febrero busco desligar sus motivaciones de las de las organizaciones armadas, 
creando bases políticas de la movilización: 1. la búsqueda de reconocimiento como 
ciudadanos y ciudadanas y que por tanto el Estado debe velar por sus derechos pero 
las políticas del Estado en contra del narcotráfico termina por afectar sus actividades 
incluso cuando no hay cultivos ilícitos y, 2. En tanto ciudadanos y ciudadanas sus 
actividades políticas no son parte del proyecto de alguna organización armada, por lo 
tanto sus actividades de protesta no deben ser criminalizadas 3. El Estado debe 
garantizar que los cultivos ilícitos y la economía del narcotráfico no sean alternativas 
económicas, a través de mecanismos como el desarrollo agrario y la titulación de 
tierras.     
 
En términos prácticos esta configuración de los escenarios políticos marca 
profundamente las posibilidades identitarias de los movimientos sociales pues en 
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Colombia una mínima radicalización del movimiento era fácilmente utilizada por el 
gobierno como muestra de que estos sectores estaban financiados, organizados o 
presionados por las organizaciones de narcotraficantes, guerrilleras (PINTO, 2004: 
26). 
 
El problema de la siembra de coca y las movilizaciones alrededor de lo que esta 
suscita, representa uno de los principales problemas causados por el paramilitarismo. 
Cuando el Bloque Mineros extiende un poder que controla la economía, la política y el 
curso de la vida social, regula el destino de la región y de sus habitantes, el Estado y 
sus políticas fueron (y son) actores secundarios que no representaban realmente 
formas de desarrollo o de solución a los múltiples problemas de violencia, pobreza y 
exclusión. Así que tras la política de consolidación territorial, el Estado se encuentra 
con un fenómeno particular: la población se ve obligada a cultivar coca, por coerción, 
pero también por falta de oportunidades, esto ha generado otra problemática y otro 
foco de movilización social. 
 
La criminalización del movimiento por parte de las fuerzas armadas incentiva otras 
formas de protesta que se dan en el marco de un proceso de consolidación del Estado 
y lucha contra las organizaciones armadas ilegales que persisten en la zona. Los 
principales reclamos de los campesinos buscan la generación de oportunidades y 
apoyo por parte del Estado, pero las principales denuncias giran en torno a la violación 
del DIH por parte de las fuerzas armadas, que según la Asociación Campesina del 
Bajo Cauca ha criminalizado a los campesinos de varios corregimientos de Tarazá: 
 
“Al Estado Colombiano, su Fuerza Pública e instituciones, garantizar y respetar el 
principio de distinción a la población civil del Bajo Cauca Antioqueño, sus 
organizaciones y actividades cotidianas, de acuerdo a lo contemplado en el protocolo 
II y el artículo tercero común del Derecho Internacional Humanitario de Ginebra y el 
Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario. Al Estado Colombiano, las 
Agencias del Ministerio Público garantizar los derechos humanos en su integralidad y 
universalidad, de las comunidades del Bajo Cauca Antioqueño, en particular el 
derecho a la vida, de asociación, al trabajo, la dignidad, la movilidad y el buen nombre 
de las y los campesinos de la región de El Cañón de Iglesias y la vereda El Rayo del 
municipio de Tarazá. Al Estado Colombiano, las Agencias del Ministerio Público 
realizar acciones efectivas en vía a garantizar los Derechos Humanos a la vida, de 
asociación, al trabajo, la dignidad, la movilidad, el buen nombre y el disfrute de su 
tierra y territorio” (Asociación Campesina del Bajo Cauca, 29 de Octubre de 2010)  




Estas demandas muestran la problemática que se está gestando en la zona; es cierto 
que es una de las zonas con más cultivos de coca de Antioquia, pero a su vez, ante el 
avance de la erradicación se reducen las zonas de cultivo en otras regiones, y las 
organizaciones armadas buscan controlar las estos focos de cultivo, presionando a la 
población al cultivo, y controlando otros sectores económicos emergentes como la 
minería, tal y como vimos en capitulo; las fumigaciones afectan también los cultivos de 
pancoger y otros cultivos legales y como vimos las demandas campesinas no apuntan 
a un cese de las fumigaciones sobre la coca, sino sobre zonas de cultivo legales. 
Mientras sigan existiendo incentivos para las organizaciones armadas, sean 
paramilitares o guerrillas, en el narcotráfico, y no hayan respuestas efectivas en 
sustitución de cultivos, fortalecimiento institucional y desarrollo agrícola integrando al 
conjunto de la población rural del Bajo Cauca y especialmente de Tarazá, el problema 





Con este trabajo mostramos el desarrollo del proceso paramilitar en el municipio de 
Tarazá entre 1997 y 2009.  El trabajo focalizado en una región permite conocer a 
fondo las implicaciones y dinámicas del paramilitarismo, su complejidad y las 
repercusiones en la vida social, económica y política, un entramado de relaciones 
donde se cruzan fenómenos como el narcotráfico, las alianzas con sectores políticos y 
elites económicas con el control por medio de la violencia y la coerción de amplios 
sectores de la población. 
 
Es así como nos aproximamos a uno de los tantos espacios de la violencia que existen 
en Colombia y analizamos la dinámica de la confrontación armada entre la 
organización paramilitar Bloque Mineros vinculada a las AUC y las guerrillas del ELN y 
las FARC, lo que nos permite afirmar que el Bajo Cauca y el municipio de Tarazá 
fueron una de las regiones más golpeadas por el conflicto armado entre 1997 y 2007. 
De este proceso se deriva el control de la región por parte del paramilitarismo, un 
control que se extendía por diferentes esferas y que permitió el desarrollo de un 
Estado regional fundado en el narcotráfico y la subordinación de la población por 
medio de la violencia. 
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El análisis de los datos sobre cultivos ilícitos y desplazamiento forzado nos han 
permitido afirmar que el paramilitarismo en Colombia conjuga el despojo de tierras con 
el crecimiento exponencial del narcotráfico, y que las motivaciones económicas del 
paramilitarismo desbordan las supuestas motivaciones políticas contrainsurgentes. 
Esto es significativo cuando analizamos los actuales procesos violentos fundados en el 
paramilitarismo, ya que es el narcotráfico el principal motor de las confrontaciones 
armadas por control de territorios e incluso de economías rentables como la minería.      
 
El orden impuesto por el paramilitarismo tiene tres componentes fundamentales, el 
primero es el control económico basado en el narcotráfico, el cual permitió crear 
formas de vinculación de la población a través del peonaje, la obligatoriedad de la 
economía narcotraficante y la creación de incentivos perversos que finalmente 
terminan por reproducir ciclos de violencia. Actualmente la violencia y la confrontación 
armada de las organizaciones derivadas del paramilitarismo se basan en la economía 
del narcotráfico y de economías como la minería, lo cual ha provocado: la 
reproducción de ciclos de violencia, la inserción de ex combatientes de nuevo en las 
lógicas de la guerra, nuevas dinámicas de reclutamiento, nuevos fenómenos de 
desplazamiento forzado y de despojo, asesinatos selectivos, masacres y mas 
articulación y control de economías ilegales vinculadas a la delincuencia común.   
 
El segundo es la captación de sentimientos primordiales, el fenómeno mediante el cual 
el paramilitarismo se inserta en una población estableciendo normas que  son 
reguladas por la violencia y por el cual en algunas regiones los paramilitares crearon 
dinámicas más microsociales que se expresan en la existencia de órdenes sociales 
cerrados, en disposiciones hegemónicas de lo que debe ser la vida social y la 
imposición de modelos de sujeto que determinan y regulan la experiencia social y 
ontológica. 
 
El ultimo componente es el político en el cual establecemos que el Estado en algunas 
regiones se ha desarrollado a través de mecanismos violentos, de clientelismo y de 
alianzas con grupos armados lo que ha permitido unas formas particulares de ejercer 
la política, sistemas electorales manejados por la coerción y a la conveniencia de los 
actores armados y la clase política, en donde unos y otros se aseguraban la 
participación en instancias que permitían la obtención de beneficios jurídicos, penales 
y económicos.  
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Esta investigación llama la atención sobre la necesidad de las miradas regionales y 
locales y sobre la urgencia de mirar la incidencia del paramilitarismo no solo en 
procesos estructurales de tipo económico y político sino la manera en que 
descompone, destruye y transforma espacios sociales, formas de vivir y de existir en el 
mundo, pero además se han dado formas de resistencia y reconstrucción social que 
son el fundamento de transformación de estos espacios violentos en escenarios de no 
repetición y de paz no entendida como la simple ausencia de guerra o de actores 
armados sino como la posibilidad de que todo el conjunto de la población tenga unas 
condiciones de vida que les permita alcanzar sus deseos.  
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Organizaciones Consideradas Bandas Emergentes  
Organización  Estructura paramilitar asociada 
Los Rastrojos Ejercito organizado por Wilber Varela, con presencia de desmovilizados 
Los Paisas Bloque Central Bolivar, Bloque Mineros 
Los Urabeños Bloque Elmer Cardenas, Central Bolivar 
Los Machos 
Ejercito organizado por el extraditado 
Diego Leon Montoya, con presencia de 
desmovilizados 
Autodefensas Campesinas del Casanare 
Autodefensas Campesinas del Casanare 
(No se desmovilizaron pero libraron una 
guerra por control territorial entre el 2001 
y el 2004 con el Bloque Centauros) 
 
 
